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El presente trabajo de investigación se realizó con el objetivo de “Determinar la 
efectividad de la aplicación de la Ordenanza Municipal N° 10-2011 respecto al 
“derecho a la tranquilidad establecido en la Constitución Política del Perú” 
(Constitución Política del Perú, 1993) en  la ciudad de Juliaca, 2012 –  Junio 
2016”. El método aplicado es cuantitativo, con el muestro probabilístico 
aleatorio o al azar, para la muestra de estudio se ha realizado la aplicación de 
instrumentos guía de análisis documental y el cuestionario, para finalmente 
arribar  a los siguientes resultados: que del 100% de expedientes analizados 
(360 expedientes administrativos) existe una aplicación incorrecta de la 
Ordenanza Municipal N° 10-2011 e incumplimiento de “funciones establecidas 
en el Reglamento de Organización y funciones (ROF-MPSRJ)” (Portal del 
Estado Peruano, 2017, párr. 10) por parte de los “Funcionarios y servidores 
públicos” (Soria del Castillo, 2011, p. 21) que laboran en la “Gerencia de 
Fiscalización y Control de la Municipalidad Provincial de San Román-Juliaca” 
(Municipalidad Provincial de San Román, 2017), en el 100% de expedientes 
analizados no se ha aplicado correctamente “las disposiciones establecidas en  
la Ley N° 27444 Ley de Procedimiento Administrativo General” (El Peruano, 
2017) y “los formatos de acta de fiscalización, resolución de sanción y acta de 
incautación” (Ordenanza Municipal N° 10-2011) no han sido llenados 
x 
 
correctamente ni se encuentran dentro de los parámetros establecidos en la 
Ordenanza Municipal N° 10-2011 y normas legales vigentes, por ende no se ha 
realizado el debido procedimiento dentro de las facultades establecidas en la 
Ordenanza Municipal N° 10-2011 y normas legales vigentes. Asimismo del 
resultados del cuestionario aplicado a 384 unidades de estudio (pobladores), el 
92.71% de los encuestados manifiestan que no gozan del “derecho a la 
tranquilidad que la Constitución Política del Perú reconoce como un derecho 
fundamental de la persona” (Constitución Política del Perú, 1993), el 92.71% de 
los encuestados manifiestan que “la Municipalidad Provincial de San Román-
Juliaca cuenta con la Gerencia de Fiscalización y Control” (Municipalidad 
Provincial de San Román, 2017), el 73.28% señala que dicha dependencia no 
ha clausurado ni multado a dichos establecimientos y el 100% de encuestados 
señalan que no se ha rematado ninguna vivienda donde funcionaban 
establecimientos sin autorización municipal. 
 
Palabras clave: Efectividad, Aplicación, Ordenanza Municipal N° 10-2011, “Ley 
N° 27444 Ley de procedimiento Administrativo General” (El peruano, 2017), 
“Reglamento de Organización y Funciones (ROF-MPSRJ), Gerencia de 
Fiscalización y Control” (Municipalidad Provincial de San Román, 2017), 















The present research work was carried out with the objective of "Determine the 
effectiveness of the application of Municipal Ordinance No. 10-2011 regarding 
the" right to tranquility established in the Political Constitution of Peru "(Political 
Constitution of Peru, 1993) in the city of Juliaca, 2012 - June 2016 ". The 
applied method is quantitative, with random or random probabilistic sampling. 
For the study sample, the application of document analysis guide tools and the 
questionnaire was carried out, to finally arrive at the following results: that of 
100% of the analyzed files (360 administrative files) there is an incorrect 
application of Municipal Ordinance No. 10-2011 and non-compliance with 
"functions established in the Organization and Functions Regulation (ROF-
MPSRJ)" (Portal del Estado Peruano, 2017, paragraph 10) by part of the 
"Officials and public servants" (Soria del Castillo, 2011, p.21) who work in the 
"Control and Control Management of the Provincial Municipality of San Román-
Juliaca" (Provincial Municipality of San Román, 2017), in 100% of the files 
analyzed, the "provisions established in Law N ° 27444 Law of General 
Administrative Procedure" have not been applied correctly (El Peruano , 2017) 
and "the forms of inspection certificate, resolution of sanction and seizure 
record" (Municipal Ordinance No. 10-2011) have not been filled correctly nor 
are they within the parameters established in Municipal Ordinance No. 10- 2011 
xii 
 
and current legal norms, therefore due process has not been carried out within 
the faculties established in Municipal Ordinance N ° 10-2011 and current legal 
norms. In addition to the results of the questionnaire applied to 384 study units 
(residents), 92.71% of the respondents state that they do not enjoy the "right to 
tranquility that the Political Constitution of Peru recognizes as a fundamental 
right of the person" (Political Constitution of the Peru, 1993), 92.71% of the 
respondents state that "the Provincial Municipality of San Román-Juliaca has 
the Control and Control Department" (Provincial Municipality of San Román, 
2017), 73.28% state that said dependency has not closed or fined such 
establishments and 100% of respondents indicate that there has been 
auctioned any housing where establishments without municipal authorization. 
 
keywords: Effectiveness, Application, Municipal Ordinance N ° 10-2011, "Law 
N° 27444 General Administrative Procedure Law" (Peruvian, 2017), "Regulation 
of Organization and Functions (ROF-MPSRJ), Control and Oversight 
Management "(Provincial Municipality of San Román, 2017), “right to tranquility” 
















El presente trabajo de investigación denominado: “Efectividad de la aplicación 
de la Ordenanza Municipal 010-2011, para la protección del derecho a la 
tranquilidad establecido en la Constitución Política del Perú en la ciudad de 
Juliaca, 2012-junio 2016” surge a partir de los casos cotidianos de violencia e 
inseguridad ciudadana y la intranquilidad, que diariamente viven nuestra 
población calcetera, los mismos que se conocen “a través de los medios de 
comunicación (periódicos, emisoras radiales y televisión)” (Subgerencia 
Cultural del Banco de la República, 2015), a pesar de existir “norma de carácter 
municipal (Ordenanza Municipal N° 10-2011)” (Municipalidad Provincial de San 
Román, 2017), que “sanciona a los conductores del establecimiento, dueños 
del inmueble donde funciona el establecimiento y dueños de los 
establecimientos que se dedican a actividades que atentan contra el orden 
público, las buenas costumbres y la seguridad ciudadana” (Ordenanza 
Municipal N° 10, 2011), los mismos que no cuentan con licencia de 
funcionamiento, vulnerando de esta manera el derecho constitucional que 
tenemos todas las personas que vivimos y/o radicamos en nuestra ciudad 




Por lo que las actividades realizadas en establecimientos sin contar con 
autorización, vienen trayendo consigo la perdición de nuestra niñez, la 
juventud, que son el presente de nuestro país, así mismo han afectado y 
afectan de manera muy considerativa la tranquilidad, la seguridad ciudadana, el 
orden público, de toda nuestra ciudadanía juliaqueña, las buenas costumbres 
por las que siempre se nos hemos guiado como personas en nuestro hacer 
diario en nuestra ciudad, y el respeto a nuestras autoridades mediante el 
cumplimiento de las normas que han emitido, dentro de sus facultades para 
vivir en armonía y tener una convivencia social respetando los derechos de 
cada uno, buscando con ello el respeto del derecho a la tranquilidad 
establecida en nuestra Constitución Política del Perú. 
 
En general la ciencia considera los componentes siguientes: El 
problema, los Objetivos, el marco teórico referencial, hipótesis, procedimientos 
metodológicos de la investigación, resultados y discusión. Por consiguiente, 
este informe considera un capítulo por cada componente. 
 
Cuyo primer capítulo se refiere al análisis de la situación problemática, 
en él se consideran la delimitación de la investigación, la formulación del 
problema dentro del ello el problema general y los problemas específicos, 
además de la justificación del estudio. 
 
En el segundo  capítulo se refiere a los objetivos, dentro de los cuales se 
encuentran establecidos “el objetivo general y los objetivos específicos” 




“En el tercer capítulo se desarrolla el marco teórico referencial” 
(Universidad César Vallejo, 2016), correspondiendo este capítulo al tercer 
componente del método general del ciencia, para este efecto se revisa primero 
los antecedentes de la investigación, posteriormente se realiza la consulta a 
varios autores que abordan directa o indirectamente las variables y 
dimensiones que comprende la presente investigación, definiéndose conceptos 
básicos que caracterizan  al presente estudio, como también se ha tomado en 
cuenta la normatividad vigente aplicable al presente estudio, notas periodísticas 
y el marco conceptual correspondiente. 
 
En el cuarto capítulo se desarrolla la hipótesis donde se encuentra 
comprendido la hipótesis general y las hipótesis específicas, las variables e 
indicadores de la investigación, comprendiéndose dentro de ello la variable 
independiente y la variable dependiente, y la Operacionalización de las 
variables. 
 
En el quinto capítulo se desarrolla  los procedimientos metodológicos de 
la investigación, dentro del cual se encuentra señalado el método de 
investigación, el diseño de la investigación dentro del cual se encuentra 
comprendido el diseño, tipo de investigación, nivel de investigación, campo 
área y línea de acción. “Asimismo se encuentra establecida el universo y 
muestra de la investigación, las técnicas e instrumentos de recolección de 
información, el procedimiento de recolección de datos y el método de análisis 




Por último, en el capítulo sexto se refiere a “los resultados y discusión de 
la investigación, en este capítulo se analizan, se interpretan y discuten los 
datos recogidos durante la investigación y se presentan en forma de cuadros 
estadísticos y gráficos. El orden que se sigue corresponde  la lógica de la 
investigación comparativa. Asimismo en el último capítulo se termina con las 
conclusiones y recomendaciones” (Paredes, 2013, pp. 195-214). 
 
La bibliografía que es clave para las consultas de investigaciones 
posteriores, los cuales se encuentran “citados de acuerdo al mandato de las 
normas American Psychological Association (APA)” (Normas APA, 2017), 














I. PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
   1.1. ANALISIS DE LA SITUACIÓN PROBLEMÁTICA 
“El Municipio aparece en la historia de la humanidad como una necesidad 
indispensable, para nivelar y organizar la convivencia social humana. Esto 
debido a que creando núcleos sociales denominados municipios, los 
recursos económicos, políticos, sociales, de infraestructura, entre otros; se 
canaliza y reparten ordenadamente y previa fiscalización. Esto lógicamente 
considerando que estos núcleos sociales, están sujetos a prerrogativas 
consideradas desde la óptica del poder municipal” (Sablich, 2007, p. 2). 
 
“Los municipios son entes creados por ley, la misma que tienen 
personería jurídica y son regulados por el derecho público” (Sablich, 2007, p. 
2). En el Perú se encuentra establecido en “nuestra Carta Magna, que le 
otorga la autonomía política, económica y administrativa” (Constitución 
Política del Perú, 1993). “La autonomía política consiste en la facultad de 




competencia, aprobar y expedir sus normas, decidir a través de sus órganos 
de gobierno y desarrollar las funciones que le son inherentes” (Zavaleta y 
Zabaleta, 2011, p. 17) y “la autonomía administrativa es la capacidad que 
tienen las autoridades municipales para gestionar y resolver los asuntos 
locales referidos a los servicios públicos y a las relaciones de convivencia 
vecinal” (Zavaleta y Zabaleta, 2011, p. 16).  
 
“Las municipalidades ejercen sus funciones mediante normas 
municipales siendo los mismos las Ordenanzas Municipales, Acuerdos de 
Concejo Municipal, Resoluciones de Concejo, Decretos de Alcaldía, 
Resoluciones de Alcaldía, Resoluciones Gerenciales y directivas, las cuales 
son de carácter obligatorio y su incumplimiento acarrea las sanciones 
correspondientes, sin perjuicio de promover las acciones judiciales sobre las 
responsabilidades civiles y penales a que hubiere lugar” (Zavaleta y 
Zabaleta, 2011, p. 103). Por lo se debe señalar “El Tribunal Constitucional 
(05-01-00) Exp. N° 734-98-AA/TC. Lima, menciona que, las municipalidades 
representan al vecindario, fomentando el bienestar de los vecinos y, en el 
ejercicio de sus funciones específicas, supervisan y controlan el 
mantenimiento y cumplimiento de las normas de seguridad e higiene, entre 
otros, de los establecimientos de carácter comercial; siendo también 
funciones de aquellas el otorgamiento de licencias de apertura de 
establecimientos comerciales e industriales y de actividades profesionales y 
controlar su funcionamiento de acuerdo con dichas funciones” (Zavaleta y 




El presente estudio surge a partir de los casos cotidianos de violencia 
e inseguridad ciudadana y la intranquilidad, que diariamente viven nuestra 
población calcetera, los mismos que se conocen “a través de los medios de 
comunicación (periódicos, emisoras radiales y televisión)” (Subgerencia 
Cultural del Banco de la República, 2015), a pesar de existir “norma de 
carácter municipal, que sanciona a los conductores del establecimiento, 
dueños del inmueble donde funciona el establecimiento y dueños de los 
establecimientos que se dedican a actividades que atentan contra el orden 
público, las buenas costumbres y la seguridad ciudadana” (Ordenanza 
Municipal N° 10, 2011), los mismos que no cuentan con licencia de 
funcionamiento, vulnerando de esta manera el derecho constitucional que 
tenemos todas las personas que vivimos y/o radicamos en nuestra ciudad 
Calcetera, al derecho a la tranquilidad” (Constitución Política del Perú, 1993). 
 
Por lo que las actividades realizadas en establecimientos sin contar 
con autorización, vienen trayendo consigo la perdición de nuestra niñez, la 
juventud, que son el presente de nuestro país, así mismo han afectado y 
afectan de manera muy considerativa la tranquilidad, la seguridad 
ciudadana, el orden público, de toda nuestra ciudadanía juliaqueña, las 
buenas costumbres por las que siempre se nos hemos guiado como 
personas en nuestro hacer diario en nuestra ciudad, y el respeto a nuestras 
autoridades mediante el cumplimiento de las normas que han emitido, dentro 
de sus facultades para vivir en armonía y tener una convivencia social 
respetando los derechos de cada uno, buscando con ello el respeto del 
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“derecho a la tranquilidad establecida en nuestra Constitución Política del 
Perú” (Constitución Política del Perú, 1993), sin embargo a pesar de existir la 
normatividad local pertinente y vigente, se viene atentando dichos derechos 
fundamentales señalados, por incumplimiento de la correcta aplicación de la 
Ordenanza Municipal N° 10-2011, a fin de proteger “el derecho a la 
tranquilidad reconocido en nuestra carta magna en su artículo 2 inciso 22, 
que señala: Toda persona tiene derecho: 22. a la tranquilidad” (Constitución 
Política del Perú, 1993). 
 
1.1.1. DELIMITACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
 
A. DELIMITACIÓN ESPACIAL. 
 
Se realizará en el Distrito de Juliaca, de la Provincia de San 
Román, del Departamento de Puno. 
 
B. DELIMITACIÓN TEMPORAL. 
 
Para realizar la investigación se tomará en cuenta la vigencia de 
la Ordenanza Municipal N° 10-2011 desde el año 2012 hasta junio 
del año 2016. 
 
C. DELIMITACIÓN SOCIAL   
 
Todos los establecimientos que vulneran lo establecido en la 






D. DELIMITACION DE CONTENIDOS 
 
En el estudio se analizará la teoría relacionada a las variables 
Ordenanza Municipal y el Derecho a la Tranquilidad establecida 
en la Constitución Política del Perú. 
 
1.2. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
 
1.2.1. PROBLEMA GENERAL. 
 
¿Cuál es la efectividad de la aplicación de la Ordenanza Municipal N° 
10-2011 respecto al derecho a la tranquilidad establecido en la 
Constitución Política del Perú en  Juliaca, 2012 – junio 2016? 
 
        1.2.2. PROBLEMAS ESPECÍFICOS. 
 
• ¿Cuál es el grado de efectividad de la aplicación de la Ordenanza 
Municipal N° 10-2011, en la ciudad de Juliaca? 
 
• ¿Cómo  es  la protección del derecho a la  tranquilidad 
establecido en la Constitución Política del Perú? 
 
1.3. JUSTIFICACIÓN DEL ESTUDIO 
 
Las razones por las cuales se ha seleccionado el presente estudio, es porque 
la vulneración del “derecho constitucional establecido en la Constitución 
Política del Perú, que señala: Toda persona tiene derecho: 22. a la tranquilidad” 
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(Constitución Política del Perú, 1993) se ha incrementado de manera muy 
alarmante en la ciudad de Juliaca, a pesar de existir y estar vigente la 
Ordenanza Municipal N° 10-2011, que señala “Ordenanza Municipal que 
establece la imposición de sanciones inmediatas a establecimientos que 
funcionan sin contar con Licencia Municipal de Funcionamiento y que afectan al 
Orden Público, las buenas costumbres y la seguridad ciudadana” (Ordenanza 
Municipal N° 10, 2011), el cual se entiende que ha sido emitido por la 
Municipalidad Provincial de San Román-Juliaca, para la protección del derecho 
constitucional señalada. Sin embargo la inaplicación efectiva de dicho 
dispositivo legal, ha traído consigo la intranquilidad ciudadana, la inseguridad 
de todos los que viven en la ciudad calcetera, violándose cada día más y más 
los derechos señalados, afectando “el orden púbico, las buenas costumbres y 
la seguridad ciudadana” (Ordenanza Municipal N° 10, 2011) desde la vigencia 
de dicha Ordenanza Municipal hasta la actualidad, cuando el resultado de la 
aplicación de dicha Ordenanza Municipal debería tener como efecto la 
reducción de manera considerable de la violación de normas de cumplimiento 
obligatorio por ende “la protección del derecho constitucional a la tranquilidad” 
(Constitución Política del Perú, 1993). 
 
El problema de la falta de aplicación correcta de la Ordenanza Municipal 
N° 10 -2011, ha traído consigo de manera muy alarmante el temor, la 
inseguridad, de los ciudadanos que viven en Juliaca, en vista que se aprecia de 
los medios de comunicación escrita, visual y oral, de la perdición de los niños y 
jóvenes de la ciudad calcetera en el alcoholismo, delincuencia, etc., es más; de 
asesinatos de ciudadanos que acudieron a dichos establecimientos, ya que al 
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intervenir; “la Gerencia de Fiscalización y Control de la Municipalidad Provincial 
de San Román-Juliaca a dichos establecimientos, que no cuentan con licencia 
de funcionamiento y que afectan el orden público, las buenas costumbres y la 
seguridad ciudadana; proceden a aplicar las sanciones establecidas en dicha 
Ordenanza Municipal (multa, clausura definitiva e incautación)” (Ordenanza 
Municipal 10-2011), sin embargo de la percepción de los ciudadanos, medios 
de comunicación y la realidad, se apertura el doble, triple, etc., de 
establecimientos sin licencia de funcionamiento, por ende se incrementa la 
inseguridad ciudadana, atentando con ello el derecho a la tranquilidad 
establecido en nuestra Carta Magna, en consecuencia hace denotar la falta del 
principio de autoridad, por parte de los autoridades de “la Municipalidad 
Provincial de San Román-Juliaca” (Portal El Peruano, 2017). 
 
La importancia de este estudio se basa en la oportunidad de poder dar la 
pautas necesarias y/o propuestas de iniciativas legislativas, que deberá tener 
en consideración el gobierno local, para la correcta “aplicación de la Ordenanza 
Municipal N° 10-2011” (Ordenanza Municipal N° 10-2011) a fin de que se 
proteja “el derecho a la tranquilidad establecida en el artículo 2 inciso 22 de 
nuestra carta magna” (Constitución Política del Perú), siendo los beneficiarios 
primarios de los resultados de la presente investigación, la ciudadanía en su 
conjunto y las autoridades competentes para la correcta aplicación de la 
Ordenanza Municipal señalada, a fin de que no se siga vulnerando el derecho 
constitucional a la tranquilidad y se respete las normas de carácter municipal, 




Desde la vigencia de la Ordenanza Municipal N° 10-2011 [septiembre 
del 2011] hasta la actualidad, en la ciudad de Juliaca, se ha incrementado en 
forma alarmante la vulneración del derecho constitucional a la tranquilidad que 
tenemos todos los ciudadanos que vivimos y habitamos en nuestra ciudad 
calcetera (niños, niñas, jóvenes, adultos, adultos mayores), ya que al salir de 
sus viviendas están en constante peligro, ni pueden gozar de dicho derecho 
fundamental de las personas, que es “el derecho a la tranquilidad” 
(Constitución Política del Perú, 1993), por ende es un problema de actualidad y 
de relevancia, y con el presente estudio se pretende dar aportes, pautas y 
propuestas legislativas, para que se disminuya de manera considerable la 
violación del “derecho fundamental a la tranquilidad establecido en el artículo 2 
inciso 22 de nuestra Constitución Política del Perú” (Constitución Política del 
Perú, 1993), con la correcta aplicación y efectividad de la Ordenanza Municipal 
N° 10-2011, en consecuencia se respete el derecho de cada uno de los 
ciudadanos; que es “el derecho a la tranquilidad” (Constitución Política del 
Perú, 1993), la obligación que tiene cada uno de ellos; de respetar las normas 
municipales y de parte de las autoridades competentes; de hacer respetar 

















2.1. OBJETIVO GENERAL 
 
 
Determinar la efectividad de la aplicación de la Ordenanza Municipal N° 
10-2011 respecto “al derecho a la tranquilidad establecido en la 
Constitución Política del Perú” (Constitución Política del Perú, 1993) en  
la ciudad de Juliaca, 2012 –  Junio 2016 
 
 
2.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 
- Identificar el grado de efectividad de la aplicación de la Ordenanza 
Municipal N° 10-2011, en la ciudad de Juliaca. 
 
- Verificar las condiciones de  protección del “derecho a la tranquilidad 
establecida en la  Constitución Política del Perú” (Constitución Política 










MARCO TEÓRICO REFERENCIAL 
3.1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
 
Se encontraron los siguientes antecedentes de estudio relacionado con el 
problema:  
 
A NIVEL NACIONAL 
 
“En la Universidad Andina “Néstor Cáceres Velásquez”  Escuela de 
Postgrado Maestría en Derecho, Mención: Derecho Constitucional Y 
Procesal Constitucional; se efectuó la investigación denominada 
Acciones de Seguridad Ciudadana Asociada a la satisfacción de la 
población en la ciudad de Abancay 2013, tesis para obtener el grado de 
maestro en derecho, presentada por: Pedro Emiliano Sevillano 
Mendoza. Teniendo las siguientes conclusiones:  
 
PRIMERA. Conforme al trabajo de campo realizado se tiene que el 
trabajo que realiza la municipalidad de Abancay en materia de seguridad 
ciudadana, así como el conocimiento y preparación de las personas 
responsables de sacar adelante este programa son deficientes, 





SEGUNDA. La percepción que tiene la población acerca del trabajo 
entre la policía y los miembros de la municipalidad, y sobre todo la 
voluntad de aquellos en relación a la seguridad ciudadana es de 
mediana satisfacción, lo que no optimiza el desempeño eficiente de esta.  
 
TERCERA. El serenazgo en la ciudad de Abancay se ha implementado 
por la inseguridad que hay en la ciudad y que son percibidos por las 
juntas vecinales y la población en general, pero que no han solucionado 
el problema.  
 
CUARTA. Es necesaria la participación de la municipalidad, de la policía, 
de las juntas vecinales y de cualquier otro organismo involucrado en la 
búsqueda de soluciones para combatir la inseguridad ciudadana que 
afecta a la sociedad” (Sevillano, 2015). 
 
A NIVEL INTERNACIONAL 
 
“En la Universidad de Valladolid, Facultad de Derecho Departamento de 
derecho Constitucional, Procesal y eclesiástico del Estado; se efectuó la 
investigación denominada Ordenanzas Municipales y sanciones: 
Reserva de Ley y representación política, tesis para obtener el grado de 
Doctor en derecho, presentada por: D. Enrique Orduña Prada. Teniendo 




PRIMERA.- A lo largo de las páginas de este trabajo hemos procurado 
analizar el alcance del principio de legalidad sancionadora cuando se 
trata de la tipificación de infracciones y sanciones en ordenanzas 
locales. La tesis que se ha procurado razonar consiste en que las 
ordenanzas y reglamentos locales han de comprenderse e interpretarse, 
con carácter general y específicamente cuando tipifican infracciones 
administrativas y determinan las correspondientes sanciones, desde uno 
de los elementos nucleares del denominado bloque constitucional local 
como es la Ley reguladora de las bases del régimen local. El análisis de 
esta realidad jurídica se ha llevado a cabo a partir del estudio específico 
de dos ámbitos derivados del Derecho positivo. El primero de ellos alude 
al examen de la necesaria concurrencia, derivada directamente de 
nuestra Norma Fundamental, en la ley básica de régimen local de los 
elementos basilares sobre los que ha de diseñarse el régimen 
procedimental de elaboración de las mismas: participación de los cargos 
representativos locales, publicidad y discusión, intervención de los 
ciudadanos y publicación de las normas. Se trata de principios que, 
preordenados directamente por la Constitución y en desarrollo del 
principio democrático, han de figurar necesariamente en la ley básica 
local y que comparten puntos de conexión con las exigencias formales 
de la reserva de ley. Mientras que el segundo ámbito se refiere al 
análisis de cómo las ordenanzas y reglamentos locales que tipifican 
infracciones y determinan las correspondientes sanciones se insertan en 
la propia LrBRL a través de la técnica de la habilitación/remisión de las 




SEGUNDA.- El examen de concretos principios constitucionales con la 
finalidad de delimitar la posibilidad de que las exigencias derivadas del 
principio de reserva de ley sancionadora puedan verse satisfechas a 
través de la regulación de infracciones y sanciones en ordenanzas 
municipales, incide sobre una cuestión más amplia, como es la 
delimitación de la naturaleza y alcance de la potestad normativa local. 
En los últimos años se ha elaborado una reflexión teórica notable sobre 
la potestad normativa local, centrándose de manera singular en el 
análisis de la extensión de la reserva de Ley y defendiendo su 
debilitamiento cuando entran en juego los principios democrático y de 
autonomía local. Sin embargo, esta tesis no es unánime y parte de la 
doctrina se ha esforzado en argumentar las deficiencias de acudir a los 
principios constitucionales mencionados en el momento de analizar el 
debilitamiento de la reserva de Ley en materia sancionadora local.  
 
SEXTA.- La conclusión que se alcanza de la naturaleza democrático 
representativa del Pleno local, en cuanto órgano competente para 
elaborar y aprobar ordenanzas, es su incidencia directa en el régimen 
jurídico de la potestad normativa local. De modo que la caracterización 
de la democracia como un sistema en el que los destinatarios de las 
normas son quienes las crean o participan directamente en su creación 
va a implicar que, primero, existe una legitimación formal del órgano que 
ejerce la potestad normadora, segundo, se produce una legitimación 
material del órgano productor de tales normas y, tercero y último, las 
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normas elaboradas por el reiterado órgano están dotadas de un plus de 
legitimidad democrática al concurrir en su proceso de elaboración tanto 
los destinatarios de las mismas como la actividad de quienes las 
elaboran formalmente, a través de su elección directa o indirecta.  
 
DÉCIMA.- Elemento indispensable en el análisis del principio de 
legalidad sancionadora y ordenanzas locales es la función hermenéutica 
que sobre dicha relación ha llevado a cabo el Tribunal Constitucional. en 
la STC 132/2001, de 8 de junio, el Tribunal llega a una solución de 
equilibrio entre todas las opciones posibles, fijando una doctrina que ha 
tenido continuidad en pronunciamientos posteriores (SSTC 25/2004, de 
26 de febrero y 232/2006, de 17 de julio), que han incorporado otros 
elementos de juicio, como la inclusión del principio de seguridad jurídica 
en el contenido de la garantía material de la reserva de ley 316 (SSTC 
161/2003, de 15 de septiembre y 193/2003, de 27 de octubre). Aunque 
también se ha apartado de aquella doctrina (STC 16/2004, de 23 de 
febrero). La importancia de la hermenéutica fijada por el Tribunal 
Constitucional estriba en que la doctrina elaborada por él va a ser el 
patrón que invoque el legislador estatal para confeccionar el Título XI de 
la Ley básica local introducido en el año 2003, a través de la Ley de 
medidas para la modernización del gobierno local, con la finalidad de 
procurar cobertura legal suficiente a la tipificación de infracciones y 




DECIMOCUARTA.- Este modelo dual de tipificación tiene como 
consecuencia inmediata para la tarea normadora que desarrollen los 
gobiernos locales que tradicionales aspectos que antes se contenían en 
normas con rango de ley ahora han de ser expresamente establecidos 
en ordenanzas municipales. De este modo, el principio de lex certa 
obliga a la entidad local a cumplir con la exigencia de predeterminación 
normativa de las conductas ilícitas y de las correspondientes sanciones, 
configurándolas con la mayor precisión posible para que los ciudadanos 
puedan conocer de antemano el ámbito de lo proscrito y prever las 
consecuencias de sus acciones. De ahí, que estén proscritas las 
cláusulas genéricas, propias de las normas con rango de Ley, en las que 
deben concurrir cierta abstracción para dejar margen de actuación a la 
colaboración reglamentaria, pero que resultan incompatibles en las 
normas reglamentarias.  
 
DECIMOQUINTA.- Con relación a las clases de infracciones, en el 
artículo 140 se describen, a través de conceptos jurídicos 
indeterminados, una serie de conductas vinculadas con los ámbitos 
materiales mencionados en el artículo 139. Esos ámbitos se concretan 
en la convivencia ciudadana, los servicios públicos y el espacio público. 
Ahora bien, en los tres supuestos, el precepto de referencia plantea un 
problema interpretativo dado que no queda claro cuál es el bien jurídico 
que se pretende proteger. En primer lugar, por lo que se refiere a la 
convivencia ciudadana, es posible sostener que el bien jurídico protegido 
no es tanto la convivencia, sino esos ámbitos materiales sobre los que 
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ésta se proyecta: la defensa de la tranquilidad vecinal –defensa contra la 
contaminación acústica-; el ejercicio de derechos legítimos de otras 
personas –protección del derecho a la salud-; el normal desarrollo de 
actividades de toda clase conforme con la normativa aplicable; y la 
salubridad u ornato públicos –protección frente a los residuos generados 
en grandes aglomeraciones o concentraciones ciudadanas-. La 
bienintencionada 319 perspectiva general del legislador al incluir la 
noción indeterminada de convivencia más que favorecer la interpretación 
del precepto, entorpece la hermenéutica del mismo, al no permitir una 
diáfana identificación del bien jurídico que se pretende proteger. Bajo 
esta perspectiva, en definitiva, el legislador básico local fija un numerus 
clausus, más allá del cual la regulación a través de una ordenanza de 
cualesquiera otros ámbitos materiales no satisface el principio de 
reserva de Ley.  
 
DECIMOSEXTA.- En segundo término, en cuanto a los servicios 
públicos, los problemas se centran en una amplia gama de actividades 
municipales de contenido económico que no son, en puridad, servicios 
públicos. Se trata de actividades desempeñadas tradicionalmente por 
particulares privados que presentan importantes coincidencias con los 
servicios públicos al concurrir un intenso y extenso interés público, y que 
reciben diferentes denominaciones: actividades reglamentadas o 
disciplinadas, servicios públicos impropios o virtuales. La inclusión o no 
de este tipo de actividades reglamentadas en la noción de servicio 
público que maneja el artículo 140 plantea dos dificultades de importante 
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calado. La primera, porque las normas sancionadoras desfavorables han 
de interpretarse de forma estricta, no extensiva ni analógica in malam 
parte; principio, por lo tanto, que excluye de manera absoluta la 
extensión de tipos infractores y sancionadores a supuestos no 
comprendidos expresa y previamente en normas jurídicas. Y, la segunda 
dificultad, consiste en que esas actividades de sustrato económico, 
reglamentadas intensamente por la Administración, que no consisten 
stricto sensu en un servicio público local, son ejercidas, en términos 
generales, mediante la obtención de la correspondiente habilitación 
administrativa, quedando sometidas a la inspección y vigilancia de la 
Administración habilitante. Técnicas de control e intervención 
administrativa que, en los supuestos de incumplimiento por su titular, 
traen aparejada la revocación o suspensión del título habilitante y no 
pueden conceptualizarse como una “sanción” administrativa, sometida a 
las garantías del art. 25.1 CE, en todos y cada uno de los supuestos. Por 
ello, cabe concluir sosteniendo que la inclusión o no de las reiteradas 
actividades económicas reglamentadas en la 320 noción de servicio 
público utilizada por el reiterado artículo 140 no puede responderse en 
sentido afirmativo o negativo con carácter general, por el contrario, en 
principio, parece que habrá de ser una cuestión que se resuelva en 
función de la materia de que se trate. Dicho en otros términos, la 
generosa casuística en esta materia deberá resolverse por el juez en 





DECIMOSÉPTIMA.- En cuanto a la determinación de las sanciones, el 
legislador básico local se ha apartado de la hermenéutica fijada en el 
F.J. 6 de la STC 132/2001 y, con laconismo, ha establecido como única 
sanción posible por infracción de ordenanzas la multa pecuniaria, sin 
explorar cualesquiera otras posibles medidas sancionadoras. Sin 
embargo, a nuestro modo de ver, la determinación en la LrBRL de un 
elenco de sanciones adicionales a la estrictamente económica en que 
consiste la multa parece necesaria, al menos, por los siguientes motivos. 
El primero de ellos, porque desde la perspectiva de la teoría general del 
Derecho Administrativo sancionador, no existe una regulación general en 
la que se enumeren las sanciones, sistematizadas y definidas, a 
diferencia de lo que sucede con el Derecho Penal. De modo que, para el 
ámbito de la Administración Local puede valorarse positivamente la 
regulación en una ley básica estatal de los extremos referidos. El 
segundo motivo, alude a la conveniencia de aclarar el sentido en que 
hayan de calificarse las ordenanzas que contemplen otro tipo de 
sanciones que carezcan de naturaleza económica y no encuentren una 
clara y explícita habilitación en una norma con rango de ley. Y ello, 
porque sin una previa clasificación de las posibles sanciones prevista en 
sus aspectos más genéricos en una ley, que satisfaga la reserva de ley 
debilitada en que se traducen los criterios mínimos de antijuridicidad en 
el sentido determinado por el TC, las ordenanzas no pueden innovar el 
ordenamiento jurídico mediante la fijación de otra clase de sanciones 
pues, en caso de llevarlo a cabo estarán violentando el principio de 




DECIMOCTAVA.- A pesar de lo anterior, la enumeración de una 
clasificación de sanciones en la Ley básica local se convierte en una 
tarea compleja, dotada de problemas de diferente naturaleza. El primero 
de ellos, de índole histórica, consiste en el arraigado recurso a la multa 
pecuniaria en la legislación histórica sobre régimen local que supone que 
no se hayan explorado otras posibles modalidades sancionadoras más 
allá de la sanción económica. El segundo problema, de mayor calado, 
afecta a la teoría general de las sanciones dado que, ante una realidad 
dispersa y caótica creada por un legislador que no se atiene a categorías 
ni a conceptos estables, existe una excesiva complejidad técnica y 
dogmática para determinar con claridad qué conductas concretas han de 
calificarse en sentido estricto como sanciones, deslindándose de otras 
medidas restrictivas de derechos de los presuntos infractores. En este 
sentido, para generar mayor confusión, el legislador no mantiene un 
criterio uniforme a la hora de definir las clases de sanciones en sentido 
estricto, abundando toda una serie de medidas administrativas de 
carácter represivo que no encuentran amparo en el art. 25.1 CE. La 
tercera y última de las circunstancias que ha de tomarse en 
consideración consiste en que, otras posibles sanciones de naturaleza 
distinta a la económica están previstas en leyes sectoriales, de manera 
que su incorporación a la LrBRL, al efecto de que puedan ser 
desarrolladas a través de ordenanza, deberá tener en cuenta esa 
circunstancia. Con ello se quiere poner de relieve que sólo cuando no 
exista una ley sectorial previa podrían las ordenanzas incorporar y 
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desarrollar las clases de sanciones previstas en la ley básica local, pues 
en caso contrario deberían ser aplicadas exclusivamente las sanciones 
determinadas en la ley sectorial. 
 
DECIMONOVENA.- A partir de ello, el margen de actuación del 
legislador básico local puede ceñirse a fijar un breve listado de 
sanciones de naturaleza diferente, bien sea económica –como la multa-, 
o bien restrictiva de derechos individuales –como es el supuesto de las 
prohibiciones de uso o acceso a instalaciones, las restricciones de uso 
de servicios públicos, etc.-. 
 
VIGÉSIMA.- Por otra parte, hay una segunda cuestión importante de la 
regulación de las sanciones contempladas en el art. 141 LrBRL, como es 
la cuantía de las mismas. En este aspecto concreto, en primer lugar hay 
que destacar que el legislador estatal ha abandonado el criterio 
tradicional para la fijación de las sanciones, derivado de la legislación 
histórica sobre régimen local, que hacía depender sus cuantías según 
tramos de población. Con ello, la LrBRL, con mayor respeto a la 
autonomía local, toma exclusivamente como referencia de la conducta 
del presunto infractor el principio de personalidad de las sanciones y no 
cualesquiera otros elementos externos a la conducta de aquél, como la 
población del municipio donde cometió la acción antijurídica. Por lo 
demás, esta cuestión tiene consecuencias inmediatas sobre dos 
aspectos importantes. El primero de ellos, porque a partir del art. 141 
LrBRL se habilita a los municipios para fijar un régimen sancionador 
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diferenciado, que se adapte a las necesidades, capacidad técnica, 
dimensión, etc., de cada entidad local. Ahora bien, esta afirmación no 
puede llevarnos a la conclusión de que los municipios puedan abusar de 
esta posibilidad fijando sanciones económicas desorbitadas, dado que 
su actuación se ve limitada tanto por la propia naturaleza básica del 
precepto de referencia, como por el control de la eventual 
discrecionalidad municipal a través de las garantías que incorpora el 
procedimiento de elaboración de las ordenanzas, así como los 
mecanismos jurisdiccionales que provee el ordenamiento jurídico para 
impugnar los actos y acuerdos locales. El segundo aspecto se refiere a 
la derogación implícita de la Disposición adicional única de la Ley 
11/1999, de 21 de abril, de medidas para el desarrollo del gobierno local, 
que actualizaba las cuantías de las sanciones previstas en el art. 59 
TRRL. A pesar de que la LMMGL no derogó expresamente dicha 
Disposición adicional, su contenido desvirtúa notablemente el sentido del 
art. 141 LrBRL, debido a que, para la determinación de las sanciones, 
acude al criterio de la población, criterio que ha sido descartado de plano 
por aquél precepto. Por ello, es evidente que la eventual aplicación de 
las previsiones poblacionales vacía de contenido el art. 141 LrBRL 
oponiéndose y contradiciendo su contenido sustantivo.  
 
VIGÉSIMOPRIMERA.- El análisis de las denominadas ordenanzas de 
convivencia ciudadana, pone de relieve cómo han desarrollado los 
municipios españoles las previsiones contempladas en el Título XI de la 
LrBRL en un ámbito específico del ordenamiento jurídico. Tal desarrollo 
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se ha llevado de forma dispar, motivado por la ausencia de una política 
general en materia de convivencia ciudadana impulsada desde las 
instancias territoriales estatales y autonómicas que, con pretensión de 
abarcar dicho fenómeno desde un planteamiento global –social, 
económico, asistencial, etc.- pueda hacer frente a fenómenos como la 
prostitución, la mendicidad, etc., con relación a los cuales los municipios 
no pueden formular nada más que políticas fragmentarias. La ausencia 
en este ámbito de una estrecha colaboración entre el Estado, las 
Comunidades Autónomas y los gobiernos locales en los órganos de 
relación multilateral plantean no pocos problemas en la práctica.  
 
VIGÉSIMOSEGUNDA.- Uno de los problemas a que han de enfrentarse 
los municipios a la hora de aprobar ordenanzas de convivencia en 
aquellos aspectos en los que no exista legislación sectorial específica, 
tal y como previene el art. 139 LrBRL, consiste en determinar no sólo 
que el Título XI provee de la suficiente habilitación legal para adoptar la 
ordenanza de que se trate, sino que, además, es preciso la concurrencia 
de una segunda reserva de ley con relación al fundamento competencial 
de tal medida normativa. De este modo, es posible concluir señalando la 
existencia de diferentes modelos en función del fundamento 
competencial más o menos específico que poseen las ordenanzas 
municipales de convivencia ciudadana. No plantea problema alguno el 
fundamento competencial que procura a este tipo de ordenanzas la Ley 
5/2010, de 11 de junio de autonomía local de Andalucía, circunstancia 
que implica que las que aprueben los municipios de esta Comunidad 
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Autónoma gozan de una fundamentación competencial “más fuerte” que 
la del resto de municipios españoles. En este sentido, las mayores 
dificultades se encuentran en la cobertura competencial que puede 
procurar la ley básica de régimen local. De este modo, la lectura del 
artículo 25.1 de la LrBRL puede conducir a sostener que la Ley de 
racionalización y sostenibilidad de la administración local ha 
desnaturalizado la cláusula general de competencia municipal que 
originariamente se identificaba en aquel precepto, transformándola en 
una cláusula municipal para determinar, en ejecución de las facultades 
que legalmente le han sido atribuidas al municipio, las especificas 
actuaciones o servicios para satisfacer las aspiraciones de la comunidad 
vecinal exclusivamente en los ámbitos materiales enumerados en el 
apartado segundo del aludido art. 25 de la ley básica local. Por esta 
razón, quizás resulta más respetuoso con los arts. 137 de la Constitución 
y 3.4 de la Carta Europea de la Autonomía Local, una lectura de la ley 
básica local en la que pueda identificarse el art. 7.4 como principio de 
universalidad de la competencia local, proporcionando título 
competencial a la actuación municipal en cualquier sector de actividad 
siempre que se cumplan los requisitos materiales y procedimentales 








3.2. BASES TEÓRICOS CIENTÍFICOS. 
 
3.2.1. CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL PERÚ 
  
“La Constitución Política del Perú es la Carta Magna sobre la cual reposan 
los pilares del Derecho, la justicia y las normas del país. Esta controla, 
regula y defiende los derechos y libertades de los peruanos; organiza los 
poderes e instituciones políticas. Fue redactada por el Congreso 
Constituyente Democrático. Fue aprobada mediante el referéndum de 1993, 
durante el gobierno de Alberto Fujimori. 
 
Desde su establecimiento como República, el Perú ha tenido 12 
Constituciones. La Constitución prima sobre toda Ley sus normas son 
inviolables y de cumplimiento obligatorio para todos los peruanos” (Chunga 
Espinoza, s.f.). 
 
“La Constitución establece los grandes principios y valores que 
orientan el cauce por donde debe discurrir un Estado en su vida política, 
jurídica, social, económica y cultural. Se origina en el pacto social, en la 
voluntad del pueblo que se expresa a través del poder constituyente. Tiene 
dos objetivos fundamentales: el reconocimiento y protección del catálogo de 
los derechos iusfundamentales que constituyen las cláusulas pétreas e 
inmodificables, y la organización, estructura y funciones del Estado en sus 
distintas dimensiones. En teoría constitucional, al primero se le conoce como 




3.2.1.1. ESTRUCTURA DE LA CONSTITUCIÓN 
 
“Desde el punto de vista metodológico, la Constitución peruana de 1993 
consta de un preámbulo, una parte dogmática y una parte orgánica, 
dirigidas al reconocimiento de los derechos fundamentales y a la 





“Son aquellos enunciados donde se expresan los principios que han 
guiado e inspirado al constituyente a elaborar una Constitución, se 




La parte dogmática de la Constitución o declaración de derechos, son el 
conjunto de normas que reconocen y tutelan el catálogo de los derechos 
iusfundamentales, se encuentran de manera dispersa a lo largo del texto 
constitucional y, en los tratados internacionales de protección de 
derechos humanos. Constituyen las cláusulas pétreas e inmodificables, 
son para siempre, su único cambio es su fortalecimiento y 








“En esta sección encontramos normas constitucionales referentes a la 
organización, estructura y funciones del Estado en sus distintas 
dimensiones, entre los cuales se encuentran las funciones del poder 
político, composición del gobierno, los órganos del Estado y sus 
instituciones políticas” (Villarreal, 2016, p. 63). 
 
3.2.2. “OTRÁS DENOMINACIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL 
PERÚ (SIC)” (Chunga, s.f.). 
 
“Ley de leyes 
Carta Magna 
Ley Fundamental 
Ley suprema” (Chunga, s.f.). 
 
3.2.3. “JERARQUÍA DE LEYES  




3.2.4. DERECHOS HUMANOS. 
 
3.2.4.1. CONCEPTO. (Chunga, s.f.) 
 
“Los derechos humanos son aquellas «condiciones instrumentales que 
le permiten a la persona su realización». En consecuencia subsume 
aquellas libertades, facultades, instituciones o reivindicaciones relativas 
a bienes primarios o básicos que incluyen a toda persona, por el simple 
hecho de su condición humana, para la garantía de una vida digna, La 
Declaración Universal de Derechos Humanos (1948) señala: sin 
distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o 
de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición” (Wikipedia, la enciclopedia libre, 
2017). 
 
“Otras definiciones se han tratado de realizar, de manera más 
simples, para la mejor comprensión del concepto y que establecen que: 
Los derechos humanos son todas aquellas facultades y prerrogativas 
fundamentales que tiene una persona por el simple hecho de serlo, sin 
las cuales, no se puede vivir como ser humano" (Cruz, 2011). 
 
3.2.4.2. “PRINCIPIOS GENERALES EN QUE SE FUNDAN LOS 
DERECHOS HUMANOS  
 
a).- La libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el 
reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos 
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iguales e inalienables de todos los miembros de la familia 
humana.  
 
b).- Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y 
derechos y, dotados como están de razonamiento y 
conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con 
los otros.  
 
c).- La realización plena del ser humano libre necesita condiciones 
que permitan gozar a cada persona de sus derechos civiles, 
políticos, económicos, sociales y culturales.  
 
d).- El derecho de los pueblos para auto determinar su destino y 
su desarrollo económico, social y cultural, es condición para 
disfrutar los derechos y las libertades fundamentales.  
 
e).- Favorecen la consolidación, dentro de las instituciones 
democráticas, de un régimen de libertad personal y de justicia 
social, fundado en los derechos esenciales.  
 
f).- El Estado no podrá destruir ni restringir los derechos humanos 
fundamentales.  
 
g).- Los Estados se han comprometido a respetar absolutamente 
los derechos individuales y a lograr progresivamente la plena 
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efectividad de los derechos sociales, económicos y 
culturales.  
 
h).- Tienen una dimensión histórica y constituyen un ideal común 
para hombres y mujeres de todos los pueblos” (Cruz, 2011). 
 
3.2.4.3. CLASIFICACIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS EN 
GENERACIONES  
 
“Los Derechos Humanos han sido clasificados de diversas maneras, de 
acuerdo con su naturaleza, origen, contenido y por la materia que 
refiere. La denominada Generaciones es de carácter histórico y 
considera cronológicamente su aparición o reconocimiento por parte del 
orden jurídico normativo de cada país.  
 
1.- PRIMERA GENERACIÓN  
 
Se refiere a los derechos civiles y políticos, también denominados 
"libertades clásicas". Fueron los primeros que exigió y formuló el 
pueblo en la Asamblea Nacional durante la Revolución francesa. 
Este primer grupo lo constituyen los reclamos que motivaron los 
principales movimientos revolucionarios en diversas partes del 




     Como resultado de esas luchas, esas exigencias fueron 
consagradas como auténticos derechos y difundidos internacional 
mente, entre los cuales figuran:  
 
- Toda persona tiene derechos y libertades fundamentales sin 
distinción de raza, color, idioma, posición social o económica.  
 
- Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la 
seguridad jurídica.  
 
- Los hombres y las mujeres poseen iguales derechos.  
 
- Nadie estará sometido a esclavitud o servidumbre.  
 
- Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes, ni se le podrá ocasionar daño físico, 
psíquico o moral.  
 
- Nadie puede ser molestado arbitrariamente en su vida privada, 
familiar, domicilio o correspondencia, ni sufrir ataques a su honra 
o reputación.  
 
- Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su 
residencia.  
 




- En caso de persecución política, toda persona tiene derecho a 
buscar asilo y a disfrutar de él, en cualquier país.  
 
- Los hombres y las mujeres tienen derecho a casarse y a decidir 
el número de hijos que desean.  
 
- Todo individuo tiene derecho a la libertad de pensamiento y de 
religión.  
 
- Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y expresión 
de ideas. 
 
- Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y de 
asociación pacífica.  
 
2.- SEGUNDA GENERACIÓN  
 
La constituyen los derechos económicos, sociales y culturales, 
debidos a los cuales, el Estado de Derecho pasa a una etapa 
superior, es decir, a un Estado Social de Derecho.  
 
     De ahí el surgimiento del Constitucionalismo Social que 
enfrenta la exigencia de que los derechos sociales y económicos, 
descritos en las normas constitucionales, sean realmente 
accesibles y disfrutables. Se demanda un Estado de Bienestar 
que implemente acciones, programas y estrategias, a fin de lograr 




- Toda persona tiene derecho a la seguridad social y a obtener la 
satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales.  
 
- Toda persona tiene derecho al trabajo en condiciones equitativas 
y satisfactorias.  
 
- Toda persona tiene derecho a formar sindicatos para la defensa 
de sus intereses.  
 
- Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le 
asegure a ella y a su familia la salud, alimentación, vestido, 
vivienda, asistencia médica y los servicios sociales necesarios.  
 
- Toda persona tiene derecho a la salud física y mental.  
 
- Durante la maternidad y la infancia toda persona tiene derecho a 
cuidados y asistencia especiales.  
 
- Toda persona tiene derecho a la educación en sus diversas 
modalidades.  
 







3.- TERCERA GENERACIÓN  
 
La tercera generación de derechos se pergeño tras la Segunda 
Guerra Mundial y el periodo de la guerra fría y que aun levanta 
discusiones. Ejemplos son el derecho a la auto-determinación.  
  
Este grupo fue promovido a partir de la década de los 
setenta para incentivar el progreso social y elevar el nivel de vida 
de todos los pueblos, en un marco de respeto y colaboración 
mutua entre las distintas naciones de la comunidad internacional. 
Entre otros, destacan los relacionados con:  
 
- La autodeterminación.  
 
- La independencia económica y política.  
 
- La identidad nacional y cultural.  
 
- La paz.  
 
- La coexistencia pacífica.  
 
- El entendimiento y confianza.  
 
- La cooperación internacional y regional.  
 
- La justicia internacional.  
 




- La solución de los problemas alimenticios, demográficos, 
educativos y ecológicos.  
 
- El medio ambiente.  
 
- El patrimonio común de la humanidad.  
 
- El desarrollo que permita una vida digna.  
 
4.- CUARTA GENERACIÓN  
 
La cuarta generación de derechos humanos no es estrictamente 
conferida o atribuible a seres humanos, sino que son los derechos 
de los animales no-humanos. Ejemplos son la conservación de 
especies en peligro de extinción y trato ético a animales no-
humanos.  
 
5.- QUINTA GENERACIÓN  
 
La quinta generación de derechos humanos tampoco será 
estrictamente extensible a seres humanos, sino a maquinas, 
artefactos, robots y software inteligente. Ejemplo será el día en 
que un robot pueda tener una conducta autárquica (libre) con 
respecto a su programador y realice un acto ilegal. ¿Habrá que 




6.- SEXTA GENERACIÓN  
 
La sexta generación de derechos humanos si que será aplicable a 
seres humanos, o no exactamente, porque será a seres trans - 
humanos y en un estado ulterior (posterior) post-humano, o por 
utilizar una expresión mucho más viable, personas con identidad 
genética-cognitiva-informacional alterada por la modificación 
gano-nano-robo-tecno” (Cruz, 2011).  
 




“Los derechos fundamentales se encuentran reconocidos en el derecho 
interno y en el derecho internacional de los derechos humanos. A nivel 
interno la denominación es de derechos fundamentales o 
constitucionales y a nivel internacional la denominación derechos 
humanos es utilizado con mayor frecuencia” (Villarreal, 2016, p. 111). 
 
3.2.5.2. CONCEPTO DE DERECHOS FUNDAMENTALES  
 
“Los derechos fundamentales son las facultades inherentes al ser 
humano y representan a los valores superiores, se encuentran 
reconocidos no solo en las constituciones de los estados, sino también 
en los tratados internacionales de derechos humanos. Constituyen 





Los derechos fundamentales no son absolutos, tienen límites 
tanto interno como externo. Los límites internos son intrínsecos a su 
propia definición, mientras que los límites externos son más genéricos y 
vienen impuestos por el propio ordenamiento jurídico. 
 
El concepto de los derechos fundamentales se desprenden de las 
dos clásicas teorías del derecho: una iusnaturalista y otra iuspositivista. 
La primera considera que los derechos humanos son anteriores y 
superiores al Estado y no requieren positivación alguna para su validez. 
Contrariamente el iuspositivismo sostiene que los derechos 
fundamentales para tener validez requieren ser reconocidos 
positivamente” (Villarreal, 2016, pp. 113-114). 
 
“En la actualidad, la definición más difundida de los derechos 
fundamentales señala que estos son el conjunto de derechos y 
libertades que, por ser inherentes al ser humano, se encuentran 
reconocidos en el ordenamiento jurídico constitucional y positivo. Son 
así, los derechos humanos positivizados en la Constitución” (Rubio 








3.2.5.3. TEORÍA DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES 
 
“Desde una perspectiva metodológica conviene explicar de manera 
resumida las diversas teorías que de una u otra forma han contribuido al 
estudio de los derechos fundamentales. 
 
La concepción iusnaturalista, considera a los derechos 
fundamentales como facultades intrínsecas del ser humano con 
independencia del hecho de su positivación. 
 
La concepción ética, esta denominación proviene de la cultura 
anglosajona conciben los derechos fundamentales como derechos 
morales. Según esta corriente, los derechos fundamentales derivan de 
tres principios morales básicos: inviolabilidad autonomía y dignidad, trata 
de conciliar la teoría iusnaturalista y positivistas. 
 
Los derechos fundamentales como principios, significa que los 
derechos fundamentales tienen la categoría principios jurídicos en la 
medida que entre la colisión de dos derechos fundamentales cabe 
recurrir al test de la ponderación para decidir cuál de los derechos tienen 
una protección preferente. 
 
La concepción dualista, defendida por el padre de la 
Constitución española GREGORIO PECES-BARBA, (1980) quien 
sostiene que los derechos fundamentales se complementan con su 
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recepción en el derecho positivo, es la facultad que la norma atribuye de 
protección  a la persona en los referentes a su vida, a su libertad, a la 
igualdad, a su participación política o social o a cualquier aspecto 
fundamental que afecte a su desarrollo integral como persona, en una 
comunidad de hombres libres, exigiendo el respeto de los demás 
hombres, de los grupos sociales y del Estado, y con la posibilidad de 
poner en marcha el aparato coactivo del Estado en caso de coacción. 
 
Los derechos fundamentales como derechos subjetivos, la 
dimensión subjetiva del derecho fue ya conocida por el derecho romano 
y por las escuelas iusfilosófico-jurídicas tradicionales y la preocupación 
doctrinal por la noción y sus problemas corresponde al siglo XIX. Según 
PEREZ LUÑO (1991), los derechos humanos suelen venir entendidos 
como un conjunto de facultades e instituciones que en cada momento 
histórico concretan las exigencias de la dignidad, libertad y la igualdad 
humana, las cuales deben ser reconocidas positivamente por los 
ordenamientos jurídicos a nivel nacional e internacional” (Villarreal, 2016, 
pp. 125-126).  
 
3.2.5.4. TUTELA DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES 
 
“Los derechos fundamentales cuentan con una tutela especialísima, las 
cuales se encuentran establecidos en los tratados internacionales de 




La Constitución peruana de 1993 establece dos vías de tutela de 
los derechos fundamentales, una de naturaleza institucional y otra de 
naturaleza procesal. 
 
LA TUTELA INSTITUCIONAL 
 
La Constitución vigente de 1993 reconoce instituciones de rango 
constitucional que protegen los derechos fundamentales, entre 
ellas se encuentran la Defensoría del Pueblo, el ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos, el Ministerio de Trabajo y la 
Comisión de derechos humanos del Parlamento. Sobre todo, la 
Defensoría del Pueblo quien ejerce una importante labor en la 
defensa y promoción de los derechos fundamentales, así como en 
la supervisión del cumplimiento de los deberes de la 
administración estatal y de la adecuada prestación de los 
servicios públicos. 
 
LA TUTELA PROCESAL 
  
Se ejercita a través de los procesos constitucionales de la 
libertad como hábeas corpus, amparo, hábeas data y acción de 
cumplimiento, cuya finalidad es proteger el catálogo de los 
derechos establecidos en el texto constitucional. 
 
Los procesos constitucionales tienen dos grandes 
finalidades, la protección de los derechos fundamentales y 
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preservar la coherencia y jerarquía normativa” (Villarreal, 2016, 
pp. 131-134). 
 
3.2.5.5. CONTENIDO ESENCIAL DE LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES. 
 
“La Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 6 de diciembre de 
2002 en el EXP_1042_2002_AA_TC sobre acción de amparo 
interpuesta por don Miguel Cabrera León contra la Municipalidad Distrital 
del Rímac, citado por Rubio Correa, Eguiguren Praeli, Bernales 
Ballesteros (2013, pp. 21-22), señala: El contenido esencial de un 
derecho fundamental está constituido por aquel núcleo mínimo e 
irreductible que posee todo derecho subjetivo reconocido en la 
Constitución, que es indisponible para el legislador, debido a que su 
afectación supondría que el derecho pierda su naturaleza y entidad. En 
tal sentido, se desatiende o desprotege el contenido esencial de un 
derecho fundamental, cuando este queda a limitaciones que lo hacen 
impracticable y lo despojan de la protección constitucional otorgada. 
Este núcleo duro o contenido esencial de los derechos emerge de situar 
a cada derecho en el contexto constitucional en que se halla establecido. 
Tiene que ver con la constelación de valores y con los demás derechos 






3.2.5.6. DOBLE DIMENSIÓN DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES 
 
“Existe una doble protección: todos tenemos el deber de respetar los 
derechos en cada uno de los demás, y cada uno de nosotros tiene el 
derecho de protegerse de los ataques o las amenazas. Además la 
autoridad pública tiene el deber de actuar en respeto de los derechos 
fundamentales y, si los agravia, cometerá una conducta inconstitucional 
inválida y, hasta tal vez, penalmente sancionable. 
 
Esta doble caracterización de los derechos como objetivos y 
subjetivos, tiene que ver con que el ser humano no se disuelve en la 
sociedad en la que vive, ni tampoco es una entidad individual que carece 
de vínculos y lealtades sociales. La respuesta está necesariamente en 
un punto intermedio y se debe buscar cuando se aplican los derechos 
fundamentales” (Rubio Correa et al., 2013, pp. 25-26). 
 
3.2.5.7. LAS LIMITACIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. 
SU INTERPRETACIÓN RESTRICTIVA  
 
“Los derechos fundamentales se interpretan extensivamente y sus 
limitaciones restrictivamente…Sin embargo, hay que tomar en cuenta 
que ningún derecho es absoluto, en el sentido que prime sobre cualquier 
otro derecho o sobre cualquier otra norma. Por el contrario, hay límites 




Los límites intrínsecos son los de la definición del derecho, con 
sus contornos, y las limitaciones que le hayan establecido expresamente 
la Constitución o la Ley, pues los derechos fundamentales no pueden 
ser limitados por normas de inferior categoría, salvo delegación expresa 
de la norma de rango de Ley, delegación que por lo demás deberá ser 
excepcional y razonable. 
 
Los límites extrínsecos son aquellos que aparecen cuando, por 
ejemplo, un derecho colisiona con otro derecho. En estos casos habrá 
que obtener una solución armónica en la aplicación del núcleo duro de 
ambos derechos y no avasallar el uno con el otro, ni siquiera si uno de 
ellos ha sido considerado como derecho preferido. 
 
En síntesis los derechos fundamentales son principios que 
fundamentan y dan sentido a todo el orden jurídico objetivo, además de 
ser derechos subjetivos encarnados en cada ser humano y contienen 
valores que estructura  a la sociedad regulada por el Derecho. Los 
derechos fundamentales tienen un núcleo duro, que es su contenido 
esencial, que no puede ser desnaturalizado ni eliminado por normas de 
rango inferior ni por decisiones de órganos constituidos del Estado. Ni 
siquiera, en concepción del Tribunal Constitucional, los núcleos duros de 
los derechos pueden ser alterados por modificaciones constitucionales 
delegadas a través del artículo 206 de la Constitución. Solo podrán ser 
modificados por el poder constituyente originario. Son mandatos de 
optimización, en el sentido en que son cánones interpretativos que 
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siempre hay que buscar que protejan de la mejor manera a las personas. 
Por ello, encarnan derechos subjetivos pero, también, son reglas 
objetivas que iluminan todo el Derecho y, por ello deben ser 
permanentemente atendidos al aplicar las reglas jurídicas. Inclusive en 
las relaciones privadas más íntimas” (Rubio Correa et al., 2013, pp. 28-
33). 
 
3.2.5.8. TRES CLASIFICACIONES IMPORTANTES DE LOS 
DERECHOS FUNDAMENTALES.  
 
“A continuación enumeramos las principales clases utilizadas en la 
jurisprudencia constitucional y su significación. 
 
1. DERECHOS SOCIALES Y SU CARÁTER PROGRAMÁTICO 
 
En la doctrina se suele sostener que los derechos sociales son 
programáticos y que, por consiguiente, son más bien 
aspiraciones que derechos exigibles de manera inmediata o 
propiamente dichos. Con ello se quiere destacar que su 
realización requiere de ciertas condiciones materiales y de 
recursos que hagan posible su verificación y exigencia 
progresiva; por consiguiente, no pueden estar inmediatamente 
disponibles para todos. Conviene tener presente, no obstante, 
que esta regla no es mecánica, pues existen diversos derechos 




2. DERECHOS NUEVOS, DERECHOS IMPLÍCITOS Y 
DERECHOS EXPRESOS O VIEJOS  
 
El Tribunal reconoce tres tipos de derechos desde el 
punto de vista de sus existencia como tales: 
 
Los derechos que están expresamente mencionados en 
la Constitución, que son los derechos escritos, expresos o 
viejos. 
 
Los derechos nuevos, que son aquellos que no 
estaban previstos en el texto constitucional y que aparecen, 
probablemente, por cambios sociales y tecnológicos que 
requieren nuevas protecciones, antes innecesarias o 
impensables. Estos nuevos derechos se obtienen por 
aplicación del artículo 3 de la Constitución. Ejemplos de ellos 
son: el derecho a la verdad, el derecho a ser servidor público, y 
el derecho al proceso sin dilaciones indebidas. 
 
Los derechos implícitos, que son aquellos derechos 
contenidos en otros derechos escritos, o expresos o viejos. La 
lista de los expresamente considerados como tales puede 
verse en el capítulo referente al artículo 3 de la constitución. 
Entre ellos están el derecho a la seguridad jurídica, el derecho 
de acceso  a la justicia o el derecho del menor a la familia. 
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3. DERECHOS FUNDAMENTALES 
 
En síntesis, los derechos fundamentales son aquellos que 
permiten al ser humano interactuar con los demás en la 
sociedad, de manera que pueda desarrollarse como persona. 
Por ello están sujetos a especial protección y cumplimiento. 
Tienen un componente moral ue da legitimidad al orden 
jurídico del que son fundamento. Según la jurisprudencia 
constitucional peruana, hay una equivalencia entre derechos 
constitucionales y derechos fundamentales: los dos nombres 
denominan al mismo conjunto de derechos y esto los hace 
equivalentes formalmente” (Rubio Correa et al., 2013, pp. 33-
44).  
 
“En la vida real todos los derechos sean fundamentales, 
constitucionales o derechos humanos, gozan de la misma protección sea 
institucional o procesal. El ser humano es el protagonista, el eje central 
sobre el cual gira el mundo jurídico y como tal, requiere una protección 
efectiva y eficaz por parte del Estado y los poderes públicos” (Villarreal, 
2016, pp.111-112). 
 
3.2.6. DERECHO A LA TRANQUILIDAD 
 
“Se trata de un derecho de naturaleza especial, pues permite que su 
contenido pueda ser enfocado desde una perspectiva tanto individual 
46 
 
como extra individual, pues su afectación puede darse tanto de manera 
individual como conjunta. A través de este derecho se pretende evitar que 
se perturbe o menoscabe la estabilidad de la vida personal 
e intersubjetiva de cualquier ciudadano o conjunto de ciudadanos, de 
manera arbitraria, abusiva o irrazonable, puesto que, de permitirse ello, no 
solo se la afecta un derecho individual, sino también el orden social 
preestablecido” (Tribunal Constitucional, Sala segunda del Tribunal 
Constitucional, STC EXP. N.° 04072-2009-PA/TC, 2010, fund. 18). 
  
“Evitar la afectación de este derecho obliga a la autoridad pública a 
adoptar medidas para prevenir conductas o actividades de los 
particulares, así como de los poderes públicos y de los órganos 
constitucionales autónomos, de modo que se garantice a cada ciudadano 
que su tranquilidad no va a ser perturbada por actuaciones contrarias al 
ordenamiento constitucional” (Tribunal Constitucional, Sala segunda del 
Tribunal Constitucional, STC EXP. N.° 04072-2009-PA/TC, 2010, fund. 
19). 
 
“El derecho a la tranquilidad es un derecho inherente a la persona 
humana y debe ser protegido por el Estado, de tal forma que permita un 
ambiente propicio para la convivencia entre las personas, de manera que 
cada ciudadano pueda realizar sus actividades en un ambiente sano 
exento de cualquier molestia que atente o tienda a vulnerar la 
TRANQUILIDAD, la paz, la calma, la quietud y el reposo de cualquier ser 
humano; no se debe dejar pasar de largo o simplemente desconocer que 
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el Estado esta al servicio de la persona y de toda una sociedad” 
(Martínez, s.f., párr. 2). 
 
“El Magistrado WILLIAM GIRALDO, señala que el derecho a la 
TRANQUILIDAD implica un derecho del ser humano para desarrollarse en 
un ambiente sano, digno y TRANQUILO, donde se le permita realizar 
libremente todas sus actividades sin tener ningún tipo de molestia, en su 
persona ni en su entorno” (Martínez, s.f., párr. 4).  
 
“La tranquilidad es un estado de sosiego, calma o serenidad, ajeno a 
situaciones de perturbación exterior que alteren el curso normal de la 
vida, y que permite la realización de la persona de mejor manera según 
sus propios designios. En tranquilidad se puede tomar mejor las propias 
decisiones y, aún, ejecutarlas. 
 
La tranquilidad depende de ciertos elementos ajenos a la voluntad 
de las personas, tales como la densificación urbana, el incremento de 
actividades por el desarrollo de la economía, de las comunicaciones, 
etcétera. También depende de otros elementos humanos: la solidaridad y 
la vida respetuosa de los demás tienen mucha importancia en este 
aspecto. 
 
En relación a la tranquilidad, el Tribunal Constitucional ha Trabajado 
los ruidos molestos que producen las discotecas, muchas de ellas 
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autorizadas a funcionar por los jueces de amparo, en pretendida 
protección del derecho al trabajo” (Rubio Correa et al., 2013, p. 614). 
 
“Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 21 de octubre de 
2002 en el Exp_0339_2002_AA_TC sobre acción de amparo interpuesta 
por Hot & Music S.A.C contra la Municipalidad Distrital de Comas, citado 
por Rubio Correa, Eguiguren Praeli, Bernales Ballesteros (2013, pp. 614-
615) menciona: las potestades administrativas relativas al control de los 
establecimientos comerciales otorgadas por la ley a la municipalidad se 
enmarcan en una relación de supremacía de la Administración para 
dictar mediante ordenanzas las reglas que limitan el desarrollo de las 
actividades en dichos centros, las mismas que se sustentan en una 
situación o circunstancia real que coloca de manera preeminente la 
protección de la colectividad sobre asuntos relativos a la seguridad y 
tranquilidad respecto de una anterior regla que permitía a las discotecas, 
como la de la demandante, funcionar pasadas las 3.00 a.m. A este 
respecto, las potestades que se le dan a la municipalidad son muy 
amplias y permiten que esta pueda optar por varias soluciones siempre 
que se encuentre conforme a la Constitución, por lo que, contrastado 
dicha potestad con el derecho al trabajo vulnerado según alegación de la 
demandante, se colige que el derecho al trabajo protegido 
constitucionalmente no impide que la municipalidad, por medio de 
ordenanzas, pueda imponer ciertas restricciones cuando se afecta la 
tranquilidad y seguridad del vecindario, más aun si dicha restricción no 
significa que la demandada no pueda desarrollar sus actividades 
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siempre que cumpla con las normas establecidas, sino que las regula 
respecto del horario, medida que no resulta desproporcionada a criterio 
de este Tribunal, dadas las especiales circunstancias que rodea el caso. 
 
El Tribunal enfrenta en este caso una alternativa entre el derecho 
a la tranquilidad y seguridad que alegan los vecinos de la discoteca, de 
un lado, y el derecho al trabajo que alega el dueño de la discoteca, del 
otro. El Tribunal señala, como es su regla heurística, que no hay que 
sepultar un derecho constitucional a los pies de otro sino que deben ser 
concordados ambos para lograr una solución armónica y que salve el 
contenido esencial de cada uno de ellos. En virtud de esta aproximación, 
sostiene que la municipalidad tiene una amplia gama de posibilidades de 
decisión, que deben contemporizar el derecho al trabajo del dueño de la 
discoteca con la tranquilidad de los vecino” (Rubio Correa et al., 2013, p. 
615).  
 
“En otras palabras, la posición del Tribunal es que las discotecas 
que cumplan con los requisitos municipales pueden trabajar pero con 
control de ruido, no solamente frente  a los vecinos, sino también en 
relación a quienes visitan la propia discoteca: todos tienen el derecho de 
no ser perturbados.  
 
La responsabilidad del control es de la municipalidad, la que debe 
ser diligente en los aspectos técnicos administrativos del control de ruidos 
en su territorio. De paso, esta es una sentencia que indica a las instancias 
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inferiores del amparo que no hay que preferir el derecho al trabajo frente a 
la tranquilidad, como ha sido frecuente ver en las acciones que no 
llegaron al Tribunal Constitucional, sino que es preciso encontrar una 
solución integrada entre ambos derechos. La primera decisión, la más 
rápida y por eso la de mayor protección, debe ser la de una diligente 
municipalidad” (Rubio Correa et al., 2013, p. 616). 
 
“Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 20 de agosto de 
2002 en el Exp_0260_2001_AA_TC sobre acción de amparo interpuesta 
por Don José Anicero Vásquez Pérez contra Oswaldo Alberto Kaufmann 
Medina, citado por Rubio Correa, Eguiguren Praeli, Bernales Ballesteros, 
(2013, pp. 616-617) menciona que: Fluye de autos que, además de las 
actividades perturbadoras de la tranquilidad que se realizan en el local de 
propiedad del demandado, se realizan otras que se enmarcan dentro de 
la legalidad y que cuentan con el beneplácito de la comunidad, y es 
precisamente dentro de este marco que la municipalidad, en uso de las 
atribuciones, le otorga la autorización, y que al demandado le asiste el 
derecho al trabajo y a la empresa, siempre que su derecho no afecte el de 
otros. A criterio de este Tribunal, el ejercicio de los derechos 
fundamentales invocados por el demandante y el demandado serían 
compatibles si la autoridad municipal regulase y vigilara el ejercicio 
adecuado y racional de los derechos que están en conflicto en este 
proceso. (…)1. Con relación a la procedencia de la presente Acción de 
Amparo, el Tribunal Constitucional estima que ésta procede cuando la 
contaminación por ruido afecta directamente un derecho fundamental 
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como el derecho a la tranquilidad, y cuando, a pesar de haber recurrido al 
órgano competente, en este caso la municipalidad, la inacción 
Administración o la ineficacia de las medidas adoptadas por ella dejan al 
demandante en una situación de indefensión. (…) 8. La Acción de 
Amparo es un medio judicial eficaz en salvaguarda del derecho 
fundamental a la tranquilidad, ante la inercia o ineficacia de las acciones 
emprendidas por las autoridades competentes para su protección” (Rubio 
Correa et al., 2013, pp. 616-617). 
 
3.2.7. GOBIERNO LOCAL. 
 
“La Ley de Municipalidades N° 27972 considera  a los gobiernos locales 
como sinónimos de municipalidades. A nivel internacional, a las 
municipalidades se les conoce como “ayuntamientos”. En consecuencia, 
a los gobiernos locales, Municipalidades y ayuntamientos se les 
considera sinónimos, aunque entre ellos existen diferencias 
conceptuales” (Zavaleta y Zabaleta, 2011, p. 11). 
 
3.2.7.1 DEFINICIÓN DE GOBIERNOS LOCALES. 
 
“Sobre la base de sus características o elementos esenciales 
tipificantes podemos definir a las municipalidades o 
ayuntamientos, como: “Conjunto de personas, asentadas en un 
territorio determinado, jurídicamente organizadas para perseguir 
52 
 
como fin común: La satisfacción de las necesidades colectivas” 
(Zavaleta y Zabaleta, 2011, p. 13). 
 
3.2.7.2 FINALIDAD DE LOS GOBIERNOS LOCALES 
 
“Tribunal Constitucional del 05-01-00, Exp. N° 734-98-AA/TC. 
Lima, citado por Zavaleta Barreto y Zabaleta Carruitero, (2011), p. 
25, menciona que: 2. Que, las Municipalidades representan al 
vecindario, fomentando el bienestar de los vecinos y, en el 
ejercicio de sus funciones específicas supervisan y controlan el 
mantenimiento y cumplimiento de las normas de seguridad e 
higiene, entre otros, de los establecimientos de carácter 
comercial; siendo también funciones de aquéllas el otorgamiento 
de licencias de apertura de establecimientos comerciales e 
industriales y de actividades profesionales y controlar su 
funcionamiento de acuerdo con dichas funciones” (Zavaleta y 




3.2.7.3.1 CONCEPTO DE MUNICIPIO  
 
“Los municipios son entes creados por ley, la misma que tienen 
personería jurídica y son regulados por el derecho público. En el 
Perú conforme a la nueva Ley Orgánica de Municipalidades-Ley 
27972, el municipio se conceptualiza y redefine como el gobierno 




Entidades básicas de la organización territorial del Estado y 
canales inmediatos de participación vecinal en los asuntos 
públicos, que institucionalizan y gestionan con autonomía los 
intereses propios de las correspondientes colectividades; siendo 
elementos esenciales del gobierno local, el territorio, la población 
y la organización. 
 
En tal sentido y dando forma a la definición el municipio, es 
una subdivisión territorial del Perú, el mismo que ha sido creado 
por el Estado, con la finalidad de que los funcionarios y servidores 
públicos que manejan el aparato estatal, se encuentren más cerca 
a la población, brindando los servicios municipales públicos 
eficientemente, haciendo que la comunión Estado-población, sea 
más cercana, más personal, con énfasis primordial en la 
satisfacción de las necesidades básicas y los requerimientos que 
la sociedad prevé, en el espacio geográfico que conforma y/o 
circunscribe al municipio. 
 
De igual modo es una forma de organización política del 
Estado, donde de un lado se dispersa y subdivide en regiones, las 
mismas que conformaban los departamentos, que al dividirse dan 
origen a las municipalidades provinciales, y esta a su vez a las 
municipalidades distritales, pero siempre manteniendo la salvedad 
de que el estado peruano tiene un gobierno nacional unitario, 
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siendo un estado único, independiente de los otros países” 
(Sablich, 1997, p. 2). 
 
3.2.7.3.2 ORIGEN DEL MUNICIPIO  
 
“Los estudiosos establecen que sólo existen 02 corrientes o 
modelos teóricos que sustentan el origen del municipio, estos son: 
El modelo clásico-aristotélico y el modelo contractualista o ius-
naturalista” (Sablich, 1997, p. 2). 
 
3.2.7.3.2.1 EL MODELO CLÁSICO-ARISTOTÉLICO 
 
"El modelo clásico parte de una concepción histórico-
sociológica del estado, cuyo origen se ubica en la polis o 
ciudad, a partir de la cual en una suerte de evolución 
natural se va pasando por diferentes etapas -de las más 
primitivas a las más evolucionadas- hasta llegar a la 
sociedad más perfecta que es el estado. La familia es 
presentada como la primera forma de sociedad natural, 
como la célula básica del estado, y los individuos aparecen 
-desde el origen- integrados en sociedad a través de lazos 
orgánicos. Esta concepción plantea como fundamento del 
poder político el derecho natural. El estado sería la 
desembocadura natural y -en consecuencia- necesaria de 
la asociación de familias, aldeas y ciudades. De manera 
que el principio de legitimación de la sociedad política es el 
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estado de necesidad o la misma naturaleza social del 
hombre" (Sablich, 1997, p. 2). 
 
3.2.7.3.2.2 EL MODELO CONTRACTUALISTA O IUS-
NATURALISTA 
 
"Esta escuela gozó de gran predicamento en nuestro 
continente como consecuencia de la difusión de la obra de 
Tocqueville, la democracia en América, donde de decía al 
estudiar las instituciones municipales de Norteamérica 
a principios del siglo pasado: Ésta (la comuna) es la única 
asociación que existe también en la naturaleza, que donde 
quiera que se encuentren hombres reunidos se forma por sí 
misma una comuna, y agregaba, condensando el concepto: 
El hombre forma los reinos y establece las repúblicas; la 
comuna parece surgir de Dios” (Sablich, 1997, p. 2). 
 
"El modelo ius-naturalista -cuyo primer exponente 
es Hobbes en el siglo XVII- intenta romper con el modelo 
clásico vigente durante toda la edad media, dando lugar a 
una nueva teoría del estado en la que se inscriben 
diferentes pensadores de las más variadas ideologías. Así 
Hobbes inicia la reformulación de dicho modelo desde una 
perspectiva netamente conservadora, posteriormente 
Locke lo retoma representando a uno de los principales 
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exponentes del liberalismo político y más 
tarde Rousseau desde una óptica que algunos autores 
denominan democrática o revolucionaria. 
 
El principio de unificación de pensadores tan 
diversos radica en la utilización de un método racional y 
demostrativo, y en la construcción de un modelo lógico en 
donde el origen del estado ya no es la familia ni la polis, 
sino un pacto concertado entre individuos libres e iguales. 
Esta concepción racionalista del origen del estado plantea 
que éste se funda en la concertación de un contrato, 
oponiéndose a un estado de naturaleza donde sólo se 
encuentran los individuos aislados con ciertos derechos 
innatos. Lo único natural son estos derechos individuales 
que, a través del contrato, el estado se compromete a 
garantizar y proteger. No existe ningún derecho natural que 
fundamente el origen del estado, sino que éste será 
un producto artificial, lógico y racional donde su principio de 
legitimidad radica en el consenso. Esta es una concepción 
esencialmente legalista que acompaña históricamente el 
nacimiento del estado moderno. El estado de 
derecho establece la supremacía de la ley por encima del 
derecho consuetudinario sustentado por el poder 




3.2.7.4 DEFINICIÓN DE MUNICIPALIDADES 
 
Tribunal Constitucional del 15-06-04. Exp. N° 3283-2003-AA/TC. 
JUNIN “Las Municipalidades son definidas como gobiernos 
locales que ejercen su competencia en la circunscripción de las 
provincias y distritos del Estado, y tienen una pluralidad de tareas, 
las cuales le son asignadas atendiendo a lo siguiente: 
 
a) Competencia por territorio. 
 
Según ésta, las municipalidades, sean provinciales, distritales o 
delegadas, cuando ejercen sus atribuciones normativas, 
administrativas o económicas, sólo deben referirse a las 
circunscripciones geográficas para las cuales han sido elegidas (esto 
se conoce como la Jurisdicción). 
 
b) Competencia por grado. 
 
Se refiere a que, sin perjuicio de su autonomía, entre las 
municipalidades provinciales, distritales y delegadas existen dos 
tipos de relaciones: de coordinación, para las labores conjuntas, y de 
subordinación de las segundas para con las primeras, en el sentido 
que deben someterse a la decisión final o a su autorización que 





c) Competencia por materia. 
 
Según la cual, los campos específicos en los cuales las 
municipalidades pueden actuar, se encuentran enumerados en la 
Ley Orgánica de Municipalidades” (Zavaleta y Zavaleta, 2011, pp. 
13-14). 
 
3.2.7.5 ADMINISTRACIÓN PÚBLICA MUNICIPAL 
 
“La administración municipal es la actividad que realiza el 
Gobierno Municipal, en la prestación de bienes y servicios públicos para 
satisfacer las necesidades; garantizando los derechos de la población 
que se encuentra establecida en un espacio geográfico determinado, en 
los términos que prevén las disposiciones jurídicas que regulan la 
administración pública municipal. 
 
Es necesario llevar a cabo una acción de reforma administrativa, 
para lograr mayor credibilidad en las autoridades municipales, la 
participación social en la planeación y ejecución de obras, así como 
servicios públicos, que faciliten la identificación de problemas y 
cumplimiento de objetivos”  (Laguna, 2009). 
 
“Sistema integrado por los funcionarios y servidores públicos, 
empleados y obreros, que prestan servicios para la municipalidad. 
Corresponde a cada municipalidad, organizar la administración de 
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acuerdo con sus necesidades y presupuesto. La administración 
municipal, tiene una estructura gerencial sustentada en normas de 
programación, dirección, ejecución, supervisión, control concurrente y 
control posterior. Se rige por los principios de legalidad, economía, 
transparencia, simplicidad, eficacia, eficiencia, participación y seguridad 
ciudadana, y por los contenidos en la Ley del Procedimiento 
Administrativo General -Ley N° 27444” (Soria del Castillo, 2011, p. 21). 
 
3.2.7.6 AUTONOMIA MUNICIPAL 
 
“La autonomía es el derecho y la capacidad efectiva del Gobierno en sus 
tres niveles, de normar, regular y administrar los asuntos públicos de su 
competencia. La autonomía se sujeta a la Constitución y a las leyes” 
artículo 8 de la Ley 27783, ley de Bases de la Descentralización” 
(Zavaleta y Zavaleta, 2011, p. 16). 
 
3.2.7.6.1 ELEMENTOS DE LA AUTONOMÍA MUNICIPAL 
 
“Los elementos que contiene el concepto de autonomía municipal 
son: 
 
1) Elección de sus propias autoridades; 
2) Prestación de los servicios públicos que le corresponden 
mediante su propia organización administrativa sin injerencia 
del estado y por los medios de gestión que les son inherentes; 
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3) Creación e inversión de rentas; y 
4) La garantía que solo judicialmente pueden cuestionarse los 
actos de sus autoridades. Dr. Mario Alzamora Valdez” 
(Zavaleta y Zavaleta, 2011, p. 15). 
 
3.2.7.6.2 CLASES DE AUTONOMÍA 
 
“La autonomía municipal, según el art. 194 de la Constitución, 
modificada por la Ley N° 27680, y el artículo en comentario, es de 
tres clases: a) Autonomía política; b) autonomía económica y c) 
autonomía administrativa. 
  
1. Autonomía política. 
 
Consiste en que las autoridades municipales (alcaldes y 
regidores) son elegidos por la voluntad del pueblo para 
administrar la gestión municipal, con independencia. Sus 
resoluciones no pueden ser revisadas por entidades del 
Estado, sino únicamente pueden ser impugnadas ante el 








2. Autonomía Económica 
 
Es la capacidad que tienen los gobiernos locales de 
administrar sus rentas, quienes pueden determinar sus 
ingresos y egresos mediante un presupuesto; acordar las 
inversiones en beneficio de la colectividad local, bajo el control 
y fiscalización de la Contraloría General de la República para 
evitar malos manejos. 
 
3. Autonomía Administrativa 
 
Es la capacidad que tienen las autoridades municipales 
para gestionar y resolver los asuntos locales referidos a los 
servicios públicos y a las relaciones de convivencia vecinal, 
conforme con los artículos 8, 26 y 28 de la Ley Orgánica de 
Municipalidades N° 27972” (Zavaleta y Zavaleta, 2011, p. 16). 
 
3.2.7.7 ESTRUCTURA ORGÁNICA 
 
3.2.7.7.1 CONCEJO MUNICIPAL 
 
“Los Concejos Municipales son organismos normativos y 
deliberantes, quienes ejercen sus funciones de gobierno mediante 
Ordenanzas y Acuerdos. Los asuntos concernientes a la 





El Concejo está integrado por el Alcalde y los regidores 
llamados también concejales, quienes son elegidos por el pueblo 
por un periodo de cuatro (4) años, según el artículo 1 de la Ley 
27734 (Normas Legales, T. 312, & 223). 
 
Las sesiones de concejo son públicas, excepto cuando 
podría afectar el honor, la intimidad o imagen personal o familiar 
de las personas. 
 
Las sesiones son ordinarias y extraordinarias. Las primeras 
se convocan para resolver los asuntos de normal tramitación, y 
las segundas, en casos de emergencia. 
 
El Art. 13 de la Ley Orgánica N° 27972 dispone que debe 
realizarse dos (2) sesiones ordinarias como mínimo y cuatro (4) 
como máximo al mes, para obligar a los integrantes de Concejo a 
un trabajo permanente y razonable, las sesiones extraordinarias 
se convocan para resolver los problemas especiales y urgentes. 
 
Las sesiones pueden ser también solemnes. Ellas se 
encuentran fijadas en el Reglamento Interno del Concejo. Se usan 
para reuniones de importancia, gr., rendir homenaje a la patria en 




Las sesiones las convoca el Alcalde o quien ocupa el cargo 
por ausencia de éste o por vacancia del cargo. Generalmente 
corresponde reemplazar al Alcalde, al primer Regidor. Si no está 
presente, el segundo regidor, y así por ese orden. 
 
Para facilitar las sesiones se obliga al Alcalde o  
Convocante poner a disposición de los Regidores toda la 
información necesaria sobre el objeto de la sesión. Igualmente 
para permitir a los regidores preparar su material para la sesión, 
debe existir el plazo mínimo de cinco (5) días hábiles entre la 
convocatoria y la sesión. 
 
Para la validez de las sesiones se requiere cumplir con el 
quórum. Los acuerdos se adoptan por la mayoría simple o 
calificada. Así por ejemplo, para adoptar acuerdos sobre la 
marcha institucional únicamente se requiere mayoría simple, y 
para determinar la vacancia de la Alcaldía se requiere mayoría 
calificada. 
 
La mayoría simple se computa con el cincuenta por ciento 
(50%) mas 1, y para la mayoría calificada se saca las dos terceras 
partes del número hábil, más uno. Ejemplos:  
 
Mayoría simple: 12 número de miembros, 6 es el 50% al que hay 




Mayoría calificada: 12 número de miembros, 8 son las 2/3 partes 
al que hay que agregarle 1. Entonces la mayoría calificada será 9. 
 
El número de regidores varía entre los Concejos 
Municipales de la República. Su número lo determina en Jurado 
Nacional de Elecciones. Sin embargo no puede ser menor de 5 ni 
mayor de 15, salvo Lima que contará con 39 (Art. 24 de la Ley de 
Elecciones Municipales N° 26864)” (Zavaleta y Zavaleta, 2011, p. 
53). 
 
3.2.7.7.1.1 ATRIBUCIONES DEL CONCEJO 
 
“Sobre las atribuciones del Concejo, el legislador no ha 
seguido un criterio científico, es decir agrupándolas por 
especialidades. En ambas leyes (23853 ya derogada y 
27972 vigente), las atribuciones del concejo se enumeran 
todas; están revueltas como en cajón de sastre. La única 
diferencia entre una y otra, es el número de facultades 
atribuidas al Concejo. Mientras la Ley 23853, en su Art. 36, 
asigna 15 facultades, en cambio, la Ley 27972, en su art. 9 
le aumenta a 35. 
 
Las facultades del Concejo, con fines didácticos, las 
vamos a agrupar en las siguientes especialidades: a) 
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Atribuciones legislativas; b) Atribuciones económicas y 
financieras; c) Atribuciones administrativas; d) Atribuciones 
fiscalizadoras; y e) Atribuciones de asesoramiento. 
 
a) Atribuciones Legislativas del Concejo: 
 
- Aprobar su Reglamento Interno y de las Empresas 
Municipales; 
- Aprobar, modificar o derogar las ordenanzas y dejar sin 
efecto los acuerdos; y, 
- Aprobar los proyectos de ley que en materia de su 
competencia serán propuestos al Congreso de la 
República. 
 
b) Atribuciones Financieras del Concejo: 
 
- Aprobar el presupuesto anual, bajo responsabilidad; 
- Aprobar el Balance y Memoria Anual; 
- Aceptar donaciones, legados, subsidios o cualquier otra 
liberalidad; 
- Fiscalizar la contabilidad, ordenando auditorías; 
- Establecer el régimen de la administración de sus 
bienes y servicios; 




- Aprobar el endeudamiento de la Municipalidad pero sólo 
para obras y servicios en favor de su comunidad; y, 
- Aprobar los diversos planes de desarrollo, ejecutarlos y 
fiscalizarlos. 
 
c) Funciones administrativas del Concejo: 
 
- Creación, supervigilancia y control de los servicios 
públicos; 
- Aprobar el plan de desarrollo urbano y rural; 
- Aprobar la zonificación de las áreas; 
- Aprobar el sistema de gestión ambiental; 
- Regular la participación vecinal; 
- Organizar el escalafón del personal que labora a sus 
órdenes; 
- Autorizar el viaje del alcalde o regidores al exterior; 
- Nombrar comisiones de trabajo y fiscalización, y cuando 
lo requiera la organización interna del concejo; 
- Aprobar las concesiones que aprueba la municipalidad a 
las entidades particulares para los diferentes servicios; 
- Cesar al gerente por motivos previstos en la ley; 
- Declarar la vacancia del alcalde y regidores; y, 





d) Atribuciones Fiscalizadoras del Concejo: 
 
- Designar las comisiones de investigación y control que 
sean necesarias; 
- Oír las quejas, investigarlas e imponer las sanciones 
correspondientes; 
- Fiscalizar las funciones del alcalde y regidores, llegando 
a declarar su vacancia si se les encuentra culpables; 
- Cuidar la actividad de los procuradores encargados de 
la defensa de los derechos municipales; y, 
- Vigilar la actividad financiera a cargo del alcalde y los 
funcionarios responsables. 
 
e) Atribuciones de asesoramiento: 
 
El Concejo realiza finalmente funciones de 
asesoramiento al órgano ejecutivo. Igualmente asesora a 
los vecinos, en el programa de participación vecinal” 




“Son representantes de los ciudadanos, elegidos ante el Concejo 
Municipal para asumir labores de producción normativa y de 
fiscalización de la gestión municipal, así como también para la 
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presentación de iniciativas y proyectos de mejora de la gestión 
municipal. Su período de gestión es igual al de los alcaldes, es 
decir 4 años” (Quispe, 2010).  
 
           “Los regidores que trabajan como dependientes del sector 
privado o público gozan de una licencia con goce de haber hasta 
por 20 horas semanales. No pueden ser trasladados ni 
reasignados sin su expreso consentimiento. Su empleador está 
obligado a mantener su mismo nivel remunerativo” (Quispe, 
2010).  
 
“A los regidores se les conoce también con el nombre de 
Concejales. Son elegidos por voto popular, para un periodo de 4 
años. 
 
El número es variable y lo regula el Jurado Nacional de 
Elecciones a base de la Ley Municipal de Elecciones, excepto los 
regidores de Centros Poblados que son 5, según el art. 5 de la 
Ley Orgánica de Municipalidades vigente 27972. 
 
Los regidores integran el Concejo conjuntamente con el 
Alcalde, quién lo preside” (Zavaleta y Zavaleta, 2011, p. 55). 
 
“Su función no es gratuita. Se le remunera con dietas por 
su participación efectiva en las sesiones municipales, en cambio 
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el alcalde recibe sueldo mensual. Ambas remuneraciones son 
fijadas por el Concejo, según la capacidad económica de la 
Municipalidad, y deberán ser publicadas. 
 
Los regidores no pueden ejercer cargos ejecutivos o 
administrativos en su municipalidad, tampoco pueden ser 
empleados de carrera o confianza, ni ocupar cargos en el 
directorio de las empresas municipales; finalmente, no pueden ser 
gerentes en la municipalidad o empresas municipales” (Zavaleta y 
Zavaleta, 2011, p. 56). 
 
3.2.7.7.2.1 ATRIBUCIONES DE LOS REGIDORES 
 
“Son atribuciones de los regidores, según en Art. 10 de la 
Ley 27972, las siguientes: 
 
- Proponer al Concejo, proyectos de ordenanzas y 
acuerdos; 
- Formular pedidos y mociones de orden del día; 
- Desempeñar, por delegación, las atribuciones políticas 
del alcalde; 
- Participar en las sesiones de concejo o comisiones de 
trabajo; y, 
- Entablar comunicación vecinal para solucionar sus 






“El Alcalde es el órgano ejecutivo del gobierno local; es el 
representante legal de las Municipalidades y es su máxima 
autoridad. 
 
El Alcalde es la máxima autoridad municipal, con su 
dedicación se agota la vía administrativa (Art. 50 Ley 27972), 
quedando expedito el derecho para pasar al poder Judicial 
impugnando la Resolución Administrativa en proceso contencioso 
administrativo. 
 
La función de alcaldía no es gratuita. El Alcalde percibe un 
sueldo mensual, fijado por el Concejo según las posibilidades 
económicas de la Municipalidad y debe ser publicado a fin de que 
los vecinos lo conozcan y puedan ejercer control. 
 
La dedicación del Alcalde es a tiempo completo por la 
naturaleza y complejidad de la administración municipal, teniendo 
en cuenta el volumen de trabajo que no falta en las 
Municipalidades. Su sueldo justifica, además, que esa dedicación 






3.2.7.7.3.1 Atribuciones del alcalde: 
 
“1. Defender y cautelar los derechos e intereses de la 
municipalidad y los vecinos. 
 
De conformidad con el art. 194 de la Constitución, la 
alcaldía es el órgano ejecutivo de la Municipalidad, y el art. 
6 de la LOM señala que el alcalde es el representante legal 
de la municipalidad y su máxima autoridad administrativa. 
 
En concordancia con dichos dispositivos, el presente 
inciso establece que es atribución del alcalde defender y 
cautelar los derechos e intereses de la municipalidad y los 
vecinos. 
 
6. Dictar decretos y resoluciones de alcaldía, con 
sujeción a las leyes y ordenanzas 
 
Esta disposición es concordante con el art. 42 de la LOM, 
que dispone que los decretos de alcaldía establecen 
normas reglamentarias y de aplicación de las ordenanzas, 
sancionan los procedimientos necesarios para correcta y 
eficiente administración municipal y resuelven o regulan 
asuntos de orden general y de interés para el vecindario, 
que no sean de competencia del concejo municipal. 
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También es concordante con el art. 3 de la LOM que 
prescribe que las resoluciones de alcaldía aprueban y 
resuelven los asuntos de carácter administrativo. 
 
17. Designar y cesar al gerente municipal y, a 
propuesta de este, a los demás funcionarios de 
confianza 
 
El art. 27 de la LOM establece que la administración 
municipal está bajo la dirección y responsabilidad del 
gerente municipal, funcionario de confianza a tiempo 
completo y dedicación exclusiva designado por el alcalde, 
quien puede cesarlo sin expresión de causa. 
 
El Gerente Municipal también puede ser cesado 
mediante acuerdo de concejo municipal adoptado por dos 
tercios del número hábil de regidores en tanto se presenten 
cualquiera de las causales previstas en el artículo 9 inc. 30 
de la LOM; es decir, cuando exista acto doloso o falta 






“19. Cumplir y hacer cumplir las disposiciones 
municipales con el auxilio de Serenazgo y la Policía 
Nacional 
 
Esta disposición nace de la condición de alcalde como 
órgano ejecutivo del gobierno local y máxima autoridad 
administrativa, conforme lo señala el art. 6 de la LOM. 
 
El art. 46 de la LOM precisa que las normas 
municipales son de carácter obligatorio y su incumplimiento 
acarrea las sanciones correspondientes, sin perjuicio de 
promover las acciones judiciales sobre las 
responsabilidades civiles y penales a que hubiere lugar. A 
solicitud de la municipalidad respectiva o del ejecutor 
coactivo correspondiente, la Policía Nacional prestará su 
apoyo en el cumplimiento de las sanciones que se 
impongan, bajo responsabilidad. 
 
También debe tenerse en cuenta, para el 
cumplimiento o para hacer cumplir las disposiciones 
municipales, lo dispuesto en el artículo 38 de la LOM: 
“Ninguna autoridad puede abocarse a conocer o normar las 
materias de la presente ley orgánica establece como 
competencia exclusiva de las municipalidades. Las 
autoridades políticas, administrativas y policiales, ajenas al 
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gobierno local, tienen la obligación de reconocer y respetar 
la preeminencia de la autoridad municipal en los asuntos de 
su competencia y en todo acto y ceremonia oficial realizada 
dentro de su circunscripción. Dichas autoridades no pueden 
interferir en el cumplimiento de las normas y disposiciones 
municipales que se expidan con arreglo al presente 
subcapítulo, bajo responsabilidad” (Mállap, 2015, p. 145). 
 
“28. Nombrar, contratar, cesar y sancionar a los 
servidores de carrera 
 
Esta atribución del alcalde nace de su condición de ser 
representante legal de la municipalidad y su máxima 
autoridad administrativa. tanto el nombramiento, la 
contratación, el cese y la sanción a los servidores 
municipales de carrera, se sujetarán a las disposiciones del 
D. Leg. N° 276 – Ley de Bases de la Carrera Administrativa 
y su reglamento – D.S. N° 005-90-PCM, y en la medida que 
se vaya implementando la Ley N° 30055 – Ley del Servicio 
Civil. 
 
Se encuentra incorporado también dentro de esta facultad, 
los trabajadores sujetos a los Contratos Administrativos de 
Servicios (CAS), de acuerdo con su normativa específica, el 
D. Leg. N° 1057 – que regula el Régimen Especial de 
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Contratación Administrativa de servicios y su Reglamento – 
D.S. N° 075-2008-PCM” (Mállap, 2015, p. 152). 
 
3.2.8 NORMAS MUNICIPALES  
 
“Los gobiernos locales ejercen sus funciones mediante las siguientes 
normas: a) Ordenanzas; b) Acuerdos; c) Decretos; y, d) Resoluciones. 
 
De estas normas, las dos primeras las emite el Concejo Municipal, y 
las dos últimas, utilizan en la administración el Alcalde y el Gerente. Todas 
las normas municipales deben estar acordes con la Constitución. 
 
Todas las normas municipales necesariamente deben publicarse. Las 
Ordenanzas, acuerdos, decretos y resoluciones de carácter general se 
publican en la forma siguiente: 
 
La Municipalidad de Lima y del Callao utilizan el Diario El Peruano; y 
las Municipalidades Provinciales y Distritales, harán la publicación en el 
diario oficial designado para los avisos judiciales, y si no existe ese diario, 
mediante carteles colocados en lugar visible; en cambio, para las normas 
municipales de carácter particular, solamente se notifican” (Zavaleta y 






3.2.8.1 ORDENANZAS MUNICIPALES 
 
“El Art. 40 de la Ley Orgánica de Municipalidades define la ordenanza en 
la siguiente forma: “Las ordenanzas municipales provinciales y 
distritales, en materia de su competencia, son normas de carácter 
general de mayor jerarquía en la estructura normativa municipal, por 
medio de los cuales se aprueba la organización interna, la regulación, 
administración y supervisión de los servicios públicos y las materias en 
las que las municipalidades tienen competencia normativa. 
 
Por su parte, HERNÁN FIGUEROA ESTREMADOYRO, en su 
Diccionario Jurídico, define la ordenanza diciendo: Instrumento 
normativo sancionado por el Poder Municipal para su correspondiente 
cumplimiento por los pobladores de la jurisdicción del caso. 
 
En términos equivalentes define también la ordenanza DANIEL 
CALLAS, en su Diccionario Jurídico, expresando: Ordenanza Municipal, 
en cuestiones de su competencia y que tienen carácter general y 
obligatoria para los vecinos de su jurisdicción” (Zavaleta y Zavaleta, 








a) Norma de carácter general. Es obligatoria para todos los 
vecinos de la jurisdicción de la municipalidad que la expide. 
 
b) Norma jerárquica. Dentro de la normativa municipal, la 
ordenanza es la de más alta jerarquía. Con el ordenamiento 
jurídico nacional, son equivalentes a una Ley y por lo tanto, en 
caso de ser inconstitucionales se impugnan ante el Tribunal 
Constitucional. 
 
c) Origen. Las ordenanzas las expiden los concejos provinciales 
o distritales, de acuerdo a sus atribuciones previstas en el Art. 
9 inc. 8 de la Ley N° 27972.  
 
d) Motivo. Las ordenanzas se expiden por los siguientes motivos: 
 
- Por organización interna, v. gr., el concejo puede crear 
organismos especializados para atender los problemas 
locales; 
- Para la regulación, administración y supervisión de los 
servicios públicos y las materias en que las 
municipalidades tienen competencia normativa; 
- Para crear, modificar, suprimir o exonerar de los tributos 







“El Art. 41 de la Ley Orgánica de Municipalidades define los 
acuerdos en la forma siguiente: “Los acuerdos, son 
decisiones que toma el concejo, referidos a asuntos 
específicos de interés público, vecinal o institucional, que 
expresa la voluntad del órgano de gobierno para practicar un 
determinado acto o sujetarse a una conducta o norma 
institucional” (Zavaleta y Zavaleta, 2011, p. 100). 
 
3.2.8.1.3 DECRETOS Y RESOLUCIONES 
 
“Los artículos 42 y 43 de la Ley Orgánica de Municipalidades 
se refieren al modo de trabajar del Alcalde y del Gerente, 
mediante decretos y resoluciones. 
 
DECRETO.- Es una norma de carácter general que el 
Alcalde lo utiliza para: 
 
- Reglamentar las ordenanzas que dicta el Concejo Municipal; 
- Establecer los procedimientos necesarios para la correcta y 
eficiente administración municipal; y, 
- Resolver o regular los asuntos de orden general y de interés 




RESOLUCIÓN.- Son normas de interés particular que se 
aplican a la solución de cualquier proceso administrativo. 
Así, por ejemplo, XX solicita permiso para ocupar la vía 
pública, su pedido se atenderá mediante una resolución. Se 
dice que resuelve asuntos particulares, pues en el caso del 
ejemplo, sólo vale para él y nadie más” (Zavaleta y Zavaleta, 
2011, p. 101). 
 
3.2.9 COMPETENCIA Y FUNCIÓN ESPECÍFICA DE LAS 
MUNICIPALIDADES 
 
“3.2.9.1 FUNCIONAMIENTO DE ESTABLECIMIENTOS 
COMERCIALES 
 
Las municipalidades están facultadas legalmente para controlar el 
funcionamiento de establecimientos comerciales, industriales y de 
actividades profesionales; están comprendidos dentro de estas 
facultades todas aquellas que garanticen el cumplimiento de 
normas legales existentes, pudiendo, en caso de contravención 
de estas, sancionar y ordenar las acciones pertinentes, según las 
atribuciones legales otorgadas por la Ley Orgánica de 






3.2.10 PARTICIPACIÓN Y CONTROL VECINAL 
 
3.2.10.1 DENUNCIA DE INFRACCIONES 
 
“Todo vecino puede formular denuncias por infracciones. Este 
derecho se encuentra previsto en el art. 118 de la Ley Orgánica de 
Municipalidades. No tiene antecedentes en la legislación anterior, 
siendo un valioso aporte en mejorar la legislación municipal. 
 
Este derecho vecinal se desarrolla en la forma siguiente: 
 
a) Todo vecino tiene el derecho de formular denuncias por escrito sobre 
las irregularidades o infracciones que cometen las autoridades 
municipales, individual o colectivamente; 
 
b) La Autoridad Municipal tiene la obligación de dar respuesta por 
escrito en el plazo de 30 días hábiles, bajo responsabilidad; 
 
c) La Autoridad Municipal que no cumple con dar respuesta oportuna, 
será debidamente sancionada. Igualmente será sancionados los 
vecinos cuando se trate de denuncia maliciosa; 
 
d) El vecino tiene derecho a ser informado sobre la gestión municipal; y, 
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e)  El vecino goza del derecho a la información en general, conforme a 
la garantía constitucional prevista en el Art. 2 inc. 5 de la Carta 
Política vigente” (Zavaleta y Zavaleta, 2011, p. 98). 
 
3.2.11 TRABAJADOR MUNICIPAL 
 
“Trabajador municipal (Régimen Laboral): Los funcionarios y empleados 
de las municipalidades se sujetan al régimen laboral general aplicable a 
la administración pública, conforme a ley. Los obreros que prestan sus 
servicios a las municipalidades son servidores públicos sujetos al 
régimen laboral de la actividad privada, reconociéndoles los derechos y 
beneficios inherentes a dicho régimen. (Art. 37 ley Orgánica de 
Municipalidades- Ley Nro.27972)” (Soria del Castillo, 2011, p. 327). 
 
3.2.11.1 “FUNCIONARIO PÚBLICO 
 
La Convención Interamericana contra la Corrupción define en un 
solo concepto al funcionario público, oficial gubernamental o 
servidor público como cualquier funcionario o empleado del 
Estado, incluidos los que han sido seleccionados, designados o 
electos para desempeñar actividades o funciones en nombre del 
Estado o al servicio del Estado, en todos sus niveles jerárquicos. 
 
La Convención de las Naciones Unidas contra la 
Corrupción, entiende por funcionario público a toda persona que 
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ocupe un cargo legislativo, ejecutivo, administrativo o judicial de 
un Estado Parte, ya sea designado o elegido, permanente o 
temporal, remunerado u honorario, sea cual sea la antigüedad de 
esa persona en el cargo, o toda persona que desempeña una 
función pública, incluso para un organismo público o una empresa 
pública, o que preste un servicio público.  
 
Nuestra Constitución Política en el artículo 39° establece 
que, Todos los funcionarios y trabajadores públicos están al 
servicio de la Nación.  
 
El D.S. N° 05-90-PCM, define al Funcionario Público, como 
el ciudadano que es elegido o designado por autoridad 
competente conforme al ordenamiento legal para desempeñar 
cargos del más alto nivel en la administración pública; y, define al 
servidor público como el ciudadano en ejercicio que presta 
servicios en entidades de la administración pública con 
nombramiento o contrato de autoridad competente, suscrita con 
las formalidades de ley en jornada legal y sujeto a retribución 
remunerativa permanente en periodos regulares.  
 
La Ley Marco del Empleo Público, Ley N° 28175, utiliza la 
expresión empleado público para distinguir al funcionario público, 
empleado de confianza y al servidor público, define al funcionario 
público como el que desarrolla funciones de preeminencia política, 
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reconocida por normas expresas, que representan al Estado o a 
un sector de la población, desarrolla políticas de Estado y/o 
dirigen organismos o unidades públicas.  
 
La Ley Orgánica del Sistema Nacional de Control y de la 
CGR, Ley N° 27785, define como servidor o funcionario público a 
todo aquel que independiente del régimen laboral en el que se 
encuentre, mantiene vínculo laboral, contractual o relación de 
cualquier naturaleza con algunas de las entidades y que en virtud 
de ello ejerce funciones con tales entidades.  
 
El Código de Ética de la Función Pública, Ley N° 27815, 
considera como empleado público a todo funcionario o servidor de 
las entidades de la administración pública en cualquiera de los 
niveles jerárquicos sea este nombrado, contratado, designado, de 
confianza o electo que desempeñe actividades o funciones en 
nombre del servicio del Estado, no importando el régimen jurídico 
de la entidad en la que preste sus servicios ni el régimen laboral o 
de contratación al que se encuentren sujetos. 
 
El artículo 40° de nuestra Constitución reconoce a la 
carrera administrativa como un bien jurídico de naturaleza 
Constitucional, el cual debe ser garantizado por ley, la misma que 
debe regular el ingreso, los derechos, deberes y 




El citado mandato se sustenta en un intento por preservar 
al cuerpo de servidores de la injerencia absoluta del grupo de 
funcionarios de confianza, en su regulación, por lo que se reserva 
para el cuerpo deliberante representativo de la comunidad la 
regulación de los aspectos medulares del servicio civil. Por tanto, 
el desarrollo de esta institución y del estatuto de los servidores 
públicos solo puede aprobarse por normas con rango formal de 
ley, y no por otras normas subalternas.  
 
De lo desarrollado nacen obligaciones de ambos lados, la 
primera, referida a que el servicio a la nación debe realizarse de 
modo transparente; por otro lado una segunda obligación, referida 
a que el Estado debe prever todos los medios organizacionales, 
procedimentales y legales destinados a evitar que determinados 
funcionarios y trabajadores públicos, con poder de decisión o 
influencia en la toma de decisiones importantes para la buena 
marcha de la administración, puedan encontrarse restringidos en 
mayor medida que otros servidores públicos, en el ejercicio de 
determinados derechos fundamentales.  
 
El Código de Ética de la Función Pública, ha establecido 
que los fines de la administración pública son el servicio a la 
Nación, de conformidad con lo dispuesto en la Constitución 
Política, y la obtención de mayores niveles de eficiencia del 
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aparato estatal, de manera que se logre una mejor atención a la 
ciudadanía, priorizando y optimizando el uso de los recursos 
públicos.  
 
Las personas que laboran dentro de la administración 
pública tiene derechos y deberes que cumplir. El incumplimiento o 
la transgresión de estos deberes puede generar la desarticulación 
o fractura de una correcta administración del Estado y como 
consecuencia un detrimento de la buena relación laboral.  
 
Ello en razón de que todo acto de indisciplina repercute 
negativamente contra el orden institucional, deteriora las 
relaciones de jerarquía funcional y resquebraja la imagen 
institucional frente a la sociedad.  
 
El Tribunal Constitucional ha expresado con toda razón – 
en varias de sus sentencias – que el poder disciplinario es el 
medio con que cuenta la administración para obligar a sus 
agentes en el cumplimiento de los deberes específicos del 







3.2.11.1.1 CLASIFICACIÓN DE LOS FUNCIONARIOS 
PÚBLICOS 
 
“Sólo a manera de referencia se precisa la clasificación doctrinal 
de los funcionarios públicos. Así tenemos: 
 
Según la finalidad de su labor: funcionarios de Procuración y de 
Administración: siendo los primeros los que poseen facultades de 
imperium o mando sobre los demás. 
 
Según su modalidad de contratación: funcionarios de carrera y 
de contratación, donde los primeros tiene una vinculación 
estatutaria con la Administración pública y gozan de los derechos 
y privilegios legales (titulación, permanencia, retribución a cargo 
del presupuesto estatal, ascensos, previsión social ), mientras que 
los segundos (generalmente eventuales o suplentes), en 
constante incremento, son contratados por tiempo determinado, 
no gozan (por lo general) de vacaciones, previsión social, etc. 
 
Según su ámbito territorial:   funcionarios nacionales o locales, 
de gobierno central, regional, comunal. 
 
Según el régimen jurídico administrativo de carrera al que 
pertenecen: pueden ser funcionarios de régimen general, y de 
regímenes especiales (por ejemplo, el personal militar y policial, 
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los Magistrados judiciales y fiscales, los funcionarios de los 
organismos autónomos, los funcionarios municipales, entre otros). 
 
Así también podemos mencionar otras clasificaciones: tales 
como los funcionarios políticos: (los electos por votación 
popular: Presidentes, Vice presidentes, Congresistas Alcaldes, 
etc.), de confianza política o técnica (cubren puestos de gran 
importancia y de decisión: Vice Ministros, Directores Generales, 
Secretarios de Estado, Secretarios generales, Administradores, 
etc.), funcionarios interinos (quienes cubren plazas 
temporalmente o hasta que desaparezca la causa que le dio 
origen), funcionarios accesitarios (quienes por disposición legal 
cubren puestos a la muerte o vacancia de los 
titulares).funcionarios de iure (legítimamente 
investido) funcionarios de facto  o de hecho (adolecen de 
deficiencias o irregularidades en el título que sustenta la calidad 
de funcionario público o simplemente este título ha fenecido) . 
 
Estas clasificaciones, no ofrecen mayores problemas, ello 
si se tiene en cuenta lo prescrito por el artículo 425 del Código 
Penal, pues en su tipología maneja criterios amplios y abiertos de 
funcionario. Sin embargo la cuestión surge respecto de los 





3.2.11.2 EL SERVIDOR PÚBLICO. 
 
“En este punto cabe precisar, que en algunas legislaciones 
comparadas se diferencia entre los conceptos de funcionario público y 
empleado público y entre estos y el concepto de servidor público (como 
por ejemplo la legislación colombiana) y en otras legislaciones los 
referidos conceptos resultan de significado idéntico (como por ejemplo la 
legislación argentina). 
 
Esta dificultad que encierran los diferentes significados aún no 
han sido superadas en el ámbito legislativo, lo que explica el desorden y 
la diferencia de terminología existente a nivel de sistemas jurídicos. 
 
Servidor público, tiene en nuestro ordenamiento legal identidad de 
significado con la frase empleado público  
 
Atendiendo a la finalidad abstracta de la función (entendida esta 
como la concreción objetiva de los planes o lineamiento del estado) se 
tiene que, tanto el funcionario y el servidor público sirven al Estado para 
el cumplimiento de sus fines. Sin embargo, según la opinión mayoritaria, 
existen diferencias y están en el hecho de que el servidor no representa 
al Estado, trabaja para él pero no expresa su voluntad; el servidor se 
relaciona con la administración estatal mediante contratación; el 
empleado o servidor público es agente sin mando, que brinda al Estado 
sus datos técnicos o profesionales para tareas o misiones de integración 
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y facilitación de la de los funcionarios públicos. En definitiva un 
empleado no ejerce función pública y se halla en situación de 
subordinación en relación a los funcionarios. Debiendo tenerse en 
cuenta que el término de empleado público es idéntico en significado al 
de servidor público” (Laura, s.f.). 
 
“Servidor Público. La Suprema Corte de Justicia de la Nación 
señala que Servidor Público es aquel que, independientemente de su 
denominación ya sea de funcionario deservidor civil, está normado 
por un régimen de función pública bajo una ley específica de derecho 
público o mediante disposiciones equivalentes, y asumen actividades 
enmarcadas en los intereses primordiales del Estado. No se trata de 
todos los empleados o trabajadores del Estado, sino solamente de 
aquellos que como funcionarios desempeñan las funciones 
esenciales que le atañen al Estado y que, en cada Estado extiende o 
restringe a su arbitrio. La mayoría de los países define como 
servidores públicos a quienes se desempeñan en el Poder Judicial, 
junto con los integrantes de la administración pública y los empleados 
administrativos del Poder Legislativo” (Ochoa, 2017). 
 
“El término servidor público comprende a todos los 
trabajadores que laboran para el Estado. Así pues, los empleados 
públicos y los trabajadores oficiales son servidores públicos. Dicho en 
otras palabras, los servidores públicos son el género,  y los 
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empleados públicos y los trabajadores oficiales son especies de ese 
género” (Riobó Rubio, 2017). 
 
3.2.12 EL TRABAJADOR MUNICIPAL SEGÚN LA LEY ORGÁNICA DE 
MUNICIPALIDADES 
            
“El mismo se encuentra regulado en el artículo 37 de la Ley N° 
27972 Ley Orgánica de Municipalidades. 
 
El presente artículo constituye la base normativa del sistema 
administrativo de gestión de los recursos humanos de las 
municipalidades, y delimita el régimen laboral aplicable para: a) 
funcionarios y empleados, y b) Obreros. Posteriormente, se incorporó la 
modalidad del Contrato Administrativo de servicios (CAS)” (Mállap 
Rivera, 2015, p. 265). 
 
“Laboran en las municipalidades: funcionarios, empleados y 
obreros. Los dos primeros pertenecen al sector público, y el último, si 
bien se dice que es trabajador público, sin embargo, sus derechos y 
beneficios se rigen por la legislación del sector privado.” (Zavaleta y 







3.2.13 PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
 
“Se conoce como procedimiento administrativo a uno de los 
ejes fundamentales del Derecho Administrativo; gracias a él los 
ciudadanos de una determinada comunidad tienen la seguridad de que 
los trámites administrativos desarrollados frente a un organismo público 
se realizarán de forma rigurosa en base a las leyes pactadas por dicha 
comunidad, y no de forma aleatoria. Consiste en una serie de pasos que 
permitirán que los ciudadanos puedan sentirse al amparo de la ley de su 
país y ante cualquier duda puedan reclamar al organismo del Estado” 
(Pérez Porto y Gardey, 2012). 
 
3.2.13.1 LAS FASES DEL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO 
 








a) Fase de iniciación del procedimiento: 
 




1. De oficio 
2. A instancia de persona interesada 
 
1. De oficio: Para la iniciación de oficio se requiere un acuerdo 
adoptado por el órgano competente, bien sea: 
 
─ Por iniciativa propia 
─ Como consecuencia de una orden superior 
─ A petición razonada de otros órganos 
─ Por denuncia 
 
2. A instancia de persona interesada: También puede ponerse 
en marcha el procedimiento administrativo a petición de 
persona interesada. En base al principio antiformalista que 
inspira la tramitación de los procedimientos, se admite 
cualquier solicitud o instancia en la que el ciudadano presente 
una determinada solicitud. 
 
b) La ordenación del procedimiento: 
 
Realmente la ordenación más que un fase del procedimiento 
administrativo es un conjunto de normas o criterios que 




c) Fase de instrucción del Procedimiento: 
 
Se trata de una fase intermedia entre la iniciación y la 
finalización del procedimiento que tiene como finalidad instruir 
al órgano que va a resolver sobre las cuestiones de fondo. 
 
d) Fase de terminación del procedimiento: 
 
Podemos distinguir formas de terminación normal o anormal 
del procedimiento: 
 
1. Terminación Normal. 
  
Mediante la Resolución, la Administración pone fin al 
procedimiento y decide sobre todas las cuestiones planteadas 
por los interesados a lo largo del expediente y aquellas otras 
derivadas del mismo. Supone por tanto, hacer efectivo el 
deber de resolver de la Administración, que en ningún caso 
puede abstenerse de resolver so pretexto de silencio, 
oscuridad o insuficiencia de preceptos legales. 
 
2. Terminación anormal 
 




Supone la terminación del procedimiento por decisión 
unilateral de los interesados, al expresar su voluntad de 
desistir a su solicitud o renunciar a sus derechos, cuando 
no esté expresamente prohibido por el ordenamiento 
jurídico. Por tanto, entre las dos figuras la diferencia es que 
en el desistimiento se abandona el procedimiento concreto 
(dejando los derechos intactos), y con la renuncia se hace 
dejación expresa de un derecho, sin que se pueda ya éste 
ejercitar en el futuro. 
 
e) Fase de ejecución: 
 
La ejecución exige que el órgano que ordene un acto de 
ejecución material de resoluciones estará obligado a notificar al 
particular interesado la resolución que autorice la actuación 
administrativa. El particular interesado puede hacer valer la 
ejecución del acto. Ahora bien, las Administraciones Públicas, a 
través de sus órganos competentes en cada caso, podrán 
proceder, previo apercibimiento, a la ejecución forzosa de los 
actos administrativos, salvo en los supuestos en que se suspenda 
la ejecución de acuerdo con la ley, o cuando la ley exijan la 






3.3. NOTICIAS PERIODÍSTICOS. 
 
➢ “En 2015 se emitió 253 resoluciones de sanción. 
 
Juliaca. El gerente de Fiscalización y Control de la Municipalidad 
Provincial de San Román-Juliaca, William Lanza Molleapaza, informó 
que en el 2015 se emitió 253 resoluciones de sanción contra diferentes 
establecimientos informales dedicados a la venta de bebidas alcohólicas. 
El funcionario edil precisó que en diferentes operativos que emprendió la 
Gerencia de Fiscalización y Control con ayuda de Serenazgo Municipal 
se logró intervenir a un total de 315 bares y cantinas que operaban al 
margen de la Ley” (Quispe Ernesto, 02/01/2016, Diario  Sin fronteras, p. 
9). 
 
➢ “Clausuran locales de venta de bebidas alcohólicas. Funcionaban de 
manera ilegal con cerveza de dudosa procedencia.  
 
Juliaca. Inició el 2016 y la Gerencia de Fiscalización y Control de la 
Municipalidad Provincial de San Román, procedió a intervenir diversos 
locales que vienen operando en el jirón Miraflores, con la fachada de ser 
tienda de abarrotes, pero operan como verdaderas cantinas donde 
acuden gente de mal vivir. En coordinación con la policía nacional, así 
como el representante del Ministerio Público, procedieron a clausurar 5 
cantinas ilegales, así mismo decomisaron gran cantidad de enseres, 
equipos de sonido, entre otros, lamentablemente hubo resistencia por 
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parte de algunos propietarios” (Vásquez C. Ronal, 08/01/2016, Diario Sin 
Fronteras, p. 6). 
 
➢ “Detectan a menores de edad en operativo de discoteca.  
 
Juliaca. Sorpresivo operativo se realizó en discoteca Hakuna Matata 
ubicada en el jirón Lambayeque 104 de la ciudad de Juliaca, donde se 
expedía bebidas alcohólicas de dudosa procedencia. En el lugar se 
encontraron varias personas, las cuales no contaban con documento de 
identidad y varios menores de edad. El gerente de fiscalización 
mencionó que esta discoteca sería reincidente en este tipo de actos, por 
tal razón se procedió a la incautación de bienes y cierre de local 
procediendo al lacrado de puertas y sanción de 15 UIT” (Pilco Edson, 
16/01/2016, Diario Sin Fronteras, p. 9). 
 
➢ “Policía muere tras ser apuñalado por sujetos frente a una cantina.  
 
Juliaca. Víctima llegó de Arequipa, donde trabajaba, para visitar a su 
madre, al parecer, el policía se habría encontrado con algunos 
conocidos y se fue a beber a las cantinas por inmediaciones del estadio 
Guillermo Rosa Medina, donde fue atacado por sujetos quienes lo 
dejaron mal herido en la puerta de un local, un vecino del lugar, quien 
pidió guardar su identidad, pidió al alcalde de Juliaca el cierre inmediato 
de estas cantinas clandestinas, ya que sus principales clientes se 
encuentran avezados delincuentes que en su mayoría fueron 
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encarcelados en penales ” (redaccción@editoramultimedios.pe, 
26/01/2016, Diario Sin Fronteras, p. 6). 
 
➢ “Cantinas de la muerte siguen atendiendo. Proliferan locales 
clandestinos a los que acuden ranqueados delincuentes.  
 
Juliaca. Pese a que la MPSR, inició desde el año pasado una agresiva 
campaña para el cierre de cantinas clandestinas, continúan los casos de 
asesinatos a ocasionales clientes dentro de estos establecimientos se 
conoce que en estos locales los hampones planean cómo perpetrar los 
delitos, quienes se reúnen en bandas para dar a conocer los detalles y 
después retornan a repartirse el botín obtenido y la celebración del caso. 
Incontables veces los vecinos de los barrios Cerro Colorado, Villa 
Hermosa del Misti, Bellavista, Pedro Vilcapaza han exigido el cierre de 
estos locales, ya que por las noches estos sectores con intransitables, 
porque los sujetos protagonizan peleas, robos y balaceras. También los 
vecinos piden al presidente de la central de barrios de la ciudad hacer 
una marcha para exigir a las autoridades el cierre definitivo de estas 
cantinas que son denominadas como cantinas de la muerte” 
(redaccción@editoramultimedios.pe, 27/01/2016, Diario Sin Fronteras, 
pp. 12-13). 
 




Juliaca. A las cantinas informales no les importa la sanción que les han 
impuesto las autoridades y como una burla a los pocos días de ser 
clausuradas, el día de ayer nuevamente reabrieron sus puertas como si 
nada hubiera pasado, algunas de manera disimulada y otras con total 
normalidad. Vale decir que ninguna cantina que fue clausurada en los 
últimos días, del perímetro de la avenida ferial y todo el contorno del 
complejo la bombonera, no cuentan con autorización para expendio de 
bebidas alcohólicas…” (Diario Sin Fronteras, 31/01/2016, p. 4).  
 
➢ “Clausura de terminal informal terminó en una batalla campal. La gresca 
dejó heridos entre los serenos y transportistas.  
 
Juliaca. La clausura del terminal informal de la empresa de transportes 
Pegaso Express, que cubre la ruta Juliaca – Puno y viceversa, terminó 
en una batalla campal, ocasionado entre transportistas con los miembros 
de Serenazgo municipal e inspectores de transporte del municipio de 
San Román; producto de ello quedaron gravemente heridos 10 
ciudadanos entre serenos y transportistas” (Pilco Ccari, Edson, 
18/06/2016, Diario Sin Fronteras, p. 5). 
 
➢ “Juliaca paralizó y exige mayor atención al tema de seguridad. 
Quemaron boites y cantinas, hubo bloqueos en todas las salidas.15 
cantinas aproximadamente fueron quemados por la enardecida turba. 
Desde las 05:00 horas se pudo apreciar a un piquete de huelguistas que 
se acercaron a los locales de los jirones Piérola y Circunvalación, donde 
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funcionaban una buena cantidad de locales nocturnos; primero 
comenzaron a quemar llantas, posteriormente irrumpieron en varios 
locales para retirar los bienes y quemarlos, mientras tanto en los jirones 
Piérola, Miraflores Moquegua y la avenida Circunvalación el desorden se 
apoderó de cada metro de estas arterias, los protestantes llegaron para 
quemar todo lo que había a su paso” (Vásquez C., Ronal, 30/11/2016, 
Diario Sin Fronteras,  pp. 12-13). 
 
3.4. MARCO CONCEPTUAL. 
 
- “Debido proceso.- El debido proceso constituye un principio-derecho 
que debe ser aplicado en sede jurisdiccional. No obstante, la 
jurisprudencia y la doctrina han reconocido que este derecho también 
debe ser observado en la tramitación de los procedimientos 
administrativos” (Dirección General de Desarrollo y Ordenamiento 
Jurídico, Ministerio de justicia y Derechos Humanos, 2013, p. 12). 
 
- “Debido Procedimiento Administrativo.- El debido procedimiento 
administrativo constituye un principio-derecho que concede a los 
administrados derechos y garantías implícitos a un procedimiento 
regular y justo. Este principio-derecho debe ser observado por la 
Administración Pública en la tramitación de los procedimientos 
administrativos que conduzcan a la creación, modificación o extinción 
de un derecho o la imposición de una obligación o sanción” (Dirección 
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General de Desarrollo y Ordenamiento Jurídico, Ministerio de justicia y 
Derechos Humanos, 2013, p. 15). 
 
- “Efectividad.- Se denomina efectividad a la capacidad o facultad para 
lograr un objetivo o fin deseado, que se han definido previamente, y 
para el cual se han desplegado acciones estratégicas para llegar a él” 
(Definición, s.f.). 
 
- “Aplicación.- es un término que proviene del vocablo latino applicatĭo y 
que hace referencia a la acción y el efecto de aplicar o 
aplicarse (poner algo sobre otra cosa, emplear o ejecutar algo, 
atribuir)” (Definición, s.f.). 
 
- “LrBRL.- Ley Reguladora de las bases del régimen local (España), 
Para garantizar la autonomía local, la Constitución crea un conjunto 
normativo presidido por una ley básica que no es otra que la Ley 
7/1985, de 2 de abril, reguladora de las bases del régimen local 
(LRBRL), a la que corresponde la regulación del régimen jurídico de la 
Administración local” (Fundación democracia y gobierno local, Instituto 














4.1. HIPÓTESIS DE TRABAJO 
 
4.1.1. HIPÓTESIS GENERAL  
 
Dado que la, protección que da el derecho a la tranquilidad de las 
personas es establecido por las constituciones políticas de los estados 
nación. Es probable que la aplicación de la Ordenanza Municipal 10-
2011 sea significativamente efectivo para la protección del “derecho a la 
tranquilidad establecido en la Constitución Política del Perú” 
(Constitución Política del Perú, 1993), en la ciudad de Juliaca, 2012- 
Junio 2016. 
 
4.1.2. HIPÓTESIS ESPECÍFICOS 
 
- Existe efectividad en la aplicación de la Ordenanza Municipal N° 10-
2011, en la ciudad de Juliaca, por ende se protege “el derecho a la 
tranquilidad establecida en la Constitución Política del Perú” 





- No existe efectividad en la aplicación de la Ordenanza Municipal N° 10-
2011, en la ciudad de Juliaca, por lo que no se protege “el derecho a la 
tranquilidad establecida en la Constitución Política del Perú” 
(Constitución Política del Perú, 1993). 
 
- Existe condiciones para la protección del “derecho a la tranquilidad 
establecida en la Constitución Política del Perú” (Constitución Política 
del Perú, 1993) en la ciudad de Juliaca, por la correcta aplicación de la 
Ordenanza Municipal N° 10-2011.  
 
- No existe condiciones para la protección del “derecho a la tranquilidad 
establecida en la constitución Política del Perú” (Constitución Política del 
Perú, 1993) en la ciudad de Juliaca, por la incorrecta aplicación de la 
Ordenanza Municipal N° 10-2011. 
 
4.2. VARIABLES E INDICADORES DE INVESTIGACIÓN 
 
4.2.1. Variable Independiente 
              Ordenanza Municipal N° 10-2011 
4.2.2. Variable Dependiente  
“Derecho constitucional a la Tranquilidad establecido en el 
artículo 2 inciso 22 de la Constitución Política del Perú” (Constitución 




4.3. OPERACIONALIZACIÓN DE LAS VARIABLES 
VARIABLES DIMENSIONES INDICADORES SUBINDICADORES 
Categorías 
 
DEFINICIÓN CONCEPTUAL:  
 
“Ordenanza Municipal que establece la 
imposición de sanciones inmediatas a 
establecimientos que funcionan sin contar con 
licencia municipal de funcionamiento y que 
afectan el orden público, las buenas 
costumbres y la seguridad ciudadana, que 
tiene por objeto regular la imposición de 
sanciones administrativas inmediatas a los 
establecimientos que sin contar con licencia 
municipal, regular y legalmente obtenida, 
realizan  actividades económicas que afectan 
el orden público, las buenas costumbres y la 
seguridad ciudadana” (Ordenanza Municipal 
N° 10-2011). 
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DEFINICIÓN CONCEPTUAL: 
 
“El derecho a la tranquilidad es un derecho 
inherente a la persona humana y debe ser 
protegido por el Estado, de tal forma que 
permita un ambiente propicio para la 
convivencia entre las personas, de manera 
que cada ciudadano pueda realizar sus 
actividades en un ambiente sano exento de 
cualquier molestia que atente o tienda a 
vulnerar la TRANQUILIDAD, la paz, la calma, 
















































humano; no se debe dejar pasar de largo o 
simplemente desconocer que el Estado esta al 
servicio de la persona y de toda una sociedad, 
SIC” (Palacio, s.f.). 
 
Fuente: Palacio Martínez, D. I., (s.f.) El 








- “Derecho constitucional a la Tranquilidad 
establecido en el artículo 2 inciso 22 de la 
Constitución Política del Perú” (Constitución 
Política del Perú, 1993). 
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PROCEDIMIENTOS METODOLÓGICOS DE LA INVESTIGACIÓN 
     5.1. MÉTODO DE INVESTIGACIÓN 
     Para la presente investigación se ha empleado el “método cuantitativo” 
(Paredes, 2013). 
 
     5.2. DISEÑO DE  LA INVESTIGACIÓN 
 
5.2.1.  DISEÑO 
 
Para la adecuada ejecución y logro óptimo de los objetivos trazados, se 
adoptará el diseño  
            O1 
 
M            r                  y F(x) = y 
     
    O2 
 
M = Muestra 
O1 = Guía de Análisis Documental 
O2 = Cuestionario 




y = Variable Dependiente 
 
5.2.2. TIPO DE INVESTIGACIÓN 
 
Según el Campo de la investigación es  tipo de investigación  no 
experimental. 
 
       5.2.3 NIVEL DE INVESTIGACIÓN 
 
El nivel de investigación es explicativo, con enfoque transversal de la 
aplicación de la encuesta y de enfoque longitudinal en los casos. 
 
5.3. CAMPO, ÁREA Y LÍNEA DE ACCIÓN 
 
a. Campo : Derecho 
b. Área : Derecho Constitucional y Procesal Constitucional. 
c. Línea : Constitucional. 
 




“El universo está formado por toda la población  conjunto de unidades 
que se quiere estudiar y que podrían ser observadas individualmente en 
el estudio” (Paredes, 2013, p. 157). 
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Por lo que en el presente estudio se considera como tales los 
siguientes: 
 
Todos los expedientes de los establecimientos de los  
propietarios del inmueble, conductor del negocio o propietario del 
negocio, que no cuentan con licencia de funcionamiento, en Juliaca, y 
 




Los expedientes de los establecimientos de los  propietarios del 
inmueble, conductor del negocio o propietario del negocio, que no 
cuentan con licencia de funcionamiento en la ciudad de Juliaca, 2012-
junio 2016, durante la vigencia de la ordenanza municipal N° 10-2011, 
“el mismo que es en total 3,515 expedientes administrativos” (Ramos, 
2017). 
 
Personas que viven y/o transitan por los lugares donde funcionan 
los establecimientos sin licencia de funcionamiento en Juliaca, siendo 
“la cantidad de 278,444 de población al año 2015” (Instituto Nacional 









La muestra “es una parte reducida de una determinada población o 
universo, en relación a la cual representa cuantitativamente una fracción” 
(Paredes, 2013, p. 157) y/o “es el sub conjunto seleccionado de una 
población” (Ramírez, 2016, p. 233).  
Se manejará criterios de inclusión y exclusión: 
Criterios de inclusión: 
• Discotecas, Bares, karaokes, licorería, night club, club nocturno, 
prostíbulo, hotel, hostal, y todo aquellos negocios similares en la 
ciudad de Juliaca.  
• Establecimientos con medidas coactivas.    
 
Criterios de exclusión: 
 
• Establecimientos con licencia de funcionamiento  
➢ Por la cantidad de casos se ha establecido los criterios de inclusión y 
exclusión, por lo que la cantidad de muestra para los expedientes 
administrativos iniciados en virtud de la aplicación de la Ordenanza 
Municipal en el periodo 2012-junio 2016 se ha determinado mediante la 





“TABLA DE FISHER-ARKIN-COLTÓN PARA EL TAMAÑO DE LA 
MUESTRA 
 
AMPLITUD  DE LA 
POBLACIÓN 
Márgenes de error 
 
+ - 1% 
 
+ - 2% 
 
+ - 3% 
 
+ - 4% 
 
+ - 5% 
 




















































































































































Para una población finita, es decir hasta 100.000 unidades de estudio 





“La muestra para 3500 es 359 
La muestra para 3515 es   x 
La muestra para 4000 es 364 
 
1. Establecemos tres diferencias: 
 
3500  359  3500 
4000  364  3515 
500      5      15 
 
2. Planteamos una regla de tres: 
Para 500 es 5 
Para 15 es x 




X  =    0.15, es decir, 1 
La muestra es de  359 + 1 = 360 unidades de estudio” (Paredes, 2013, pp. 160-
162). 
La muestra es de 360 expedientes administrativos. 
 
➢ Para la determinación de la muestra de las Personas que viven y/o 
transitan por los lugares donde funcionan los establecimientos sin licencia 
de funcionamiento en Juliaca, se ha aplicado la “fórmula para determinar 
el tamaño de la muestra de población finita 
 
n  = 
Z2 (N) (p) (q) 
[E2 - (N-1)] + [Z2 (p) (q) ] 
n = Muestra. 
N = Tamaño de la población. 
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Z = Nivel de confianza o confiabilidad. 
p = Probabilidad a favor o variabilidad positiva. 
q = Probabilidad en contra o variabilidad negativa. 
E = Error de estimación o error muestral 
 
n  = 
Z2 (N) (p) (q) 
[E2 - (N-1)] + [Z2 (p) (q) ] 
 
n  = 
1.962 (278,444) (0.5) (0.5) 
[0.052 - (278,444-1)] + [1.962 (0.5) (0.5) ] 
 
n  = 
267,417.60 
696.1075 + 0.9604 
 




n   =   383.63 
n   =   384 
 
n = Muestra. 
N = 278,444 
Z = 95% = 1.96 
p = 50% = 50/100 = 0.5 
q = 50% = 50/100 = 0.5 
E = 5% = 0.05” (Cortés, 2015). 
 
En consecuencia la muestra de las Personas que viven y/o 
transitan por los lugares donde funcionan los establecimientos sin 
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“Es el procedimiento empleado para obtener una o más muestras de una 
población. El muestreo se realiza una vez que se ha establecido un 
marco muestral representativo de la población, luego se procede a la 
selección de los elementos de la muestra aunque hay muchos diseños 




Todos los elementos de la población tienen la posibilidad de ser 
seleccionados” (Ramírez, 2016, pp. 235-237). 
  
“Muestreo probabilístico aleatorio o al azar: 
Este tipo de muestreo es quizá el más conocido de todos. Un aspecto 
básico y a la vez esencial es el supuesto de que cada uno de los 
miembros de una población tienen iguales posibilidades de pertenecer a 
la muestra. Cuando se tiene los nombres o números de cada uno de los 
miembros de la población, éstos son introducidos en una ánfora, bolsa o 
sombrero, se los mescla lo suficiente y luego se procede a extraer uno a 
uno los papeles hasta completar el número de sujetos fijados como 




El muestreo utilizado en la aplicación de la muestra es el 
Muestreo probabilístico aleatorio o al azar. 
 
5.5. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE 
INFORMACIÓN. 
   
        5.5.1. “TÉCNICAS 
 
Las técnicas empleadas en la investigación son las siguientes: 
 
• Técnica para la recolección de información mediante el 
análisis documental.- Con este nombre se denomina a aquellas 
técnicas, que permiten obtener y recopilar información contenida 
en documentos relacionados con el problema y objetivo de 
investigación” (Carrasco Díaz, 2005, p. 275). 
 
• “La encuesta: Es una técnica, para la investigación social por 
excelencia debido a su utilidad, versatilidad, sencillez y objetividad 
de los datos que con ella se obtiene” (Carrasco, 2005, p. 314). 
 
         5.5.2.  INSTRUMENTOS 
 





• “Guía de análisis documental.- Es el documento formulado con 
anticipación, en función a los indicadores y variables a investigar,  
a fin de recolectar información del análisis que se realiza de los 
documentos y/o expedientes a investigar” (Ramírez, 2016, p. 
254). 
 
• “Cuestionario: Es el instrumento de investigación social más 
usado cuando se estudia gran número de personas, ya que 
permite una respuesta directa, mediante la hoja de preguntas que 
se le entrega a cada una de ellas. Las preguntas estandarizadas 
se preparan con anticipación y previsión. (Carrasco, 2005, p.318). 
  
        5.5.3.  PROCEDIMIENTOS DE RECOLECCIÓN DE DATOS 
 
“La recolección de datos, llamada también recolección de información es 
la actividad práctica y operativa, sistemática y ordenada, que consiste en 
la aplicación de la técnica elegida y del instrumento documental 
adoptado, adoptado o formulado, con la ayuda de los instrumentos 
mecánicos requeridos, en las unidades de estudio seleccionadas 
(universo, muestra, grupos o casos) en el espacio geográfico, político, 
administrativo o institucional delimitado, con la finalidad de lograr 
información cuantitativa o cualitativa indispensable sobre las variables e 
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indicadores a partir de los objetivos establecidos e hipótesis formulada” 
(Paredes, 2013, p. 182). 
 
“Dentro de cada instrumento pueden distinguirse dos aspectos: 
 
• La forma se refiere a las técnicas que utilizamos para la tarea de 
aproximación a la realidad (Técnica para la recolección de 
información mediante el análisis documental y encuesta).  
 
• El contenido queda expresado en la especificación de los datos 
que necesitamos conseguir. Se concreta en una serie de ítems 
que permiten medir a las variables, pero que asumen ahora la 
forma de preguntas, puntos a observar, elementos para registrar” 
(Ramírez, 2016, pp. 256-305). 
 
“La recolección de datos o información resulta fundamental 
para el éxito de la investigación, dado que de ella depende la validez 
y confiabilidad de los resultados, siendo indispensable en ese 
sentido que el investigador y su equipo pongan a prueba su 




Siguiendo el orden del proceso de investigación, para el 
proceso y análisis de datos la estadística es un método científico por 
medio del cual podemos recolectar, organizar, presentar y analizar e 
interpretar datos, que nos permiten extraer conclusiones válidas y 
efectuar decisiones basadas en dichos análisis, el cual se realizará 
con la aplicación de técnicas e instrumentos respectivos ya 
indicados. 
 
         5.5.4.  MÉTODOS DE ANÁLISIS DE DATOS 
 
Es el procesamiento de sistematización de datos, a fin de clasificar u 
ordenar la información, así como a tabular o contabilizar los datos 
recolectados, organizándolos a través de cuadros o tablas y gráficos. Los 
análisis estadísticos se llevan a cabo a través de programas para 
computadora, utilizando paquetes estadísticos. (Paredes, 2013, pp. 196-
















RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
     6.1. RESULTADOS DE LA VARIABLE INDEPENDIENTE 
 
La variable independiente es “una guía de análisis documental”, con el 
objetivo de, identificar el grado de efectividad de la aplicación de la 










1. DATOS DE IDENTIFICACIÓN 
 
TABLA 01 
DATOS DE IDENTIFICACIÓN  DEL PROPIETARIO DEL INMUEBLE: 
 SI p% NO p% 
PROPIETARIO 18 5% 342 95% 
TOTAL 360 
 




 FUENTE: GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
 
INTERPRETACIÓN 
Según se muestra que de los 360 expedientes analizados, en el 5% SI 

















DATOS DE IDENTIFICACIÓN DEL 






DATOS DE PROPIETARIOS DE INMUEBLES, IDENTIFICADOS. 
 
SEXO f P% DNI F P% DNI F P% 
MUJER 12 3.33% SI 1 0.28% NO 11 3.05% 
VARÓN 6 1.67% SI 2 0.56% NO 4 1.11% 
TOTAL 18 5%  3 0.84%  5 4.16% 
  





 FUENTE: GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 




















Según se muestra que de los 18 propietarios de inmuebles identificados, 
el 3.33% corresponde al sexo de la mujer y el 1.67% al sexo del varón, 
haciendo un total del 5%. Asimismo del 3.33% que corresponde al sexo 
de la mujer, el 0.28% SI se encuentra debidamente identificado y el 
3.05% NO, y en el caso del sexo del varón del 1.67% que corresponde, 






DATOS DE IDENTIFICACIÓN DEL PROPIETARIO DEL NEGOCIO: 
 SI p% NO p% 
PROPIETARIO 43 11.94% 317 88.06% 
TOTAL 360 
  




 FUENTE: GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
 
INTERPRETACIÓN 
Según se muestra que de los 360 expedientes analizados, en el 11.94% 

















DATOS DE IDENTIFICACIÓN DEL 






DATOS DE PROPIETARIOS DEL NEGOCIO, IDENTIFICADOS. 
SEXO F P% DNI F P% DNI F P% 
MUJER 36 10% SI 32 8.89% NO 4 1.11% 
VARÓN 7 1.94% SI 5 1.39% NO 2 0.55% 
TOTAL 43 11.94%  37 10.28%  6 1.66% 
 

































Según se muestra que de los 43 propietarios de negocios identificados, 
el 10% corresponde al sexo de la mujer y el 1.94% al sexo del varón, 
haciendo un total del 11.94%. Asimismo del 10% que corresponde al 
sexo de la mujer, el 8.89% SI se encuentra debidamente identificado y el 
1.11% NO, y en el caso del sexo del varón del 1.94% que corresponde, 






DATOS DE IDENTIFICACIÓN DEL CONDUCTOR DEL NEGOCIO: 
 SI p% NO p% 
CONDUCTOR 
DEL NEGOCIO 








 FUENTE: GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
 INTERPRETACIÓN 
Según se muestra que de los 360 expedientes analizados, en el 76.11% 





















DATOS DE CONDUCTORES DEL NEGOCIO, IDENTIFICADOS. 
SEXO F P% DNI F P% DNI f P% 
MUJER 222 61.67% SI 167 46.39% NO 55 15.28% 
VARÓN 52 14.44% SI 37 10.27% NO 15 4.17% 
TOTAL 274 76.11%  204 56.66%  70 19.45% 
 
 





































Según se muestra que de los 274 conductores de negocio; identificados, 
el 61.67% corresponde al sexo de la mujer y el 14.44% al sexo del 
varón, haciendo un total del 76.11%. Asimismo del 61.67% que 
corresponde al sexo de la mujer, el 46.39% SI se encuentra 
debidamente identificado y el 15.28% NO, y en el caso del sexo del 
varón del 14.44% que corresponde, el 10.27% SI se encuentra 





2. RUBRO Y/O DESTINATARIOS INTERVENIDOS “POR LA 
MUNICIPALIDAD, EN APLICACIÓN DE LA ORDENANZA MUNICIPAL 
N° 10-2011” (Municipalidad Provincial de San Román, 2017). 
TABLA 07 
RUBROS F P% 
Giros de bodega 0 0 
Pub   33 9.17% 
Restaurant 0 0 
Discotecas 56 15.56% 
Salón de baile 0 0 
Casino 0 0 
Salón de juego de 
azar 
0 0 
Salón de máquinas de 
tragamonedas 
0 0 
Casa de citas 0 0 
Bares 77 21.39% 
Karaokes 0 0 
Licores 0 0 
Night club 34 9.44% 
Club nocturno 0 0 
Prostíbulo 0 0 
Hotel 0 0 
Hostal 0 0 
Hospedaje 0 0 
Negocios similares 138 38.33% 
Otro 22 6.11% 
TOTAL 360 100% 
  




























RUBRO Y/O DESTINATARIOS INTERVENIDOS "POR LA 
MUNICIPALIDAD, EN APLICACIÓN DE LA ORDENANZA 




    INTERPRETACIÓN 
Según se muestra que de los 360 expedientes analizados, se puede 
observar que fueron intervenidos “por la Municipalidad en aplicación de la 
Ordenanza Municipal N° 10-2011” (Municipalidad Provincial de San Román, 
2017), es de la siguiente manera: el 9.17% es Pub, el 15.56% discoteca, el 
21.39% bares, el 9.44% Night Club, el 38.33% negocios similares, 6.11% 
otro y en los demás rubros 0% siendo los mismos: giros de bodega, 
restaurant, salón de baile, casino, salón de juego de azar, salón de máquina 
de tragamonedas, casa de citas, karaokes, licores, club nocturno, prostíbulo, 




3. DESARROLLO DE LABORES 
 
TABLA 08 
ACTIVIDADES SI P% No P% 






Existen documentos en el 
expediente respecto a “las 
actividades de control a través 
de la detección de infracciones” 
(Municipalidad Provincial de 






Existen documentos respecto a 
la notificación de hallazgos de 
infracciones. 
360 100% 0 0 
Existen documentos en el 
expediente respecto a la 
coordinación “con las gerencias 
correspondientes y con los 
órganos competentes, la 
realización de operativos que 
resulten necesarios para 
asegurar el respeto y 
cumplimiento de las 
disposiciones municipales” 
(Municipalidad Provincial de 
San Román, 2017). 
30 8.33% 330 91.67% 
Notifica las Resoluciones de 
Sanción 







Previo a la intervención 
investiga 
0 0 360 100% 
Luego de la Intervención 
investiga 
31 8.61% 329 91.39% 
 








FUENTE: GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
 
INTERPRETACIÓN 
Según se muestra que de los 360 expedientes analizados: el desarrollo de 
labores de la Sub Gerencia de Operaciones y fiscalización, es como sigue: 
En el 100% de expedientes SI existen documentos en expedientes respecto 
a “actividades de control a través de detección de infracciones” 
(Municipalidad Provincial de San Román, 2017) y el 0 % NO, el 100% de 
expedientes SI existen documentos respecto a notificación de hallazgos de 
infracciones y el 0 % NO, el 8.33% de expedientes existen documentos en el 
expediente respecto a la coordinación “con las gerencias correspondientes y 
con los órganos competentes, la realización de operativos que resulten 
necesarios para asegurar el respeto y cumplimiento de las disposiciones 




























DESARROLLO DE LABORES DE LA SUB GERENCIA DE 









 FUENTE: GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
 
     INTERPRETACIÓN 
Según se muestra que de los 360 expedientes analizados: el desarrollo de 
labores de la Sub Gerencia de Difusión, Investigación y Sanciones, en el 
100% de expedientes NO investiga previo a la intervención y ninguno SI, y 
















Previo a la intervención investiga Luego de la Intervención investiga
DESARROLLO DE LABORES DE LA SUB GERENCIA DE 





4. ACTA DE FISCALIZACIÓN 
TABLA 09 




Cumple con los 
requisitos que 
establece la Ley 
5 1.39% 355 98.61% 
Llenado del acta 
de fiscalización  
Está llenado 
correctamente 
5 1.39% 355 98.61% 
 




FUENTE: GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
 
INTERPRETACIÓN 
Según se muestra, que de los 360 expedientes analizados: el 1.39% SI 
cumple con los requisitos que establece la Ley; las notificaciones de las 
actas de fiscalización y el 98.61% NO. Asimismo el 1.39% de las actas de 










Notif. de A.F. cumple con los
Requis. q estab. Ley







5. RESOLUCIÓN DE SANCIÓN 
TABLA 10 
RESOLUCIÓN DE SANCIÓN SI P% NO P% 
Existe Resolución de Sanción 78 21.67% 282 78.33% 
Esta llenado correctamente la resolución de 
Sanción 
0 0 78 21.67% 
 





FUENTE: GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
 
    INTERPRETACIÓN 
Según se muestra, que de los 360 expedientes analizados: en el 21.67% SI 
























FUENTE: GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
 
INTERPRETACIÓN 
Según se muestra que de los 21.67% de expedientes que cuentan con 
resolución de sanción, el 21.67% NO está llenado correctamente la 













Está llenado correctamente la resolución de sanción











ACTA DE INCAUTACIÓN SI P% NO P% 
Existe acta de incautación 282 78.33% 78 21.67% 
Está llenado correctamente el acta de 
incautación 
20 5.56% 262 72.77% 
 




FUENTE: GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
 
    INTERPRETACIÓN 
Según se muestra, que de los 360 expedientes analizados: en el 78.33% SI 


























FUENTE: GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
 
     INTERPRETACIÓN 
Según se muestra que de los 78.33% de expedientes que cuentan con actas 
de incautación, el 5.56% SI está llenado correctamente las actas de 



















Está llenado correctamente el acta de incautación










Vulneración del objeto de la Ordenanza 
Municipal N° 10-2011 
SI P% NO P% 
Orden Publico 0 0 0 0 
Buenas Costumbres 0 0 0 0 
Seguridad ciudadana 0 0 0 0 
No especifica 360 100% 0 0 
Señala todos (Orden público, Buenas 
Costumbres, Seguridad Ciudadana) 
0 0 0 0 
 




















NO ESPECIFÍCA SEÑALA TODOS






    INTERPRETACIÓN 
Según se muestra, que de los 360 expedientes analizados, el 100% NO 
especifica el objeto vulnerado al aplicarse la Ordenanza Municipal N° 10-
2011, tal es así que no se ha señalado en los 360 expedientes analizados 
referente a la vulneración del objeto especificándose orden público, buenas 









Sanciones Impuestas SI P% NO P% 
Clausura Definitiva y multa 78 21.67% 282 78.33% 
Incautación 109 30.28% 251 69.72% 
Ninguna 251 69.72% 0 0 
 





FUENTE: GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
 
INTERPRETACIÓN 
Según se muestra, que de los 360 expedientes analizados, el 21.67% 
SI se ha impuesto la sanción de clausura definitiva y multa y el 78.33% NO. 
Asimismo el 30.28% SI se ha dispuesto incautación y el 69.72% NO. 
Además el 69.72% NO se ha impuesto sanción de clausura definitiva y 























9. IDENTIFICACIÓN DE RESPONSABLES PARA SER SANCIONADOS 
TABLA 14 
Identificación de responsables 
para ser sancionados  
SI P% NO P% 
Propietario del inmueble 18 5% 342 95% 
Conductores del negocio 274 76.11% 86 23.89% 
Propietario del negocio  43 11.94% 317 88.06% 
 




FUENTE: GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
 
     INTERPRETACIÓN 
Según se muestra, que de los 360 expedientes analizados, el 5% SI se ha 
identificado al propietario del inmueble para ser sancionado y el 95% NO. 
Asimismo el 76.11% SI se ha identificado a los conductores del negocio para 
ser sancionados y el 23.89% NO. Además el 11.94% SI se ha identificado al 


















PROPIETARIO DEL INMUEBLECONDUCTORES DEL NEGOCIOPR P ETARIO DEL NEGOCIO









Sancionados SI P% NO P% 
Propietario del inmueble 10 2.78% 350 97.22% 
Conductores del negocio 72 20% 288 80% 
Propietario del negocio  35 9.72% 325 90.28% 
 




FUENTE: GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
 
INTERPRETACIÓN 
Según se muestra, que de los 360 expedientes analizados, el 2.78% SI 
se ha sancionado al propietario del inmueble y el 97.22% NO. Asimismo 
el 20% SI se ha sancionado a los conductores del negocio y el 80% NO. 














































FUENTE: GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
 
  






Existe notificación al 
propietario del inmueble 
2 0.56% 8  2.22% 2.78% 
Dicha notificación se 
encuentra conforme a 
Ley  




Existe notificación al 
conductor (res) del 
negocio 
56 15.56% 16 4.44% 20% 
Dicha notificación se 
encuentra conforme a 
Ley  




Existe notificación al 
propietario del negocio 
27 7.50% 8 2.22% 9.72% 
Dicha notificación se 
encuentra conforme a 
Ley  






FUENTE: GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
     INTERPRETACIÓN 
Según se muestra, que del 2.78% de propietarios del inmueble sancionados, 
el 0.56% SI existe notificación al propietario del inmueble y el 2.22% NO, y 
del 0.56% de dicha notificación al propietario del inmueble, el 0.56% NO se 
encuentra notificada conforme a Ley, por ende el 0% SI. Asimismo del 20% 
de conductores del negocio sancionados, el 15.56% SI existe notificación al 
conductor (res) del negocio y el 4.44% NO, y del 15.56% de dicha 
notificación al conductor (res) del negocio, el 15.56% NO se encuentra 
notificada conforme a Ley, por ende el 0% SI. Además del 9.72% de 
propietarios del negocio sancionados, el 7.50% SI existe notificación a los 
propietarios del negocio y el 2.22% NO, y del 7.50% de dicha notificación a 
los propietarios del negocio, el 7.50% NO se encuentra notificada conforme 



















































11. CUMPLIMIENTO DE SANCIONES POR LOS SANCIONADOS 
TABLA 17 
Cumplimiento de sanciones por 
los sancionados 
SI P% NO P% TOTAL % 
Propietario 
del inmueble 
Clausura Definitiva 0 




Clausura Definitiva 0 




Clausura Definitiva 1 
0.28% 26 7.22% 7.50% 
Multa 1 
 





































    INTERPRETACIÓN 
Según se muestra, que del 0.56% de propietarios del inmueble sancionados 
y notificados, el 0.56% NO han cumplido con las sanciones de clausura 
definitiva y multa, y el 0% SI. Asimismo del 15.56% de conductor (res) del 
negocio sancionados y notificados, el 15.56% NO han cumplido con las 
sanciones de clausura definitiva y multa, y el 0% SI. Además del 7.50% de 
propietarios del negocio sancionados y notificados, el 0.28% SI ha cumplido 







12. USO DE MEDIOS FÍSICOS Y MECÁNICOS USADOS PARA LA 
CLAUSURA DEFINITIVA 
TABLA 18 
Uso de medios físicos y 
mecánicos usados para la 
clausura definitiva 
SI P% NO P% TOTAL % 
Tapiado de ladrillo y concreto 3 0.83% 75 20.84% 21.67% 
Soldadura de puertas y ventanas 
de acceso 
0 0 78 21.67% 21.67% 
Pegado de carteles 78 21.67% 0 0 21.67% 
 



















Tapiado de ladrillo y
concreto
Soldadura de puertas y
ventanas de acceso
Pegado de carteles
USO DE MEDIOS FÍSICOS Y MECÁNICOS PARA 
LA CLAUSURA DEFINITIVA, RESPECTO A LOS 78 
CASOS CON RESOLUCIÓN DE SANCIÓN, 







    INTERPRETACIÓN 
Según se muestra, que de los 78 expedientes con resolución de sanción de 
los 360 expedientes analizados, donde se ha impuesto la sanción de 
clausura definitiva y se ha hecho uso de medios físicos y mecánicos para la 
aplicación del mismo, el cual equivale en total al 21.67%. En el 0.83% NO se 
ha utilizado el tapiado de ladrillo y concreto y el 0% SI, asimismo en el 
21.67% NO se ha utilizado la soldadura de puertas y ventanas de acceso y 
el 0% SI, Además se debe señalar que el 21.67% SI se ha utilizado el 




13. ACCIONES TOMADAS ANTE EL INCUMPLIMIENTO DE LA CLAUSURA 
DEFINITIVA 
TABLA 19 
Acciones tomadas ante el incumplimiento 
de la clausura definitiva  
SI P% NO P% 
Remisión a Procuraduría Municipal para la 
denuncia correspondiente 
0 0 78 100% 
Interposición de denuncia ante el Ministerio 
Público 
0 0 78 100% 
 

















Remisión a Procuraduría Municipal
para la denuncia correspondiente
Interposición de denuncia ante el
Ministerio Público
ACCIONES TOMADAS ANTE EL 






    INTERPRETACIÓN 
Según se muestra, que de los 78 expedientes con resolución de sanción de 
los 360 expedientes analizados, donde se ha impuesto la sanción de 
clausura definitiva, El 100% NO se ha remitido a Procuraduría Municipal 
para denuncia correspondiente ante el incumplimiento de la clausura 
definitiva y el 0% SI, asimismo el  100% NO se ha interpuesto denuncia ante 








14. DEBIDO PROCEDIMIENTO 
TABLA 20 
Debido procedimiento SI P% NO P% 
Aplicación de la Ordenanza Municipal N° 10-2011  0 0 360 100% 
Requerimiento de información a Gerencia de 
Desarrollo económico respecto a que si cuenta o 
no con licencia de funcionamiento  
0 0 360 100% 
Cumplimiento de funciones de cada Sub 
Gerencia con la que cuenta “la Gerencia de 
Fiscalización y Control de la MPSRJ” 
(Municipalidad Provincial de San Román, 2017), 
según las funciones establecidas en el ROF 
0 0 360 100% 
Cumplimiento de 
funciones del personal 
que labora “en la 
Gerencia de Fiscalización 
y Control de la MPSRJ” 
(Municipalidad Provincial 
de San Román, 2017), 
según las funciones 
encomendadas, por el 
superior jerárquico 





0 0 360 100% 
Cumplimiento de “funciones de la Gerencia de 
Fiscalización y Control de la MPSRJ” 
(Municipalidad Provincial de San Román, 2017), 
según las funciones establecidas en el ROF y 
O.M. 10-2011 
0 0 360 100% 
 







FUENTE: GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
  
0% 0% 0% 0% 0%













































     INTERPRETACIÓN 
Según se muestra, de los 360 expedientes analizados, en el 100% NO se ha 
aplicado la Ordenanza Municipal con el debido procedimiento  y el 0% SI, 
asimismo en el 100% NO se ha requerido la información a la Gerencia de 
Desarrollo Económico respecto a que si cuenta o nó con licencia de 
funcionamiento y el 0% SI. Además en el 100% NO se ha cumplido 
funciones por parte de cada Sub Gerencia con la que cuenta “la Gerencia de 
Fiscalización y Control de la MPSRJ” (Municipalidad Provincial de San 
Román, 2017), según las funciones establecidas en el ROF y el 0% SI. En el 
100% NO existe en el expediente documento de función encomendada para 
el cumplimiento de funciones del “personal que labora en la Gerencia de 
Fiscalización y Control” (Municipalidad Provincial de San Román, 2017), y el 
0% SI. Además en el 100% NO se ha cumplido funciones por “la Gerencia 
de Fiscalización y Control de la MPSRJ” (Municipalidad Provincial de San 
Román, 2017), según las funciones establecidas en el ROF y O.M. 10-2011 





15. EJECUCIÓN COACTIVA 
 
TABLA 21 
4. Ejecución Coactiva SI P% NO P% 
Expedientes derivados a ejecución 
coactiva 
0 0 360 100% 
 





FUENTE: GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
 
    INTERPRETACIÓN 
Según se muestra; de los 360 expedientes analizados, el 100% NO se ha 

















16. ANÁLISIS DE LOS FORMATOS Y OTROS QUE “SE REQUIERE PARA 
LA APLICACIÓN DE LA ORDENANZA MUNICIPAL N° 10-2011” 




ANÁLISIS DE LOS FORMATOS Y OTROS QUE “SE REQUIERE PARA 
LA APLICACIÓN DE LA ORDENANZA MUNICIPAL N° 10-2011” 
(Municipalidad Provincial de San Román, 2017). 
FORMATOS Y OTROS SI P% NO P% 
Cuenta con formato de acta de 
fiscalización 
360 100% 0 0 
Dicho formato de acta de fiscalización 
reúne con los requisitos que exige la ley 
0 0 360 100% 
Cuenta con formato de resolución de 
sanción 
78 21.67% 282 78.33% 
Dicho formato de resolución de sanción 
reúne con los requisitos que exige la Ley  
0 0 78 100% 
Cuenta con tabla o cuadro de gastos de 
la efectivización de la clausura de 
establecimiento o local 
0 0 360 100% 
La Gerencia de Fiscalización y control, 
cuenta con buzones 
0 0 360 100% 
La Gerencia de Fiscalización y control, 
cuenta con formatos de aviso 
0 0 360 100% 
La Gerencia de Fiscalización y control, 
cuenta con línea telefónica para que 
denuncie los ciudadanos 
360 100% 0 0 
 
 



























ANÁLISIS DE LOS FORMATOS Y OTROS QUE "SE 
REQUIERE PARA LA APLICACIÓN DE LA ORDENANZA 






       INTERPRETACIÓN 
Según se muestra de los 360 expedientes analizados, en el 100% SI 
cuenta con “formato de acta de fiscalización” (Ordenanza Municipal N° 10-
2011) y el 0% NO, en el 100% NO reúne “con los requisitos establecidos en 
la Ley” (Ordenanza Municipal N° 10-2011); dichos formatos de actas de 
fiscalización y el 0% SI. Además en el 21.67% SI cuenta con formato de 
resolución de sanción y el 78.33% NO, en el 100% NO reúne “con los 
requisitos establecidos en la Ley” (Ordenanza Municipal N° 10-2011); 
dichos “formatos de resolución de sanción” (Ordenanza Municipal N° 10-
2011) y el 0% SI. Asimismo el 100% NO cuenta con tabla o cuadro de 
gastos de la efectivización de la clausura de establecimiento o local y el 0% 
SI. El 100% NO cuenta con buzones “la Gerencia de Fiscalización y 
Control” (Municipalidad Provincial de San Román, 2017) y el 0% SI. 
Además el 100% NO cuenta con formatos de aviso la Gerencia de 
Fiscalización y Control y el 0% SI, asimismo el 100% SI cuenta con línea 







6.2. RESULTADOS DE LA VARIABLE DEPENDIENTE 
 
La variable dependiente es “un cuestionario”, con el propósito de recabar 
información referida al derecho a la tranquilidad establecida en “el artículo 2 
inciso 22 de la Constitución Política del Perú” (Constitución Política del 
Perú, 1993), mediante la aplicación de la Ordenanza Municipal N° 10-2011, 
en la ciudad de Juliaca. 
 
1. ¿En el lugar donde resides con tu familia gozan del “derecho a la 
tranquilidad de acuerdo a lo establecido a la Constitución Política de Perú” 
(Constitución Política del Perú, 1993)?. 
 
TABLA  23 
 
SI P% NO P% TOTAL TOTAL% 

























Del 100% de encuestados, se observa de la muestra en estudio, que el 
7.29% SI gozan del derecho a la tranquilidad en el lugar donde residen con 






DONDE RESIDES CON TU FAMILIA ¿GOZAN 






2. ¿En el lugar donde resides con tu familia existe miedo, temor de seguir 
viviendo en dicho lugar? 
TABLA 24 
SI P% NO P% TOTAL TOTAL% 











DONDE RESIDES CON TU FAMILIA ¿EXISTE 









Del 100% de encuestados, se observa de la muestra en estudio, opinan el 
93.75% SI existe miedo y temor de seguir viviendo en el lugar donde reside 























3. ¿En el lugar donde resides con tu familia existe establecimientos que 
funcionan afectando “el orden público, buenas costumbres y la seguridad 
ciudadana” (Ordenanza Municipal N° 10-2011)? 
TABLA 25 
SI P% NO P% TOTAL TOTAL% 










Del 100% de encuestados, se observa de la muestra en estudio, opinan que 
el 96.88% SI existe establecimientos que funcionan afectando “el orden 
público, buenas costumbres y la seguridad ciudadana” (Ordenanza Municipal 






DONDE RESIDES CON TU FAMILIA ¿EXISTEN 
ESTABLECIMIENTOS QUE FUNCIONAN AFECTANDO "EL 
ORDEN PÚBLICO, BUENAS COSTUMBRES Y LA 







4. ¿Sabe Ud., si en la ciudad de Juliaca existe establecimientos que funcionan 
afectando “el orden público, buenas costumbres y la seguridad ciudadana” 




SI P% NO P% TOTAL TOTAL% 
375 97.66% 9 2.34% 384 100% 
 
FUENTE: CUESTIONARIO 











EXISTENCIA DE ESTABLECIMIENTOS QUE 
FUNCIONAN AFECTANDO EL ORDEN PÚBLICO, 
BUENAS COSTUMBRES Y LA SEGURIDAD 









Del 100% de encuestados, se observa de la muestra en estudio, opinan; el 
97.66% SI existen establecimientos que funcionan afectando “el orden 
público, buenas costumbres y la seguridad ciudadana” (Ordenanza Municipal 
N° 10-2011) en Juliaca, mientras que el 2.34% NO.  
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5. Ha puesto la denuncia ante “la Gerencia de Fiscalización y Control el 
funcionamiento de los establecimientos que atentan contra el orden público, 




SI P% NO P% TOTAL TOTAL% 













HA PUESTO LA DENUNCIA ANTE "LA GERENCIA DE 
FISCALIZACIÓN Y CONTROL EL FUNCIONAMIENTO DE 
LOS ESTABLECIMIENTOS QUE ATENTAN CONTRA EL 
ORDEN PÚBLICO, BUENAS COSTUMBRES Y LA 









Del 100% de encuestados, se observa de la muestra en estudio, señalan 
que el 57.81% SI han puesto la denuncia ante “la Gerencia de Fiscalización 
y Control el funcionamiento de los establecimientos que atentan contra el 
orden público, buenas costumbres y la seguridad ciudadana” (Ordenanza 




6. ¿Sabe Ud., que existe buzones, línea telefónica para denunciar “el 
funcionamiento de establecimientos que atentan contra el orden público, 




SI P% NO P% TOTAL TOTAL% 













EXISTE BUZONES, LÍNEA TELEFÓNICA PARA 
DENUNCIAR "EL FUNCIONAMIENTO DE 
ESTABLECIMIENTOS QUE ATENTAN CONTRA 
EL ORDEN PÚBLICO, BUENAS COSTUMBRES Y 









Del 100% de encuestados, se observa de la muestra en estudio, opinan, el 
8.33% SI saben que existe buzones, línea telefónica para denunciar “el 
funcionamiento de establecimientos que atentan contra el orden público, 
buenas costumbres y la seguridad ciudadana” (Ordenanza Municipal N° 10-
2011), mientras que el 91.67% NO.  
169 
 
7. ¿Sabe Ud., si “la Municipalidad Provincial de San Román de Juliaca cuenta 
con la Gerencia de Fiscalización y Control” (Ordenanza Municipal N° 10-
2011)? 
TABLA 29 
SI P% NO P% TOTAL TOTAL% 









Del 100% de encuestados, se observa de la muestra en estudio, opinan, el 
92.71% SI saben que “la Municipalidad Provincial de San Román de Juliaca 
cuenta con la Gerencia de Fiscalización y Control” (Ordenanza Municipal N° 





CUENTA "LA MUNICIPALIDAD PROVINCIAL DE 
SAN ROMÁN DE JULIACA CON LA GERENCIA 







8. ¿Sabe Ud., que existe la Ordenanza Municipal 10-2011 por el que “la 
Municipalidad Provincial de San Román-Juliaca mediante la Gerencia de 
Fiscalización y Control impone sanciones inmediatas a establecimientos que 
funcionan sin contar con licencia municipal de funcionamiento, 
CLAUSURÁNDOLO, MULTANDO E INCAUTANDO LOS BIENES a dichos 
establecimientos” (Ordenanza Municipal N° 10-2011).? 
TABLA 30 
SI P% NO P% TOTAL TOTAL% 










SABE DE LA EXISTENCIA DE  LA ORDENANZA MUNICIPAL 10-2011 POR EL QUE LA 
MUNICIPALIDAD PROVINCIAL DE SAN ROMÁN-JULIACA MEDIANTE LA GERENCIA 
DE FISCALIZACIÓN Y CONTROL IMPONE SANCIONES INMEDIATAS A 








Del 100% de encuestados, se observa de la muestra en estudio, opinan, el 
92.45% SI saben que existe la Ordenanza Municipal 10-2011 por el que “la 
Municipalidad Provincial de San Román-Juliaca mediante la Gerencia de 
Fiscalización y Control impone sanciones inmediatas a establecimientos que 
funcionan sin contar con licencia municipal de funcionamiento, 
CLAUSURÁNDOLO, MULTANDO E INCAUTANDO LOS BIENES a dichos 


















9. ¿Sabe Ud., si “la Gerencia de Fiscalización y Control ha clausurado y 
multado los establecimientos que funcionaba sin licencia municipal de 
funcionamiento” (Ordenanza Municipal N° 10-2011).?. 
TABLA 31 
SI P% NO P% TOTAL TOTAL% 














SABE UD., SI "LA GERENCIA DE FISCALIZACIÓN Y 
CONTROL HA CLAUSURADO Y MULTADO LOS 
ESTABLECIMIENTOS QUE FUNCIONABA SIN LICENCIA 









Del 100% de encuestados, se observa de la muestra en estudio, opinan, el 
26.82% SI saben que “la Gerencia de Fiscalización y Control ha clausurado 
y multado los establecimientos que funcionaba sin licencia municipal de 





10. ¿Sabe Ud., si “la Gerencia de Fiscalización y Control ha incautado bienes 
de los establecimientos que funcionaban sin licencia municipal de 
funcionamiento” (Ordenanza Municipal N° 10-2011).?. 
TABLA 32 
SI P% NO P% TOTAL TOTAL% 















SABE UD., SI LA GERENCIA DE FISCALIZACIÓN Y 
CONTROL HA INCAUTADO BIENES DE LOS 
ESTABLECIMIENTOS QUE FUNCIONABAN SIN 








Del 100% de encuestados, se observa de la muestra en estudio, opinan, el 
91.41% SI saben que la Gerencia de Fiscalización y Control ha incautado 
bienes de los establecimientos que funcionaban sin licencia municipal de 




11. ¿Han sido rematados los bienes incautados de los establecimientos que 
funcionaban sin licencia municipal de funcionamiento?. 
TABLA 33 
SI P% NO P% TOTAL TOTAL% 









Del 100% de encuestados, se observa de la muestra en estudio, opinan, el 
0.52% SI saben que han sido rematados los bienes incautados de los 
establecimientos que funcionaban sin licencia municipal de funcionamiento, 





HAN SIDO REMATADOS LOS BIENES INCAUTADOS DE 
LOS ESTABLECIMIENTOS QUE FUNCIONABAN SIN 






12. ¿En el lugar donde reside con su familia, los establecimientos que funcionan 
sin autorización municipal,  han sido clausurados, multados e incautados en 
aplicación de la Ordenanza Municipal 10-2011?. 
 
TABLA 34 
SI P% NO P% TOTAL TOTAL% 














EN EL LUGAR DONDE RESIDE CON SU FAMILIA, LOS 
ESTABLECIMIENTOS QUE FUNCIONAN SIN 
AUTORIZACIÓN MUNICIPAL,  HAN SIDO 
CLAUSURADOS, MULTADOS E INCAUTADOS EN 








Del 100% de encuestados, se observa de la muestra en estudio, opinan, el 
21.61% SI saben que en el lugar donde reside con su familia, los 
establecimientos que funcionan sin autorización municipal,  han sido 
clausurados, multados e incautados en aplicación de la Ordenanza 




13. Sabe Ud., Si luego de la aplicación de dichas sanciones (clausura, multa e 
incautación) establecidas en la Ordenanza Municipal 10-2011, los 
propietarios del inmueble donde funciona dicho negocio, el propietario del 
negocio o conductor del negocio, ¿HAN CERRADO DEFINITIVAMENTE 
DICHO NEGOCIO? 
TABLA 35 
SI P% NO P% TOTAL TOTAL% 










SABE UD., SI LUEGO DE LA APLICACIÓN DE DICHAS SANCIONES 
(CLAUSURA, MULTA E INCAUTACIÓN) ESTABLECIDAS EN LA 
ORDENANZA MUNICIPAL 10-2011, LOS PROPIETARIOS DEL 
INMUEBLE DONDE FUNCIONA DICHO NEGOCIO, EL PROPIETARIO 








Del 100% de encuestados, se observa de la muestra en estudio, opinan, el 
0.26% SI saben que luego de la aplicación de dichas sanciones (clausura, 
multa e incautación) establecidas en la Ordenanza Municipal 10-2011, los 
propietarios del inmueble donde funciona dicho negocio, el propietario del 
negocio o conductor del negocio, han cerrado definitivamente dicho negocio, 




14. Sabe Ud., Si luego de la aplicación de dichas sanciones (clausura, multa e 
incautación) establecidas en la Ordenanza Municipal 10-2011, los 
propietarios del inmueble donde funciona dicho negocio, el propietario del 
negocio o conductor del negocio, ¿HAN REABIERTO DICHOS 
NEGOCIOS? 
TABLA 36 
SI P% NO P% TOTAL TOTAL% 










SABE UD., SI LUEGO DE LA APLICACIÓN DE DICHAS SANCIONES 
(CLAUSURA, MULTA E INCAUTACIÓN) ESTABLECIDAS EN LA 
ORDENANZA MUNICIPAL 10-2011, LOS PROPIETARIOS DEL 
INMUEBLE DONDE FUNCIONA DICHO NEGOCIO, EL PROPIETARIO 








Del 100% de encuestados, se observa de la muestra en estudio, opinan, el 
99.74% SI saben que luego de la aplicación de dichas sanciones (clausura, 
multa e incautación) establecidas en la Ordenanza Municipal 10-2011, los 
propietarios del inmueble donde funciona dicho negocio, el propietario del 
negocio o conductor del negocio, han reabierto dichos negocios, mientras 




15. ¿Sabe Ud., si la Municipalidad Provincial de San Román de Juliaca tiene la 
OFICINA DE EJECUCIÓN COACTIVA? 
TABLA 37 
SI P% NO P% TOTAL TOTAL% 










Del 100% de encuestados, se observa de la muestra en estudio, opinan, el 
96.09% SI saben que la Municipalidad Provincial de San Román de Juliaca 






SABE UD., SI LA MUNICIPALIDAD PROVINCIAL 







16. ¿Sabe Ud., si se han rematado las viviendas donde funcionaban 
establecimientos sin autorización municipal? 
 
TABLA 38 
SI P% NO P% TOTAL TOTAL% 









Del 100% de encuestados, se observa de la muestra en estudio, opinan, el 
100% NO saben que se han rematado las viviendas donde funcionaban 





SABE UD., SI SE HAN REMATADO LAS VIVIENDAS 














      7.1. PRESUPUESTO. 
En ésta sección se ubica aspectos administrativos del proyecto, 
donde se presentan la financiación, total o parcial. 
 
  RECURSOS HUMANOS. 
NOMINACIÓN FUNCIONES PERIODO 
REMUNERACIÓN  
MENSUAL TOTAL 










del estudio S/. 600.00 S/. 4200.00 












parciales  S/. 200.00 S/. 700.00 













2. Alquiler de libros, 
fotocopias, impresiones  
      S/. 200.00 
S/.  800.00 
3. Material de escritorio. 









S/.  215.00 
S/.  200.00 
S/.  300.00 
6. Suministros. 
7. CDs.  





       S/.   0.50 
S/. 60.00 
S/.    80.00 
S/.    10.00 
S/.    60.00 








POR UNIDAD TOTAL 
1. Movilidad 
o Local 
o Pasajes  
 
2. Viáticos 











S/   30.00 
 
S/   50.00 










Resumen de los aspectos financieros es el siguiente: 
 
PARTIDA RUBRO MONTO 
01 Bienes S/.  1865.00 
02 Servicios  S/.  4314.00 
03 Imprevistos   S/.    500.00 
 TOTAL S/.  6,679.00 
 
7.2. FUENTE DE FINANCIAMIENTO. 
 
El presente trabajo de investigación se realizará con recursos propios del 









4. Procesamiento de 
datos 

















S/  40.00 
S/  20.00 











TOTAL S/. 4314.00 
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7.3. CRONOGRAMA DE ACTIVIDADES 
Para la programación de la investigación se dará inicio el mes de junio y 
la elaboración del informe de investigación culminará el mes de mayo del 
2017, según el siguiente cronograma de actividades: 
ACTIVIDADES 
2016 2017 
Noviembre Diciembre Enero Febrero Marzo Abril Mayo 
1 2 3 4 1 2 3 4 1 2 3 4 1 2 3 4 1 2 3 4 1 2 3 4 1 2 3 4 
1. Identifican del tema                             
2. Planteamiento del 
problema 
    
                        
3. Elaboración de la 
operacionalización de 
las variable 
    
                        
4. Formulación de 
objetivos y la 
justificación 
    
                        
5. Construcción del 
marco teórico  
    
                        
6. Formulación de la 
hipótesis y marco 
metodológico 
    
                        
7. Aplicación de 
técnicas e 
instrumentos de 
recolección de datos 
    
                        
8. Procesamiento e 
interpretación  de 
datos 
    
                        
9. Formulación de 
conclusiones y 
recomendaciones. 
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10. Redacción del 
informe 
    
                        
11. Presentación del 
informe final 
    
                        
12. Revisión del 
informe 
    


























PRIMERA: Que del 100% de expedientes analizados (360 expedientes 
administrativos) existe una aplicación incorrecta de la Ordenanza 
Municipal N° 10-2011 e incumplimiento de funciones establecidas 
en el Reglamento de Organización y funciones (ROF-MPSRJ) por 
parte de los Funcionarios y servidores públicos que laboran en la 
Gerencia de Fiscalización y Control de la Municipalidad Provincial 
de San Román-Juliaca, por lo que la Sub Gerencia de 
Operaciones y Fiscalización en un 99.44% no ha notificado la 
resolución de sanción, la Sub Gerencia de Difusión Investigación 
y Sanciones no ha realizado la investigación previa a la 
intervención en el 100% y sólo en el 8.61% investigó luego de 
intervención de los establecimientos que funcionan sin contar con 
licencia de funcionamiento, y la Gerencia de Fiscalización y 
Control en el 100% no ha requerido la información a la Gerencia 
de Desarrollo Económico respecto a los expedientes analizados, y 
en el 100% de expedientes no existe documento de función 





SEGUNDA: Que del 100% de expedientes analizados no se ha aplicado 
correctamente las disposiciones establecidas en  la Ley N° 27444 
Ley de Procedimiento Administrativo General, siendo que en el 
98.61% de las actas de fiscalización no se ha notificado conforme 
a Ley y el 100 % de las resoluciones de sanción no se ha 
notificado de acuerdo a la Ley ni se ha llenado correctamente las 
resoluciones de sanción existentes (los mismos equivalen al 
21.67% de resoluciones de sanción existentes de la totalidad de 
los 360 expedientes analizados) 
 
TERCERA: “La Gerencia de Fiscalización y Control de la Municipalidad 
Provincial de San Román-Juliaca” (Municipalidad Provincial de 
San Román, 2017), no ha realizado el debido procedimiento 
dentro de las facultades establecidas en la Ordenanza Municipal 
N° 10-2011 y normas legales vigentes, tal es así que se había 
dispuesto la incautación de bienes sin previamente haberse 
emitido la resolución de sanción correspondiente, el mismo que 
asciende al 56.67% el cual equivale a 204 expedientes 
administrativos, de los 100% de los expedientes analizados (360 
expedientes administrativos) y en el 100% de resoluciones de 
sanción donde se ha dispuesto la Clausura definitiva no se ha 
hecho uso de la soldadura de puertas y ventanas de acceso, solo 
en el 0.83% se ha dispuesto el tapiado de ladrillo y concreto, a 
pesar de ser medios que permite para la efectivización de la 




10-2011, realizándose en el 100% solo el pegado de carteles. 
Asimismo en el 100% de expedientes que cuentan con resolución 
de sanción, solo el 0.28% ha cumplido con la sanción de clausura 
definitiva y multa impuesta, y los demás han reabierto dichos 
establecimientos y no han cumplido con las sanciones impuestas, 
ante el cual la Gerencia de Fiscalización y Control no ha puesto 
en conocimiento de los mismos a Procuraduría Municipal de la 
Municipalidad Provincial de San Román-Juliaca ni al Ministerio 
Público, a fin de que se inicie las acciones legales 
correspondientes, además no se ha remitido dichos expedientes a 
Ejecución Coactiva para la ejecución forzada de las sanciones 
impuestas, previo cumplimiento de las leyes vigentes. 
 
CUARTA: Que en el 100% de expedientes analizados, los formatos de acta de 
fiscalización, resolución de sanción y acta de incautación no han 
sido llenados correctamente ni se encuentran dentro de los 
parámetros establecidos en la Ordenanza Municipal N° 10-2011 y 
normas legales vigentes, asimismo el formato de acta de 
fiscalización y Resolución de sanción aprobados para la 
aplicación de la Ordenanza Municipal N° 10-2011 no reúne con 
los requisitos establecidos en la Ley (ver anexos) al igual que el 
acta de incautación (ver anexos) y no se cuenta con tabla o 
cuadro de gastos de la efectivización de la clausura de 
establecimiento o local, ni buzones ni mucho menos formatos de 





QUINTA: Que la ciudadanía que vive dentro de la jurisdicción de nuestra 
ciudad de Juliaca, el 92.71% manifiestan que no gozan del 
derecho a la tranquilidad que la Constitución Política del Perú 
reconoce como un derecho fundamental de la persona, siendo 
competentes para garantizar con relación a establecimientos que 
funcionan sin tener licencia de funcionamiento afectando el orden 
público, buenas costumbres y la seguridad ciudadana, la 
Municipalidad Provincial de San Román-Juliaca mediante sus 
dependencias correspondientes (Gerencia de Fiscalización y 
Control y Ejecución Coactiva; dentro las funciones que les 
correspondan de acuerdo a Ley), por lo que el 97.66% de 
encuestados señala la existencia de los mismos, muy a pesar que 
se tiene conocimiento que la Municipalidad Provincial de San 
Román-Juliaca cuenta con la Gerencia de Fiscalización y Control; 
el mismo ha sido señalado por el 92.71% de encuestados, por lo 
que el 73.28% señala que dicha dependencia no ha clausurado ni 
multado a dichos establecimientos. 
 
SEXTA: Que el 91.41% de encuestados señalan que la Gerencia de 
Fiscalización y Control de la Municipalidad Provincial de San 
Román-Juliaca ha incautado bienes de establecimientos que 
funcionaban sin licencia municipal de funcionamiento; los mismos 
no han sido rematados, más por el contrario el 99.74% de 




cumplido con las sanciones impuestas y han reabierto dichos 
establecimientos y a pesar de existir Ordenanza Municipal y 
dependencias en la entidad para hacer cumplir los mismos, y el 
100% de encuestados señalan que no se ha rematado ninguna 


























PRIMERA: Se recomienda que la Municipalidad Provincial de San Román-
Juliaca, realice cursos y/o charlas de inducción sobre el 
procedimiento establecido en la Ordenanza Municipal N° 10-2011 
en concordancia con las funciones establecidas en el Reglamento 
de Organización y funciones (ROF-MPSRJ) y las responsabilidades 
administrativas que establece la Ley N° 27444 Ley de 
Procedimiento Administrativo General, a los funcionarios y 
servidores públicos que laboran en la Gerencia de Fiscalización y 
Control de la Municipalidad Provincial de San Román-Juliaca, 
respecto a correcta la aplicación de la Ordenanza Municipal N° 10-
2011 y cumplimiento de funciones según los documentos de 
gestión vigentes dentro de la entidad (ROF-MPSRJ). 
 
SEGUNDA: Se recomienda que la Municipalidad Provincial de San Román-
Juliaca, mediante la Gerencia de Fiscalización y Control, realice 
talleres de capacitación a los funcionarios y servidores públicos que 
laboran en dicha dependencia, relacionado a disposiciones 




Administrativo General, respecto a notificaciones, y luego del 
mismo; deberá realizarse la evaluación respectiva a fin de 
establecer y verificar los fines y objetivos de dichos talleres, y en 
caso de tener un porcentaje (%) de no comprensión, incidir en los 
mismos hasta cumplir con los objetivos planteados, en vista que en 
todo procedimiento administrativo una de las bases fundamentales 
es la realización de una debida notificación, a fin de cumplir con los 
objetivos de la Ordenanza Municipal N° 10-2011, y se elabore el 
formato único de notificación de la Municipalidad Provincial de San 
Román-Juliaca, para procedimientos administrativos sancionadores 
respecto a la comisión de infracciones administrativas establecidas 
en Ordenanzas Municipales. 
 
TERCERA: Se recomienda que la Municipalidad Provincial de San Román-
Juliaca, realice charlas de inducción sobre el debido procedimiento 
establecido en la Ley y los requisitos que debe cumplir los 
expedientes administrativos iniciados en virtud a la Ordenanza 
Municipal N° 10-2011, a los funcionarios y servidores que laboran 
en la Gerencia de Fiscalización y Control de la Municipalidad 
Provincial de San Román-Juliaca, a fin de que los mismos deban 
ser remitidos a ejecución coactiva para su ejecución ante el 
incumplimiento de las sanciones pecuniarias. 
 
CUARTA: Se recomienda que la Municipalidad Provincial de San Román-




las iniciativas de nuevo formato de acta de fiscalización, formato de 
resolución de sanción y formato de acta de incautación, los mismos 
que deberá cumplir con los requisitos establecidos por la Ley, al 
igual que la tabla o cuadro de gastos de la efectivización de la 
clausura de establecimiento o local y formatos de aviso en 
cumplimiento de lo establecido en la Ordenanza Municipal N° 10-
2011, los mismos que deberá ser aprobados conforme a Ley e 
implementar buzones, para una efectiva aplicación de la 
Ordenanza Municipal N° 10-2011. Por lo que como sugerencia se 
adjunta propuestas de formato de acta de fiscalización, formato de 
resolución de sanción, formato de acta de incautación (Ver anexos) 
 
QUINTA: Se recomienda que la Municipalidad Provincial de San Román-
Juliaca, realice cursos y/o talleres de inducción a los funcionarios 
y/o servidores públicos que laboran en la Gerencia de Fiscalización 
y Control, respecto al correcto llenado del formato de acta de 
fiscalización, formato de resolución de sanción y formato de acta de 
incautación, a fin de efectivizar la aplicación de la Ordenanza 
Municipal N° 10-2011 y velar por el derecho a la tranquilidad que 
tenemos todos los ciudadanos que vivimos dentro de la jurisdicción 
de  Juliaca, frente a establecimientos que vienen funcionando sin 
contar con licencia de funcionamiento, el cual es competencia del 
gobierno local, en el presente caso representado por la 





SEXTA: Se recomienda que la Municipalidad Provincial de San Román-Juliaca, 
mediante la Gerencia de Fiscalización y Control, solicite la 
incorporación en el segundo párrafo del inciso 3 del artículo 7° de 
la Ordenanza Municipal N° 10-2011; la continuidad de las 
infracciones, a fin de que se imponga sanciones pecuniarias a los 
establecimientos que funcionan sin licencia de funcionamiento, 
quienes pese a las sanciones pecuniarias impuestas continúan 
infringiendo normas de cumplimiento obligatorio el cual es tener 
previamente la licencia de funcionamiento, por lo que en dichos 
casos se sugiere que la sanción pecuniaria a imponerse sea el 
15% de UIT y no se espere el consentimiento de la primera sanción 
pecuniaria, es decir de las 10 UIT, por ende ante el incumplimiento 
del mismo poder remitir a Procuraduría Municipal y/o Ministerio 
Público la copia fedatada y/o certificada de los dichos expedientes 
administrativos, e iniciarse las denuncias penales correspondientes 
por desobediencia a la autoridad. Además deberá derogarse el 
segundo párrafo del artículo 4° de la Ordenanza Municipal N° 10-
2011 que señala “… conforme a Ley, no es de aplicación para las 
solicitudes de licencia de funcionamiento referidos en al párrafo 
anterior, el silencio administrativo positivo…”. Por lo que como 
sugerencia se adjunta la propuesta de modificatoria de la 
Ordenanza Municipal N° 10-2011 a fin de que se incorpore la 
continuidad de infracciones y derogación del segundo párrafo del 
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 ANEXO 02 
GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
 
 
1. DATOS DE IDENTIFICACIÓN  
 
DATOS DE IDENTIFICACIÓN DEL PROPIETARIO DEL INMUEBLE:   SI     NO 
 
Sexo:  Mujer                REGISTRA DNI: SI           NO     
Varón       REGISTRA DNI: SI           NO     
 
DATOS DE IDENTIFICACIÓN DEL PROPIETARIO DEL NEGOCIO:    SI     NO 
 
Sexo:  Mujer               REGISTRA DNI: SI           NO     
Varón      REGISTRA DNI: SI           NO     
 
DATOS DE IDENTIFICACIÓN DEL CONDUCTOR DEL NEGOCIO:    SI      NO 
 
Sexo:  Mujer               REGISTRA DNI: SI           NO     
Varón      REGISTRA DNI: SI           NO     
 
2. RUBROS Y/O DESTINATARIOS INTERVENIDOS POR LA 
MUNICIPALIDAD, EN APLICACIÓN DE LA ORDENANZA MUNICIPAL N° 
10 -2011. 





 Salón de baile 
 Casino 
 Salón de 
juegos de azar 
 Salón de 
máquinas 
tragamonedas 




 Night club 

























 ACTIVIDADES SI NO 
3. DESARROLLO DE LABORES 
Sub Gerencia de 
Operaciones y 
fiscalización 
Existen documentos en el expediente respecto 
a las actividades de control a través de la 
detección de infracciones. 
  
Existen documentos respecto a la Notificación 
de hallazgos de infracciones. 
  
Existe documentos en el expediente respecto a 
la Coordinación con las Gerencias 
correspondientes y con los órganos 
competentes, la realización de operativos que 
resulten necesarios para asegurar el respeto y 
cumplimiento de las disposiciones municipales 
  
Notifica las Resoluciones de Sanción   




Previo a la intervención investiga   
Luego de la Intervención investiga   




Cumple con los requisitos que establece la Ley   
Llenado del acta 
de fiscalización  
Está llenado correctamente   
5. RESOLUCIÓN DE SANCIÓN 
Existe Resolución de Sanción   
Está llenado correctamente la Resolución de Sanción   
6. ACTA DE INCAUTACIÓN 
Existe acta de incautación   





7. VULNERACIÓN DEL OBJETO DE LA ORDENANZA MUNICIPAL N° 10-
2011 
Orden Publico   
Buenas Costumbres   
Seguridad ciudadana   
No especifica   
Señala todos (Orden público, Buenas Costumbres, Seguridad 
Ciudadana) 
  
8. SANCIONES IMPUESTAS 
Clausura Definitiva  
 
 
Incautación   
Ninguna   
9. IDENTIFICACIÓN DE RESPONSABLES PARA SER SANCIONADOS  
Propietario del inmueble   
Conductores del negocio   
Propietario del negocio    
9.1. SANCIONADOS 
Propietario del inmueble   
Conductores del negocio   
Propietario del negocio    
10. NOTIFICACIÓN DE SANCIONADOS 
Propietario del inmueble 
Existe notificación al 
propietario del inmueble 
  
Dicha notificación se 
encuentra conforme a Ley 
  
Conductores del negocio 
Existe notificación al 
conductor (res) del negocio 
  
Dicha notificación se 
encuentra conforme a Ley 
  
Propietario del negocio 
Existe notificación al 
propietario del negocio 
  
Dicha notificación se 
encuentra conforme a Ley 
  
11. CUMPLIMIENTO DE SANCIONES POR LOS SANCIONADOS 
Propietario del inmueble 
Clausura Definitiva  
 
 
Multa   
Conductores del negocio 
Clausura Definitiva   
Multa   
Propietario del negocio 
Clausura Definitiva   





16. ANÁLISIS DE LOS FORMATOS Y OTROS QUE SE REQUIERE PARA 
LA APLICACIÓN DE LA ORDENANZA MUNICIPAL N° 10-2011 
FORMATOS Y OTROS SI NO 
Cuenta con acta de fiscalización   
Dicha acta de fiscalización reúne con los requisitos que exige la 
ley 
  
Cuenta con resolución de sanción   
Dicha resolución de sanción reúne con los requisitos que exige 
la ley 
  
Cuenta con tabla o cuadro de gastos de la efectivización de la 
clausura de establecimiento o local 
  
Cuenta con buzones   
Cuenta con formatos de aviso   
Cuenta con línea telefónica para que denuncie los ciudadanos   
 
12. Uso de medios físicos y mecánicos usados para la clausura definitiva 
Tapiado de ladrillo y concreto   
Soldadura de puertas y ventanas de acceso   
Pegado de carteles   
13. Acciones tomadas ante el incumplimiento de la clausura 
definitiva 
Remisión a Procuraduría Municipal para la denuncia 
correspondiente 
  
Interposición de denuncia ante el Ministerio Público   
14. Debido procedimiento 
Aplicación de la Ordenanza Municipal N° 10-2011    
Requerimiento de información a Gerencia de Desarrollo 
económico respecto a que si cuenta o no con licencia de 
funcionamiento  
  
Cumplimiento de funciones de cada Sub Gerencia con la que 
cuenta la Gerencia de Fiscalización y Control de la MPSRJ, según 
las funciones establecidas en el ROF 
  
Cumplimiento de funciones del personal 
que labora en la Gerencia de 
Fiscalización y Control de la MPSRJ, 
según las funciones encomendadas, por 
el superior jerárquico 
Existe en el 
expediente, 
documento de función 
encomendada. 
  
Cumplimiento de funciones de la Gerencia de Fiscalización y 
Control de la MPSRJ, según las funciones establecidas en el ROF 
y O.M. 10-2011 
  
15. Ejecución Coactiva 







OBJETIVO: La presente encuesta tiene como propósito recabar información 
referida al respeto del DERECHO A LA TRANQUILIDAD establecida en el 
artículo 2 inciso 22 de la Constitución Política del Perú, mediante la aplicación 
de la Ordenanza Municipal 10-2011, en la ciudad de Juliaca 
 
INSTRUCCIONES: Estimado (a) a continuación presentamos una relación de 
preguntas y marque con una “X” en el recuadro según corresponda. Se tiene 
presente que TUS RESPUESTAS SON ESTRICTAMENTE ANÓNIMA. 
Rogamos que seas sincero al momento de marcar la alternativa de respuesta. 
 
1. ¿En el lugar donde resides con tu familia gozan del derecho a la 
tranquilidad de acuerdo a lo establecido a la Constitución Política de 
Perú?. 
Si   NO   
 
2. ¿En el lugar donde resides con tu familia existe miedo, temor de seguir 
viviendo en dicho lugar? 
Si   NO   
 
3. ¿En el lugar donde resides con tu familia existe establecimientos que 
funcionan afectando el orden público, buenas costumbres y la seguridad 
ciudadana? 





4. ¿Sabe Ud., si en la ciudad de Juliaca existe establecimientos que 
funcionan afectando el orden público, buenas costumbres y la seguridad 
ciudadana? 
Si     No   
 
5. Ha puesto la denuncia ante la Gerencia de Fiscalización y Control el 
funcionamiento de los establecimientos que atentan contra el orden 
público, buenas costumbres y la seguridad ciudadana? 
Si     No   
 
6. ¿Sabe Ud., que existe buzones, línea telefónica para denunciar el 
funcionamiento de establecimientos que atentan contra el orden público, 
buenas costumbres y la seguridad ciudadana? 
Si     No   
 
7. ¿Sabe Ud., si la Municipalidad Provincial de San Román de Juliaca cuenta 
con la GERENCIA DE FISCALIZACIÓN Y CONTROL? 
Si     No   
 
8. ¿Sabe Ud., que existe la Ordenanza Municipal 10-2011 por el que la 
Municipalidad Provincial de San Román-Juliaca mediante la Gerencia de 
Fiscalización y Control impone sanciones inmediatas a establecimientos 
que funcionan sin contar con licencia municipal de funcionamiento, 
CLAUSURÁNDOLO, MULTANDO E INCAUTANDO LOS BIENES a 
dichos establecimientos? 




9. ¿Sabe Ud., si la Gerencia de Fiscalización y Control ha clausurado y 
multado los establecimientos que funcionaba sin licencia municipal de 
funcionamiento?. 
  Si     No   
 
10. ¿Sabe Ud., si la Gerencia de Fiscalización y Control ha incautado bienes 
de los establecimientos que funcionaban sin licencia municipal de 
funcionamiento?. 
Si     No   
 
11. ¿Han sido rematados los bienes incautados de los establecimientos que 
funcionaban sin licencia municipal de funcionamiento?. 
Si     No   
 
12. ¿En el lugar donde reside con su familia, los establecimientos que 
funcionan sin autorización municipal,  han sido clausurados, multados e 
incautados en aplicación de la Ordenanza Municipal 10-2011?. 
Si     No   
 
13. Sabe Ud., Si luego de la aplicación de dichas sanciones (clausura, multa 
e incautación) establecidas en la Ordenanza Municipal 10-2011, los 
propietarios del inmueble donde funciona dicho negocio, el propietario del 
negocio o conductor del negocio, ¿HAN CERRADO DEFINITIVAMENTE 
DICHO NEGOCIO? 
 





14.  Sabe Ud., Si luego de la aplicación de dichas sanciones (clausura, multa 
e incautación) establecidas en la Ordenanza Municipal 10-2011, los 
propietarios del inmueble donde funciona dicho negocio, el propietario del 
negocio o conductor del negocio, ¿HAN REABIERTOS DICHOS 
NEGOCIOS? 
Si     No   
 
15. ¿Sabe Ud., si la Municipalidad Provincial de San Román de Juliaca tiene 
la OFICINA DE EJECUCIÓN COACTIVA? 
Si     No   
 
16.  ¿Sabe Ud., si se han rematado las viviendas donde funcionaban 
establecimientos sin autorización municipal? 
















































































AUTORIZACIÓN DE APLICACIÓN DE LA GUÍA DE 
























FORMATOS DE ACTAS DE FISCALIZACIÓN 
UTILIZADOS DURANTE LOS AÑOS 2012, 2013, 2014, 
2015 Y HASTA JUNIO 2016, PARA LA APLICACIÓN DE 











ACTA DE FISCALIZACIÓN N°       - 2012-MPSRJ/GEFC 
1. DETALLE DE LA INTERVENCIÓN: Juliaca……./……../………/ Hora………………. 
Nombre del funcionario que interviene:…………………………………………………………… 
Motivo de fiscalización: Se procede a ingresar al establecimiento comercial, verificado y 
preguntado omite lo siguiente: 
(marcar con X), se tipifica la infracción e identifica la multa que le corresponde: 
(A) No cuenta con Licencia de Funcionamiento o no exhibe reglamentariamente su licencia 
Ordenanza municipal Nro. 08-2009 Código 201 Multa 1 UIT S/ 3,700 persona jurídica 
       S/ 1,875 persona natural. 
(B) Por ampliar o cambiar el giro sin autorización. 
Ordenanza municipal Nro. 08-2009 Código 202 Multa 1 UIT S/ 3,700.00 
(C) No contar con Licencia Municipal para la venta de bebidas alcohólicas. 
Ordenanza municipal Nro. 10-2011 Art. 4           Multa 10 UIT S/ 36,700.00 
(D) Carné de sanidad. 
Ordenanza municipal Nro. 08-2009 Código 101 Multa 2% UIT S/ 74.00 
(E) Carecer de servicios higiénicos 
Ordenanza municipal Nro. 08-2009 Código 701 Multa 5% de la UIT S/ 185.00 
(F) Negarse al control municipal 
Ordenanza municipal Nro. 08-2009 Código 103 Multa 6% UIT S/ 222.00 
(G) Permitir el acceso a menores con uniforme, a establecimiento de video juego o Internet 
Ordenanza municipal Nro. 08-2009 Código 207 Multa 4% UIT S/ 148.00 
(H) Por operar establecimientos de pinball, tragamonedas, juegos digitales, y similar sin contar 
con autorización municipal. Ordenanza municipal Nro. 08-2009 Código 209 Multa 2 UIT S/ 
7,400.00 
(I) Por instalar anuncios o propaganda sin autorización municipal en exterior del establecimiento 
Ordenanza municipal Nro. 08-2009 Código 316 Multa 5% UIT S/ 185.00 
(J) Por no contar con certificado de Defensa Civil vigente Ley 28976, D. S. 066-2007 (revocar 
licencia) 
Destinatario de la infracción cometida (tipo de giro o establecimiento)………………………… 
Nombre (de tratarse de persona jurídica consignar)………………………………………………… 
(DNI) o (RUC)……………Ubicación o domicilio comercial del establecimiento…………………… 
OBSERVACIONES:………………………………………………………………………………………
……………………………………………………………………………………………………………… 
2. NOTIFICACIÓN PREVENTIVA: 
Se notifica al conductor del establecimiento: Juliaca …../……/…….a horas…………………….. se 
procede a la notificación de la imputación de la infracción que contiene el presente acta para que 
dentro del plazo de cinco días proceda a efectuar sus descargos, el mismo que fue entregado al 
encargado o al conductor del establecimiento y responde a la persona de: 
………………………………………………………en el domicilio señalado en la presente acta, 







______________________________                       ________________________________ 
GERENCIA DE FISCALIZACIÓN Y CONTROL        FIRMA DEL ADMINISTRADO (o encargado) 
           DNI. 















ACTA DE FISCALIZACIÓN N°       - 2013-MPSRJ/GEFC 
1.  DETALLE DE LA INTERVENCIÓN: Juliaca……./……../………/ Hora………………. 
Nombre del funcionario que interviene:…………………………………………………………… 
Motivo de fiscalización: Se procede a ingresar al establecimiento comercial, verificado y 
preguntado omite lo siguiente: 
(marcar con X), se tipifica la infracción e identifica la multa que le corresponde: 
(K) No cuenta con Licencia de Funcionamiento o no exhibe reglamentariamente su licencia 
Ordenanza municipal Nro. 08-2009 Código 201 Multa 1 UIT S/ 3,700 persona jurídica 
       S/ 1,875 persona natural. 
(L) Por ampliar o cambiar el giro sin autorización. 
Ordenanza municipal Nro. 08-2009 Código 202 Multa 1 UIT S/ 3,700.00 
(M) No contar con Licencia Municipal para la venta de bebidas alcohólicas. 
Ordenanza municipal Nro. 10-2011 Art. 4           Multa 10 UIT S/ 36,700.00 
(N) Carné de sanidad. 
Ordenanza municipal Nro. 08-2009 Código 101 Multa 2% UIT S/ 74.00 
(O) Carecer de servicios higiénicos 
Ordenanza municipal Nro. 08-2009 Código 701 Multa 5% de la UIT S/ 185.00 
(P) Negarse al control municipal 
Ordenanza municipal Nro. 08-2009 Código 103 Multa 6% UIT S/ 222.00 
(Q) Permitir el acceso a menores con uniforme, a establecimiento de video juego o Internet 
Ordenanza municipal Nro. 08-2009 Código 207 Multa 4% UIT S/ 148.00 
(R) Por operar establecimientos de pinball, tragamonedas, juegos digitales, y similar sin contar 
con autorización municipal. Ordenanza municipal Nro. 08-2009 Código 209 Multa 2 UIT S/ 
7,400.00 
(S) Por instalar anuncios o propaganda sin autorización municipal en exterior del establecimiento 
Ordenanza municipal Nro. 08-2009 Código 316 Multa 5% UIT S/ 185.00 
(T) Por no contar con certificado de Defensa Civil vigente Ley 28976, D. S. 066-2007 (revocar 
licencia) 
Destinatario de la infracción cometida (tipo de giro o establecimiento)………………………… 
Nombre (de tratarse de persona jurídica consignar)………………………………………………… 
(DNI) o (RUC)……………Ubicación o domicilio comercial del establecimiento…………………… 
OBSERVACIONES:………………………………………………………………………………………
……………………………………………………………………………………………………………… 
3. NOTIFICACIÓN PREVENTIVA: 
Se notifica al conductor del establecimiento: Juliaca …../……/…….a horas…………………….. se 
procede a la notificación de la imputación de la infracción que contiene el presente acta para que 
dentro del plazo de cinco días proceda a efectuar sus descargos, el mismo que fue entregado al 
encargado o al conductor del establecimiento y responde a la persona de: 
………………………………………………………en el domicilio señalado en la presente acta, 







_________________________________      _________________________________ 
GERENCIA DE FISCALIZACIÓN Y CONTROL        FIRMA DEL ADMINISTRADO (o encargado) 
           DNI. 
             Huella Digital. 
 
_______________________________ 











ACTA DE FISCALIZACIÓN N°                         -2014-MPSR-J/GFC 
Juliaca………………/………../…………. Hora:…………………. 
1.- Nombre del funcionario que interviene:…………………………………………………………… 
2.- Motivo de fiscalización:……………………………………………………………………………… 
……………………………………………………………………………………………………………… 




4.- Ubicación o domicilio comercial del establecimiento……………………………………………… 
……………………………………………………………………………………………………………… 
5.- Descripción de la infracción cometida:……………………………………………………………… 
……………………………………………………………………………………………………………… 
Día:……………………………..Hora……………………………….Lugar……………………………… 
6.- Datos del propietario y descripción del inmueble en caso de responsabilidad solidaria por 
infracciones cometidas en la Ordenanza Municipal Nro. 010-2011……………………………….. 
………………………………………………………………………………………………………………
……………………………………………………………………………………………………………… 
7.- Tipificación de infracción cometida………………………………………………………………… 
……………………………………………………………………………………………………………… 
8.- Identificación de la sanción:………………………………………………………………………….. 




11.- Autoridades que intervienen:……………………………………………………………………… 




FIRMA DEL FUNCIONARIO   FIRMA DEL ADMINISTRADO 
      DNI.____________________ 
  Huella digital 
 
 







ACTA DE FISCALIZACIÓN 
 
En la ciudad de Juliaca, siendo las …..horas del día…de noviembre del año 20… el representante 
de la Gerencia de Fiscalización y Control de la Municipalidad Provincial de San Román-Juliaca 
que suscribe: en mérito a las atribuciones conferidas por ley; se apersono al establecimiento 
ubicado en la Av./Calle/Pasaje/Jr……………………………………………………..  
……………………………………..con el objeto de Fiscalizar el establecimiento o inmueble u otro 
Giro………………………………………………………………………………………………………… 
Para verificar si cumple con las disposiciones Municipales establecidas en el Art. 4° de la 
Ordenanza Municipal N° 010-2011. 
Al momento de la fiscalización se encontró con el: 
Propietario del establecimiento Sr. (a):………………………………………DNI N°………………… 
Conductor del establecimiento Sr. (a)……………………………………….DNI N°………………… 
    Sr. (a)……………………………………….DNI N°………………… 
    Sr. (a)……………………………………….DNI N°………………… 
    Sr. (a)……………………………………….DNI N°………………… 
Propietario del bien Inmueble Sr. (a):………………………………………………DNI N°…………… 
    Sr. (a):………………………………………………DNI N°………… 
En el desarrollo de la Fiscalización, se detectó que el establecimiento…………………………… 
…………………………………………..………………………………………Infracción tipificada en la 
Ordenanza Municipal N° 010-2011, por lo que las sanciones que se imponen a los propietarios 
y/o conductores y/o dueños de los inmuebles, en donde funcionan los negocios, actividades o 
giros que vulneren sus artículos 4° y 5°, pudiéndose aplicar en forma supletoria las Ordenanzas 
Municipales N° 008-2009-MPSRJ-CM y N° 008-2015-MPSR-CM y otros en cuanto fueren 
pertinentes. Infracción que por su naturaleza y/o gravedad, es sancionable. Por lo que, la 
tipificación de infracción cometida es sancionada con…………………………………. 
…………………………………………y una multa de…………. Unidades Impositivas Tributarias, 
equivalentes a S/…………… Por lo que, deberá sancionarse conforme lo establece la Ordenanza 
Municipal Nro. 010-2011, de acuerdo a Ley. 
Concluye la presente diligencia, siendo las………………………………. 
La misma que por su naturaleza y/o gravedad, es sancionable. Por lo que, la tipificación de 
infracción cometida es sancionado con………………………………………………………………… 
……………………………………………………………………………………………………………… 
Por lo que deberá sancionarse conforme lo establece la Ordenanza Municipal Nro. 010-2011, 
conforme a Ley. 




………………………………………………….   ……………………………………………   …..………………………………    
Conductor, Encargado o Representante              Conductor, Encargado o Representante                Conductor, Encargado o Representante
  
NOMBRE…………………………………                               NOMBRE………………………………..                    NOMBRE………………..……………… 
DNI N°….………………………………..                                DNI N°….……………………………..…                    DNI N°………………...………………… 







………………………………………………….   ……………………………………………   …..………………………………    
Conductor, Encargado o Representante              Conductor, Encargado o Representante                Conductor, Encargado o Representante
  
NOMBRE…………………………………                               NOMBRE………………………………..                    NOMBRE………………..……………… 
DNI N°….………………………………..                                DNI N°….……………………………..…                    DNI N°………………...………………… 













ACTA DE FISCALIZACIÓN 
 
En la ciudad de Juliaca, siendo las …..horas del día…de noviembre del año 20… el representante 
de la Gerencia de Fiscalización y Control de la Municipalidad Provincial de San Román-Juliaca 
que suscribe: en mérito a las atribuciones conferidas por ley; se hizo presente en el 
establecimiento ubicado en 
………………………………………………………………………………………………………….. 
Con el objeto de Fiscalizar el establecimiento o inmueble u otro 
Giro…………………………………………………………………………………………………………
………………………………………………… 
Y verificar si cumple con las disposiciones Municipales establecidas en la Ordenanza N° 010-
2011 del Artículo 4° 
En el momento de la fiscalización se encontró con el: 
Propietario del establecimiento Sr. (a):………………………………………DNI…………………… 
Conductor del establecimiento SR. (a)……………………………………….DNI…………………… 
Propietario del Inmueble Sr. (a):………………………………………………DNI……………………. 
En el desarrollo de la Fiscalización, se detectó que………………………………………………... 
…………………………………………..………………………………………………………………….. 
………………………………………...Infracción tipificada en la Ordenanza 010-2011, las 
sanciones que se imponen a los propietarios y/o conductores y/o dueños de los inmuebles donde 
funcionan los negocios, actividades o giros que vulneren el artículo 4° y 5°, y se aplica en forma 
supletoria las Ordenanzas N° 008-2007-MPSRJ y 008-2009-MPSRJ-CM y otros. 
La misma que por su naturaleza y/o gravedad, es sancionable. Por lo que, la tipificación de 
infracción cometida es sancionado con………………………………………………………………… 
……………………………………………………………………………………………………………… 
Por lo que deberá sancionarse conforme lo establece la Ordenanza Municipal Nro. 010-2011, 
conforme a Ley. 
Siendo horas……………………………………..se culmina la diligencia. 
 
 
………………………………………………….   ………………………………………………….   ………………………………    
Conductor, Encargado o Representante      Conductor, Encargado o Representante  FISCALIZADOR 
NOMBRE…………………………………        NOMBRE………………………………… 
DNI/DNI/RUC/OTROS…………………        DNI/DNI/RUC/OTROS……………………… 
CELULAR…………………………………        CELULAR………………………………… 
 
…………………………………………………. 
















FORMATOS DE RESOLUCIÓN DE SANCIÓN, 
UTILIZADOS DURANTE LOS AÑOS 2012, 2013, 2014, 
2015 Y HASTA JUNIO 2016, PARA LA APLICACIÓN DE 
















VISTOS Y CONSIDERANDO: 
PRIMERO: 
Al Estado Peruano mediante el gobierno local, le corresponde ejercer facultades encomendadas 
por la Ley 27972, Ley Orgánica de Municipalidades, dentro de ellas las señaladas en los artículos 
74, 78,y 79, y demás normas, en el marco de esas competencias, han establecido infracciones 
y sanciones de su competencia. 
SEGUNDO: 
Destinatario de la infracción cometida (tipo de giro o establecimiento)……………………………... 
………………………………………………………………………………………………………………. 
………………………………………………………………………………………………………………. 





Datos del propietario del inmueble y descripción de inmueble en caso de responsabilidad 




Tipificación de la infracción cometida…………………………………………………………………… 
………………………………………………………………………………………………………………. 
Tipo de sanción:…………………………………………………………………………………………... 
Monto de la multa (en caso que corresponda)………………………………………………………… 
Incautación: (MARQUE CON UNA X)           SI        NO 









Se notifica al conductor de establecimiento: 
Juliaca……….Se procede a la notificación con la resolución gerencial Nro…….MPSRJ/GEFC. 





FIRMA DE NOTIFICADOR Y O FISCALIZADOR 
 
Además se procede a notificar al propietario del local donde funciona establecimiento: 
Don (a):……………………………………………………………..en el domicilio del Jr. Calle, Psje, 
Lte……………………………………………domicilio en quien (no) (si) firmo la presente. 
 
 














VISTOS Y CONSIDERANDO: 
PRIMERO: 
Al Estado Peruano mediante el gobierno local, le corresponde ejercer facultades encomendadas 
por la Ley 27972, Ley Orgánica de Municipalidades, dentro de ellas las señaladas en los artículos 
74, 78,y 79, y demás normas, en el marco de esas competencias, han establecido infracciones 
y sanciones de su competencia. 
SEGUNDO: 
Destinatario de la infracción cometida (tipo de giro o establecimiento)……………………………... 
………………………………………………………………………………………………………………. 
………………………………………………………………………………………………………………. 





Datos del propietario del inmueble y descripción de inmueble en caso de responsabilidad 




Tipificación de la infracción cometida…………………………………………………………………… 
………………………………………………………………………………………………………………. 
Tipo de sanción:…………………………………………………………………………………………... 
Monto de la multa (en caso que corresponda)………………………………………………………… 
Incautación: (MARQUE CON UNA X)           SI        NO 









Se notifica al conductor de establecimiento: 
Juliaca……….Se procede a la notificación con la resolución gerencial Nro…….MPSRJ/GEFC. 





FIRMA DE NOTIFICADOR Y O FISCALIZADOR 
 
Además se procede a notificar al propietario del local donde funciona establecimiento: 
Don (a):……………………………………………………………..en el domicilio del Jr. Calle, Psje, 
Lte……………………………………………domicilio en quien (no) (si) firmo la presente. 
 
 














VISTOS Y CONSIDERANDO: 
PRIMERO: 
Al Estado Peruano mediante el gobierno local, le corresponde ejercer facultades encomendadas 
por la Ley 27972, Ley Orgánica de Municipalidades, dentro de ellas las señaladas en los artículos 
74, 78,y 79, y demás normas, en el marco de esas competencias, han establecido infracciones 
y sanciones de su competencia. 
SEGUNDO: 
Destinatario de la infracción cometida (tipo de giro o establecimiento)……………………………... 
………………………………………………………………………………………………………………. 
………………………………………………………………………………………………………………. 





Datos del propietario del inmueble y descripción de inmueble en caso de responsabilidad 




Tipificación de la infracción cometida…………………………………………………………………… 
………………………………………………………………………………………………………………. 
Tipo de sanción:…………………………………………………………………………………………... 
Monto de la multa (en caso que corresponda)………………………………………………………… 
Incautación: (MARQUE CON UNA X)           SI        NO 









Se notifica al conductor de establecimiento: 
Juliaca……….Se procede a la notificación con la resolución gerencial Nro…….MPSRJ/GEFC. 





FIRMA DE NOTIFICADOR Y O FISCALIZADOR 
 
Además se procede a notificar al propietario del local donde funciona establecimiento: 
Don (a):……………………………………………………………..en el domicilio del Jr. Calle, Psje, 
Lte……………………………………………domicilio en quien (no) (si) firmo la presente. 
 
 















El Informe N° ……………..expedido por la Sub Gerencia de Investigación Difusión y Sanción de 
fecha………………………y Acta de Fiscalización N° ………..de fecha……………………., Y  
CONSIDERANDO: 
Que, de conformidad a los Artículos 194° y 195° de la Constitución Política del Estado, modificado 
por Ley N° 27680 establece que las Municipalidades Provinciales y Distritales son Órganos de Gobierno 
local, confiriéndoles autonomía política, económica y administrativa en asuntos de su competencia. 
 
Que, de conformidad a la Ley N° 27972 Ley Orgánica de Municipalidades, dentro de ellas señala 
en los artículos 74,78 y 79 y demás normas, en el marco de esas competencias, han establecido 
infracciones sanciones de su competencia. 
 
Que, la Ordenanza Municipal N° 010-2011 de fecha 07 de Octubre del 2011, establece las 
sanciones pecuniarias, las mismas que se encuentran establecidas en el artículo 7° Las sanciones que se 
imponen a los propietarios y/o conductores y/o dueños de los inmuebles en que funcionan los negocios, 
actividades o giros que vulneren los artículos 4° y 5° de estas son las siguientes: Clausura Definitiva, 
Incautación y Multa. Artículo 8° inciso 3 señala consentidas o firmes que quedaran las sanciones impuestas, 
se procederá, de ser el caso a la ejecución forzada de las mismas por parte del Ejecutor Coactivo de la 
Municipalidad Provincial de San Román. 
 
Que, mediante Informe de la Sub Gerencia de Investigación Difusión y Sanción N°……………..de 
fecha……………………, en la que localiza el local clandestino que viene funcionando sin autorización 
alguna. 
 
Y conforme al Acta de Fiscalización N° ……de fecha…………………, se ha consignado que el local 
intervenido no cuenta con Licencia de Funcionamiento, también se consigna los datos de los propietarios 
del establecimiento, conductor y dueño del inmueble y a la aplicación de la sanción pecuniaria conforme al 
Artículo 4° de la Ordenanza N° 010-2011. 
 
Examinando los documentos e Informes, los responsables de dicho establecimiento 
denominado……………………………………………………………………………. 
 
De acuerdo a la Ordenanza Municipal N° 010-2011 son: en calidad de: 
 
Propietario del Establecimiento Sr. (a)…………………………………………DNI N°……………… 
Conductor del Establecimiento Sr. (a)…………………………………………DNI N°……………… 
Propietario del Inmueble Sr. (a)…………………………………………………DNI N°……………… 
quienes son responsables solidarios a la sanción de………………………………………………… 
 
La que se sanciona con multa de……………………………………………………………………….. 
 




PRIMERO: IMPONER la multa de ….Unidades Impositivas Tributarias al establecimiento 
denominado…………………………………………………………………..quienes deberán pagar 
solidariamente, el propietario de establecimiento, el conductor y el propietario del inmueble conforme se 
señala en la Ordenanza Municipal 010-2011. 
 
SEGUNDO: Se dispone…………………………………………………………………………………... 
En cumplimiento del artículo 7° inciso 1, 2 y 3 de la O.M. N° 10-2011 la misma que deberá realizar la 
……………………………………………………………………bajo responsabilidad. 
 
TERCERO. Notifíquese la presente Resolución a los infractores, conforme a ley. 
 
CUARTO: Se DISPONE: Consentida y Firme la presente Resolución, se derivará a la Sub Gerencia de 














El Informe N° ……………..expedido por la Sub Gerencia de Investigación Difusión y Sanción de 
fecha………………………y Acta de Fiscalización N° ………..de fecha……………………., Y ; 
CONSIDERANDO: 
Que, de conformidad a los Artículos 194° y 195° de la Constitución Política del Estado, establece que las 
Municipalidades son los órganos de Gobierno Local, y como tales tienen autonomía política, económica y 
administrativa en asuntos de su competencia, concordante con el Artículo II del Título preliminar de la Ley 
27972. 
Que, la Ley N° 27972 Ley Orgánica de Municipalidades, dentro de ellas señala en los artículos 74,78 y 79 
y demás normas, en el marco de esas competencias, han establecido infracciones sanciones de su 
competencia. 
Que, la Ordenanza Municipal N° 010-2011, establece las sanciones pecuniarias, las mismas que se 
encuentran establecidas en el artículo 7° Las sanciones que se imponen a los propietarios y/o conductores 
y/o dueños de los inmuebles en que funcionan los negocios, actividades o giros que vulneren los artículos 
4° y 5° son las siguientes: Clausura Definitiva, Incautación y Multa. Artículo 8° inciso 2 y 3 señala, la 
resolución de sanción debe ser notificado en el acto a los transgresores y consentidas o firmes que 
quedaran las sanciones impuestas, se procederá, de ser el caso a la ejecución forzada de las mismas por 
parte del Ejecutor Coactivo de la Municipalidad Provincial de San Román. 
Que, mediante Informe N°………………………..de fecha…………………..la Sub Gerencia de Investigación 
Difusión y Sanción, comunica la localización del local clandestino que viene funcionando sin autorización 
alguna. Y conforme al Acta de Fiscalización N° ……de fecha…………………, se ha determinado que el 
local intervenido no cuenta con Licencia de Funcionamiento, también se consigna los datos de los 
propietarios del establecimiento, conductor y dueño del inmueble y a la aplicación de la sanción pecuniaria 
conforme al Artículo 4° de la Ordenanza N° 010-2011. 
Examinando los documentos y/o Informe, los responsables del establecimiento 
denominado…………………………………………………………………………….ubicado en la 
Av./Calle/Pasaje/Jr……………………………………………………..conforme a la Ordenanza Municipal N° 
010-2011 son: en calidad de: 
 
Propietario(s) del Establecimiento Sr. (a)……..………………………………………DNI N°……………… 
Conductor del Establecimiento  Sr. (a)…………………………………..…………DNI N°……………… 
Sr. (a)………………………………………..……DNI N°……………… 
Sr. (a)……………………………………………..DNI N°……………… 
 Sr. (a)…………………………………………….DNI N°……………… 
Propietario del bien inmueble Sr. (a) …………………………………………….DNI N°……………… 
Sr. (a) …………………………………………….DNI N°……………… 
quienes son responsables solidarios a la sanción de………………………………………………… 
 
La que se sanciona con multa de……………………UIT, equivalente a S/.…………………………………… 
 





observancia del artículo 7° inciso 1, 2 y 3 de la Ordenanza Municipal N° 010-2011, la misma que se 
encargará en ejecutar la Sub Gerencia de Operaciones y Fiscalización, bajo responsabilidad. 
SEGUNDO: IMPONER, con multa de ….Unidades Impositivas Tributarias, equivalente a S/. 
…………………al establecimiento…………………………………….ubicado en el Av./Calle/Pasaje/Jr. 
………………………………………………………………… imposición que deberán pagar n forma solidaria, 
el propietario de establecimiento, el conductor y el propietario del inmueble conforme lo dispone la 
Ordenanza Municipal 010-2011. 
TERCERO: DISPONER la notificación de la presente Resolución a los infractores presentes, conforme a 
Ley. 
CUARTO: DISPONER, que, una vez consentida y Firme la Resolución, se remitirá para su ejecución acorde 
a Ley a la oficina de Ejecución Coactiva de la Municipalidad Provincial de San Román – Juliaca. 
QUINTO: SE EXORTA,  a los administrados a que se abstengan de seguir incurriendo en la comisión de la 
infracción sancionada, bajo expreso apercibimiento de remitirse copias a Procuraduría Pública Municipal, 
para que proceda conforme a sus atribuciones. 
 












EVIDENCIA DE LA FORMA DEL LLENADO DE 
FORMATOS DE ACTAS DE FISCALIZACIÓN, PARA LA 










































EVIDENCIA DE LA FORMA DEL LLENADO DE 
FORMATOS DE RESOLUCIÓN DE SANCIÓN, PARA LA 


























EVIDENCIA DE LA FORMA DEL LLENADO DE 
FORMATOS DE ACTA DE INCAUTACIÓN, PARA LA 















EVIDENCIA DE APLICACIÓN DEL INSTRUMENTO GUÍA 











EVIDENCIA DE APLICACIÓN DEL INSTRUMENTO GUÍA 









EVIDENCIA DE APLICACIÓN DEL INSTRUMENTO GUÍA 












EVIDENCIA DE APLICACIÓN DEL INSTRUMENTO GUÍA 












EVIDENCIA DE APLICACIÓN DEL INSTRUMENTO GUÍA 





































































PROPUESTA DE ORDENANZA MUNICIPAL QUE MODIFICA, DEROGA E 
INCORPORA EN LOS ARTÍCULOS ESTABLECIDOS EN LA ORDENANZA 
MUNICIPAL N° 010-2011 “ORDENANZA MUNICIPAL QUE ESTABLECE LA 
IMPOSICIÓN DE SANCIONES INMEDIATAS A ESTABLECIMIENTOS QUE 
FUNCIONAN SIN CONTAR CON LICENCIA MUNICIPAL DE 
FUNCIONAMIENTO Y QUE AFECTAN EL ORDEN PÚBLICO, LAS BUENAS 
COSTUMBRES Y LA SEGURIDAD CIUDADANA” 
 
1.- Modifíquese el segundo párrafo del artículo 1 de la ordenanza municipal N° 
010-2011 que señala “…Las sanciones pecuniarias que se establecen en la presente 
Ordenanza Municipal se imponen en forma solidaria al propietario del establecimiento que 
funciona en forma ilegal, asi como a su conductor y al propietario del inmueble en el que se 
encuentra funcionando…” por lo siguiente “…Las sanciones pecuniarias que se 
establecen en la presente Ordenanza Municipal se imponen en forma solidaria al 
propietario del establecimiento que funciona en forma ilegal, y/o a su conductor y/o 
al propietario del inmueble en el que se encuentra funcionando…”, por lo que en 
adelante el artículo 1° de la Ordenanza Municipal N° 010-2011 quedará 
de la siguiente manera:  
 
“….La presente Ordenanza Municipal tiene por objeto regular la imposición de 
sanciones administrativas inmediatas a los establecimientos que sin contar con 
licencia municipal, regular y legalmente obtenida, realizan  actividades 





Las sanciones pecuniarias que se establecen en la presente Ordenanza 
Municipal se imponen en forma solidaria al propietario del establecimiento 
que funciona en forma ilegal, y/o a su conductor y/o al propietario del 
inmueble en el que se encuentra funcionando…”. 
 
2.- Incorpórese al artículo 3° de la ordenanza Municipal N° 010-2011, lo 
siguiente: 
 
“…4. CONTINUIDAD DE INFRACCIONES.- Para determinar la procedencia 
de la imposición de sanciones por infracciones en las que el administrado 
(propietario del establecimiento que funciona en forma ilegal, y/o conductor 
y/o propietario del inmueble en el que se encuentra funcionando)  incurra 
en forma continua, se requiere que hayan transcurrido por lo menos treinta 
(30) días hábiles desde la fecha de imposición de la última sanción y que 
se acredite haber solicitado al administrado que demuestre haber cesado 
la infracción dentro de dicho plazo. 
 
5. REINCIDENCIA.- Es la sanción que se aplica  por la comisión de la misma 
infracción dentro del plazo de un (1) año desde que quedó firme la 
resolución que sancionó la primera infracción...” 
 
Por lo que en adelante el artículo 3° de la Ordenanza Municipal N° 010-







“Artículo 3°. DEFINICIONES BÁSICAS DE APLICACIÓN.- 
 
Para la aplicación de la presente Ordenanza Municipal se 
deben tener presente las definiciones básicas de orden público, 
buenas costumbres y seguridad ciudadana, en la forma siguiente: 
 
1. ORDEN PÚBLICO.- 
 
Se entiende por orden público aquella situación de paz social 
y tranquilidad comunitaria, protegida por normas de carácter 
imperativo y de ineludible cumplimiento, y de cuyos márgenes no 
puede escapar la conducta de los entes públicos, ni la de los 
particulares, para lo cual el estado compromete sus atribuciones 
coercitivas y coactivas, de ser necesario recurrir a ellas. 
 
2. BUENAS COSTUMBRES.- 
 
Son buenas costumbres aquellas conductas de los 
ciudadanos que se hallan en directa correlación con la moral, la 
corrección y los buenos hábitos comunitarios, los cuales generan 








3. SEGURIDAD CIUDADANA.- 
 
La seguridad ciudadana es aquella situación que se halla 
orientada a la protección del libre ejercicio de los derechos y 
libertades, así como a garantizar la seguridad, paz, tranquilidad, el 
cumplimiento y respeto de las garantías individuales y sociales, 
destinada a asegurar la convivencia pacífica de la ciudadanía, la 
erradicación de la violencia y la utilización libre y pacífica de las 
vías y espacios públicos, a fin de contribuir a la prevención de 
delitos y faltas. 
 
4. CONTINUIDAD DE INFRACCIONES.-  
 
Para determinar la procedencia de la imposición de 
sanciones por infracciones en las que el administrado (propietario 
del establecimiento que funciona en forma ilegal, y/o conductor y/o 
propietario del inmueble en el que se encuentra funcionando)  
incurra en forma continua, se requiere que hayan transcurrido por 
lo menos treinta (30) días hábiles desde la fecha de imposición de 
la última sanción y que se acredite haber solicitado al administrado 








5. REINCIDENCIA.-  
 
Es la sanción que se aplica  por la comisión de la misma 
infracción dentro del plazo de un (1) año desde que quedó firme la 
resolución que sancionó la primera infracción...” 
 
3.- Deróguese el segundo párrafo del artículo 4° de la Ordenanza Municipal N° 
010-2011 que señala “…Conforme a Ley, no es de  aplicación para las solicitudes de 
licencia de funcionamiento referidos en al párrafo anterior, el silencio administrativo 
positivo…”  
 
Por lo que en adelante el artículo 4° de la Ordenanza Municipal N° 010-
2011 quedará de la siguiente manera:  
 
“…Artículo 4°. OBLIGACIÓN DE OBTENCIÓN PREVIA DE 
LICENCIA DE FUNCIONAMIENTO.- 
 
A partir de la vigencia de la presente Ordenanza Municipal y 
en concordancia con las normas legales correspondientes, ninguna 
actividad económica que pueda afectar el orden público, las buenas 
costumbres o la seguridad ciudadana, cualquiera sea su dimensión 
espacial o giro, puede funcionar sin la obtención previa de licencia 
municipal, bajo pena de la aplicación de las sanciones 




4.- Modifíquese el segundo párrafo del inciso 3 del artículo 7 de la Ordenanza 
Municipal N° 010-2011 que señala: 
 




La multa, luego de constatarse la vulneración a las disposiciones de la 
presente Ordenanza, y conforme al procedimiento establecido, será de diez 
unidades impositivas tributarias (10 UIT); en caso de comprobarse reincidencia en la 
conducta sancionada, la multa  imponerse será de quince unidades impositivas 
tributarias (15 IUT)…” 
 
Por el siguiente texto “…La multa, luego de constatarse la vulneración a las 
disposiciones de la presente Ordenanza, y conforme al procedimiento establecido, 
será de diez unidades impositivas tributarias (10 UIT); en caso de comprobarse la 
reincidencia o continuidad en la infracción, en la conducta sancionada, la multa a 
imponerse será de quince unidades impositivas tributarias (15 UIT)…” 
 
Por lo que en adelante el inciso 3° del artículo 7° de la Ordenanza 
Municipal N° 010-2011 quedará de la siguiente manera:  
“…3. MULTA.- La multa se constituye en la sanción pecuniaria que se 
impone, en forma solidaria, a los propietarios y/o conductores y/o dueños de 
los inmuebles, negocios, giros o establecimientos que funcionan careciendo 
de licencia municipal y que afectan orden público, las buenas costumbres y 
la seguridad ciudadana, que ponen en riesgo la salud y la integridad de las 






La multa, luego de constatarse la vulneración a las disposiciones de la 
presente Ordenanza, y conforme al procedimiento establecido, será de diez 
unidades impositivas tributarias (10 UIT); en caso de comprobarse la 
reincidencia o continuidad en la infracción, en la conducta sancionada, la 




































   
   N°                 - 20..… 
ACTA DE FISCALIZACIÓN 
 
En la ciudad de Juliaca, siendo las …………..horas, del día…….de …………………del año 20.…, 
el Sub Gerente de la Sub Gerencia de Operaciones y Fiscalización de la Gerencia de 
Fiscalización y Control de la Municipalidad Provincial de San Román-Juliaca 
Sr………………………………………………. identificado con Documento Nacional de Identidad 
N° ………………………………………………, en cumplimiento de las atribuciones conferidas por 
Ley, con apoyo y presencia del Gerente de la Gerencia de Fiscalización y Control de la 
Municipalidad Provincial de San Román-Juliaca Sr………………………………………………con 
documento nacional de identidad N°……………………………,el representante de la Sub 
Gerencia de Serenazgo Municipal de la Municipalidad Provincial de San Román-Juliaca 










En mérito a las atribuciones conferidas por Ley; el Sub Gerente de la Sub Gerencia de 
Operaciones y Fiscalización con apoyo y presencia de las autoridades señaladas anteriormente, 
se apersonó al establecimiento ubicado en la 
………………………………………………………………………………………………………….. 
del distrito de Juliaca, denominado……………............................................, con el objeto de 
Fiscalizar y verificar el cumplimiento de la disposición municipal establecida en el artículo 4° de 
la Ordenanza Municipal N° 010-2011. 
Por lo que al momento de la fiscalización se encontró al 
señor………………….……….……………...…………………………………………………………….i
dentificado con documento nacional de identidad n° ……………………………quien dijo tener la 








En el desarrollo de la Fiscalización, se detectó que el establecimiento ubicado en 
……………………………………………………………………..denominado……………………el 
cual ha sido señalado anteriormente,……………………………………………………………, y 
afecta el…………….…………………………………………………………………………………… 
poniendo en riesgo …………………………………………………………………………………… 
Por lo que dicha infracción se encuentra tipificada en la Ordenanza Municipal N° 010-2011, donde 
se ha establecido la imposición de la multa, la cual constituye en la sanción pecuniaria que se 
impone en forma solidaria, a los propietarios y/o conductores y/o dueños de los inmuebles, 
negocios, giros o establecimientos que funcionan careciendo de licencia municipal y que afecten 
el orden público, las buenas costumbres y la seguridad ciudadana, que ponen en riesgo la salud 
y la integridad de las personas, así como la propiedad pública o privada. 
La multa, luego de constatarse la vulneración a las disposiciones de la presente Ordenanza, y 
conforme al procedimiento establecido, será de diez unidades impositivas tributarias (10 UIT); en 
caso de comprobarse reincidencia o continuidad en la infracción, en la conducta sancionada la 
multa a imponerse será de quince unidades impositivas tributarias (15 UIT). 
Por lo que al haberse detectado la infracción tipificada en la Ordenanza Municipal N° 010-2011, 
tal como se ha señalado anteriormente, por la naturaleza y/o gravedad, es sancionable con una 




multa de……………unidades impositivas tributarias (……UIT) el mismo que es equivalente a 
S/………………….Soles (…………………………………………………… 
…………………….con 00/100 soles) al haber …………...……………………………………….. 
…………………………………………………………………………………………………………… 
…………………………………………………………………………………………………………… 
el cual se ha sido comprobado en presencia de todos los presentes, por lo que amerita ser 
sancionado conforme lo establece la Ordenanza Municipal N° 010-2011; de acuerdo a Ley. 
MANIFESTACIONES U OBSERVACIONES DEL SUB GERENTE DE LA SUB GERENCIA DE 
OPERACIONES Y FISCALIZACIÓN DE LA GERENCIA DE FISCALIZACIÓN Y CONTROL DE 



















Concluye la presente diligencia, siendo horas…………………, y en señal de conformidad firman 
los presentes culminándose la  presente diligencia. Asimismo se pone en conocimiento de 
inmediato del Gerente de la Gerencia de Fiscalización y Control de la Municipalidad Provincial 
de San Román-Juliaca; de la presente, a fin de que proceda conforme a sus atribuciones de 




………………………………………           ………………………………………         …..…………………………………..    
AUTORIDAD ENCARGADO DE  NOMBRE………………..……………………… NOMBRE………………..……………………… 
LA VERIFICACIÓN O FISCALIZACIÓN  DNI N°….……………………………..………… DNI N°….……………………………..………… 
DE INFRACCIONES ESTABLECIDAS  CALIDAD:……………………………………….. CALIDAD:……………………………………….. 







 ………………………………………         …….. …..…………………………… ……..…..………………………….. 
NOMBRE………………..……………………… NOMBRE………………..……………………… NOMBRE………………..……………………… 
DNI N°….……………………………..………… DNI N°….……………………………..………… DNI N°….……………………………..………… 
CALIDAD:……………………………………….. CALIDAD:……………………………………….. CALIDAD:……………………………………….. 











































VISTOS: El Acta de Fiscalización N° …………....de fecha……………………., expedido por el Sub Gerente 
de la Sub Gerencia de Operaciones y Fiscalización de la Gerencia de Fiscalización y Control de la 
Municipalidad Provincial de San Román-Juliaca, e Informe N° ……………………………………….. 
de fecha………………………………………….. expedido por el Sub Gerente de la Sub Gerencia de 
Investigación, Difusión y Sanción de la Gerencia de Fiscalización y Control de la Municipalidad 




Que, en el Acta de Fiscalización N° ………..de fecha…………………, iniciado a horas…………. , el mismo 
que ha sido realizado por el Sub Gerente de la Sub Gerencia de Operaciones y Fiscalización de la 





donde dentro de la labor de fiscalización y atribuciones que la Ley le asiste, señala que en mérito a las 
atribuciones conferidas por Ley, se apersonó al establecimiento ubicado en 
…………………………………………………………………………………del distrito de Juliaca, 
denominado……………............................................, con el objeto de Fiscalizar y verificar el 
cumplimiento de la disposición municipal establecida en el artículo 4° de la Ordenanza Municipal 
N° 010-2011. Por lo que en el desarrollo de la fiscalización se ha detectado y verificado el 
incumplimiento de la disposición municipal establecida en el artículo 4° de la Ordenanza 
Municipal N° 010-2011, detectándose que el  establecimiento ubicado en 
…………………………………………………………………………………del distrito de Juliaca, 
denominado……………............................................venía funcionando …………………………… 
……………………………………………., afectando…………………………………………………… 
…………………………………………………, poniendo en  riesgo…………………………………… 
………………………………………………….., encontrándose al momento de la fiscalización al 
señor…………………………………………………………………………………..identificado con 
documento nacional de identidad n° ……………………………quien dijo tener la calidad de 





por lo que al haberse detectado la infracción tipificada en la Ordenanza Municipal N° 010-2011, 
por la naturaleza y/o gravedad, sugiere que dicha infracción es sancionable con una multa 
de……………unidades impositivas tributarias (……UIT) el mismo que es equivalente a 
S/………………….Soles (………………..………………………………………………………………. 
……………con 00/100 soles) al haber …………...…………………………………………………. 
………………………………………………………………………………………………………………, 
indicando expresamente que dicha infracción ha sido comprobado en presencia de todos los 
presentes, y amerita ser sancionado conforme lo establece la Ordenanza Municipal N° 010-2011; 
de acuerdo a Ley. Por lo que dicha diligencia se culminó a horas……………., los mismos se 
aprecian del acta de fiscalización señalada. 
 
Asimismo en el Acta de Fiscalización N° ………..de fecha…………………, emitido por el Sub Gerente de 
la Sub Gerencia de Operaciones y Fiscalización de la Municipalidad Provincial de San Román-Juliaca, el 
cual se ha señalado anteriormente, se ha señalado como MANIFESTACIONES U OBSERVACIONES 
DEL SUB GERENTE DE LA SUB GERENCIA DE OPERACIONES Y FISCALIZACIÓN DE LA 
















Que, mediante Informe N°…………………………..………………………...de fecha…………………..el Sub 







por lo que viene vulnerando la Ordenanza Municipal N° 010-2011. 
 
La Ordenanza Municipal N° 010-2011, en su artículo 1° señala “…La presente Ordenanza 
Municipal tiene por objeto regular la imposición de sanciones administrativas inmediatas a los 
establecimientos que sin contar con licencia municipal, regular y legalmente obtenida, realizan 
actividades económicas que afectan el orden público, las buenas costumbres y la seguridad 
ciudadana…Las sanciones que se establecen en la presente Ordenanza Municipal se imponen 
en forma solidaria al propietario del establecimiento que funciona en forma ilegal, así como a su 
conductor y al propietario del inmueble en el que se encuentra funcionando…”, por lo que al 
detectarse la infracción establecida en la Ordenanza Municipal N° 010-2011, se procederá a 
imponer las sanciones administrativas de forma inmediata, al establecimiento denominado 
…………………………………..ubicado en……………………………………, POR NO CONTAR 
CON LICENCIA MUNICIPAL DE FUNCIONAMIENTO, en cumplimiento de lo establecido en la 
Ordenanza Municipal señalada, debiendo imponerse la sanción al 
Sr…………………………………………………………………….. debidamente identificado con 







La Ordenanza Municipal N° 010-2011, en su artículo 4° señala “…A partir de la vigencia de la 
presente Ordenanza Municipal y en concordancia con las normas legales correspondientes, 
ninguna actividad económica que pueda afectar el orden público, las buenas costumbres o la 
seguridad ciudadana, cualquiera sea su dimensión espacial o giro, puede funcionar sin la 
obtención previa de licencia municipal, bajo la pena de aplicación de las sanciones 
administrativas pecuniarias y no pecuniarias que se establecen…”, por lo que mediante los 
documentos señalados anteriormente, se ha detectado que el establecimiento denominado 
…………………………………..ubicado en……………………………………………………………..,  
venía funcionando SIN CONTAR CON LICENCIA MUNICIPAL DE FUNCIONAMIENTO, 
afectando…………………………………………………………………, poniendo en  riesgo……… 
………………………………………………….., por lo que al haberse vulnerado la Ordenanza 
Municipal N° 010-2011, debe aplicarse las sanciones pecuniarias y no pecuniarias que se ha 
establecido en la Ordenanza Municipal. 
 
La Ordenanza Municipal N° 010-2011, en su artículo 7° ha establecido la sanciones a la 
vulneración de la ordenanza municipal indicada, por lo que señala “…1. CLAUSURA 
DEFINITIVA.- La clausura definitiva consiste en la prohibición permanente del uso del inmueble, 
establecimiento o local para el desarrollo de actividades que afecten el orden público, las buenas 
costumbres y la seguridad ciudadana, que ponen en riesgo la salud y la integridad de las 
personas, así como la propiedad pública y privada…la clausura definitiva debe realizarse 
haciendo uso de medios físicos y mecánicos necesarios, pertinentes e idóneos, destinados a 
evitar que el local pueda ser reabierto; estos pueden ser el tapiado con ladrillo y concreto, la 
soldadura de puertas y ventanas de acceso, entre otros, conforme a las circunstancias del 




los carteles respectivos que dan cuenta de la sanción impuesta, el motivo y la fecha que se 
realizó…”, por lo que al haberse vulnerado lo dispuesto en la ordenanza municipal N° 010-2011 
tal como se señala en los documentos indicados anteriormente, al venir funcionando SIN 
CONTAR CON LICENCIA MUNICIPAL DE FUNCIONAMIENTO, 
afectando…………………………………………………………………, poniendo en  riesgo……… 
………………………………………………….., el establecimiento denominado 
…………………………………..ubicado en……………………………………………………………..,  
Corresponde imponer la sanción de CLAUSURA DEFINITIVA, debiendo hacerse el uso medios 
físicos y mecánicos necesarios, pertinentes e idóneos, destinados a evitar que el local pueda ser 
reabierto; siendo los mismos………………………………………………………………………... 
…………………………………………………………………. y colocarse en forma visible, los 
carteles respectivos que dan cuenta de la sanción impuesta, el motivo y la fecha que se realizó.  
 
La Ordenanza Municipal N° 010-2011, en su artículo 7° ha establecido la sanciones a la 
vulneración de la ordenanza municipal indicada, por lo que señala “…3. MULTA.- La multa se 
constituye en la sanción pecuniaria que se impone, en forma solidaria, a los propietarios y/o 
conductores y/o dueños de los inmuebles, negocios, giros o establecimientos que funcionan 
careciendo de licencia municipal y que afectan orden público, las buenas costumbres y la 
seguridad ciudadana, que ponen en riesgo la salud y la integridad de las personas, así como la 
propiedad pública y privada…La multa, luego de constatarse la vulneración a las disposiciones 
de la presente Ordenanza, y conforme al procedimiento establecido, será de diez unidades 
impositivas tributarias (10 UIT); en caso de comprobarse la reincidencia o continuidad en la 
infracción, en la conducta sancionada, la multa a imponerse será de quince unidades impositivas 
tributarias (15 UIT)…” por lo que al haberse vulnerado lo dispuesto en la ordenanza municipal N° 
010-2011, el mismo que ha sido comprobado tal como se señala en los documentos indicados 
anteriormente, al venir funcionando el establecimiento denominado 
…………………………………..ubicado en…………………………………………………………….., 
en cumplimiento de lo establecido en la Ordenanza Municipal señalada, debe imponerse la 
sanción pecuniaria (multa) el cual debe ser cumplida por el 
Sr…………………………………………………………………….. debidamente identificado con 











afectando…………………………………………………………………, poniendo en  riesgo……… 
………………………………………………………………………, por lo que corresponde imponer la 
multa de……………unidades impositivas tributarias (……UIT) el mismo que es equivalente a 
S/………………….Soles (………………..………………………………………………………………. 
……………con 00/100 soles) por haber cometido la infracción señalada anteriormente, 
vulnerándose lo establecido en la Ordenanza Municipal N° 10-2011. 
 
La Ordenanza Municipal N° 010-2011, en su artículo 7° ha establecido la sanciones a la 
vulneración de la ordenanza municipal indicada, por lo que señala “…2. INCAUTACIÓN.- La 
incautación consiste en el decomiso de todos los bienes muebles, mercancías y objetos, que se 
encuentran en el establecimiento y que han servido o están al servicio del desarrollo de la 
actividad, negocio o giro intervenido, sean o no de propiedad del sancionado, salvo se 
compruebe buena fe del propietario legítimo de los mismos…la incautación debe realizarse 
levantando el acta correspondiente por el funcionario o servidor municipal dependiente de la 
Gerencia de Fiscalización y Control, y debe ser suscrita por el propietario y/o conductor y/o dueño 
del inmueble en que funciona el negocio, establecimiento o giro, o por el dependiente de estos 
que se halle presente; dejando constancia de la negativa a hacerlo, de ser el caso…” el mismo 




en caso amerite, por el funcionario correspondiente de la Gerencia de Fiscalización y Control de 
la entidad. 
 
Que, de conformidad a los Artículos 194° y 195° de la Constitución Política del Estado, establece que las 
Municipalidades son los órganos de Gobierno Local, y como tales tienen autonomía política, económica y 
administrativa en asuntos de su competencia, concordante con el Artículo II del Título preliminar de la Ley 
27972,  
 
Que, la Ley N° 27972 Ley Orgánica de Municipalidades, dentro de ellas señala en los artículos 74,78 y 79 
y demás normas, en el marco de esas competencias, han establecido infracciones sanciones de su 
competencia. 
 




PRIMERO: SE DISPONE,……………………………………………………………debiendo materializarse el 
mismo haciendo uso de los medios físicos y mecánicos necesarios, pertinentes e idóneos, tales como 
…………………………………………………………………………………………………………………………… 
y colocar en forma visible los carteles respectivos, señalándose la sanción impuesta, el motivo y la fecha 
en que se realizó, luego de haberse dispuesto y materializado la clausura definitiva, en cumplimiento del 
artículo 7° inciso 1 de la Ordenanza Municipal N° 010-2011, la misma que se encargará en ejecutar el Sub 
Gerente de la Sub Gerencia de Operaciones y Fiscalización de la Gerencia de Fiscalización y Control de la 
Municipalidad Provincial de San Román-Juliaca, bajo responsabilidad. 
 
SEGUNDO: SE IMPONE, la multa de……………unidades impositivas tributarias (……UIT) el mismo 
que es equivalente a S/………………….Soles (………………..…………………………… 
…………………con 00/100 soles) al establecimiento denominado ………………………………… 





afectando…………………………………………………………………, poniendo en  riesgo……… 
………………………………………………………………………, por lo que deberán pagar el monto 
señalado el señor …………………………………………………………………………………. 







conforme lo dispone la Ordenanza Municipal 010-2011. 
 
TERCERO:  SE DISPONE ……………………………………………de todos los bienes muebles, 
mercancías y objetos, que se encuentran en el establecimiento y que han servido o están al 
servicio del desarrollo de la actividad, negocio o giro intervenido, sean o no de propiedad del 
sancionado, de acuerdo a lo establecido en la Ordenanza Municipal N° 010-2011, el cual deberá 
ser ejecutado por el Sub Gerente de la Sub Gerencia de difusión, investigación y sanciones de la Gerencia 
de Fiscalización y Control de la Municipalidad Provincial de San Román-Juliaca, bajo responsabilidad. Las 
bebidas alcohólicas, los productos que contengan tabaco, y todos aquellos que no sean aptos para el 
consumo humano o se hallen vencidos, perecidos, inservibles o inutilizables, o aquellos cuya venta o 
transmisión se hallan prohibidos por la Ley, serán destruidos o incinerados, no pudiendo ser objeto de 
devolución, el mismo deberá ser realizado previo procedimiento de acuerdo a Ley y en cumplimiento de lo 
establecido en la Ordenanza Municipal N° 010-2011. 
 
 
CUARTO.-  Notifíquese la presente resolución a los infractores presentes; conforme a Ley, el mismo 
que deberá ser realizado por el Sub Gerente de la Sub Gerencia de Operaciones y Fiscalización de la 






QUINTO.- DISPONER, que, una vez consentida y Firme la Resolución, se remitirá para su ejecución acorde 
a Ley a la oficina de Ejecución Coactiva de la Municipalidad Provincial de San Román – Juliaca. 
 
SEXTO.- SE EXHORTA,  a los administrados a que se abstengan de seguir incurriendo en la comisión de 
la infracción sancionada, bajo expreso apercibimiento de remitirse copias a Procuraduría Pública Municipal, 
para que proceda conforme a sus atribuciones. 
 







































PROPUESTA DEL CUADRO SINÓPTICO DE LA 
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